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la  reclamación  de  la  Compañía,  es  precisamente  el  que  de- 
be y  está  el  Gobierno  Peruano  en  la  obligación  de  alegar,  pa- 
ra pagarla. 

Pero  la  Compañía  gestionó,  sin  embargo,  el  pago  en  Chi- 
le y  hoy  se  pretende  volver  contra  ella,  el  tiempo  que  demo- 
raron sus  gestiones,  para  aplicarle  la  guillotina  de  la  pres- 
cripción. 

¿Puede  prescribir  una  acción   que  jamás  se  abandonó? 

¿Puede  honradamente,  oponerse  un  Estado,  al  pago  de 
sus  deudas,  alegando  que  las  ha  ganado  por  sorpresa,  pues 
no  otra  cosa  significa  en  el  caso  de  que  se  trata,  el  tiempo 
transcurrido? 

Este  ardid,  sugerido  por  el  Fiscal  del  Trilnmal  de  Cuen- 
tas, merecerá  el  rechazo  y  la  reprobación  de  los  hombres 
rectos. 

No  es  preciso  repetir  en  estas  líneas,  todo  lo  que  puede 
decirse  respecto  de  la  prescripción,  desde  que  este  punto  está 
ampliamente  tratado  en  los  escritos  de  la  Compañía,  que  se 
insertan  mas  adelante. 

Terminada  la  guerra  con  Chile,  tuvo  el  Perú  que  liqui- 
dar sus  finanzas  y  para  cancelar  la  deuda  externa,  entregó 
los  ferrocarriles  y  el  guano,  así  como  para  pagar  la  interna  y 
otras  deudas  pendientes,  expidió  leyes  especiales. 

A  estas  leyes  de  quiebra,  se  sometieron  los  acreedores 
y  debido  á  esto,  ha  podido  el  Perú  pagar  millones,  consig- 
nando en  su  presupuesto  una  partida  invariable  y  reducida. 

Así  ha  cancelado  el  crédito  de  la  Compañía  de  Guano 
de  los  Estados  Unidos,  ha  recojido  los  certificados  Wat- 
son  y  acaba  de  liquidar  la  reclamación  de  la  casa  Canevaro. 

Solo  la  Compañía  Salitrera  del  Perú,  cuyo  derecho  es  tan 
legítimo  y  claro,  como  el  de  aquellos  acreedores,  no  ha  conse- 
guido hasta  hoy  que  se  le  pague. 

¿Porqué?  ¿Acaso  por  ser  la  única  de  carácter  nacional? 

Esta  circunstancia  cjue  debería  favorecerla,  parece  ser 
la  que  le  daña,  pues  no  se  explica  de  otro  modo,  cjue  su  crédito 
haya  sido  el  único  que  ha  despertado  oposición  y  resistencia. 

La  Compañía,  no  exije  más  que  los  otros  acreedores. 
Ha  aceptado  el  pago  en  papel  de  deuda  interna,  sin  pre- 
tender que  se  alteren  las  condiciones  á  que  este  papel  está 
sometido,  ni  gravar  el  presupuesto  con  el  aumento  de  un 
centavo.  / 


¿Y  es  concebible,  que  pudiendo  el  Estado  cancelar  este 
crédito  á  razón  de  8  por  lOO,  pues  esta  es  la  cotización  de  su 
deuda  en  plaza  y  el  tipo  á  que  él  la  recoje,  es  concebible,  que 
haya  quienes  se  opongan  á  que  realice  tan  favorable  operación  ? 

Felizmente,  preside  hoy  el  Gobierno,  la  personalidad  de 
mayor  competencia  en  la  historia  salitrera  del  Perú  y  á  cuya 
laboriosidad  y  talento,  se  deben  libros  como  el  titulado  Le- 
gislación  sobre  Salitre  y  Bórax  en   Tarapacá,  publicado   en 

1903,-  _  "^  . 

En  la  página  X  de  ese  interesante  volumen,  el  Excmo. 
Sr.  Billinghurst,  dice:  "La  liquidación  del  negociado  perua- 
no, si  no  está  todavía  concluida,  tiende  por  lo  menos  á  fini- 
quitarse." 

"NO  QUEDA  PENDIENTE  SINO  LA  DEUDA 
QUE  LEGÍTIMAMENTE  RECLAMA  LA  EXTINGUIDA 
compañía  salitrera  del  perú,  cuyo  MONTO 
ES  DE  FÁCIL  LIQUIDACIÓN." 

Ocupándose  de  la  misma  Compañía,  agrega  en  la  pá- 
gina 152. — "El  contrato  celebrado  por  el  Gobierno  con  el 
Banco  de  "La  Providencia",  levantó  grandes  protestas  en- 
tre los  tenedores  de  certificados  salitreros,  cuyos  dereclios 
eran  vulnerados." 

"SIN  EMBARGO,  ESE  CONTRATO  SUBSISTIÓ  Y 
ESTUVO  VIGENTE  HASTA  LA  FECHA  EN  QUE  EL 
EJERCITO  CHILENO  OCUPO  TARAPACÁ." 

En  la  página  167  de  la  citada  obra,  se  registra  un  proyecto 
de  ley  presentado  por  el  Sr.  Billinghurst  á  la  Cámara  de  Di- 
putados, en  la  Legislatura  de  1879,  cuyo  art.  5.°  establece 
que  "con  el  producto  del  salitre  que  hubiese  sido  exportado 
por  cuenta  del  Fisco,  y  con  el  producto  de  la  mitad  del  dere- 
cho de  exportación,  se  atenderá"  i.°  al  pago  de  intereses  de 
los  certificados,  mientras  gocen  de  ellos,  conforme  á  la  pre- 
sente ley,  y  2.°  AL  REEMBOLSO  DE  LAS  SUMAS  OUE 
SE  ADEUDAREN  A  LA  COMPAÑÍA  SALITRERA 
DEL  PERÚ,  SI  DE  LA  LIQUIDACIÓN  DE  CUENTAS 
RESULTARE  SALDO  A  SU  FAVOR. 

Como  se  vé,  siempre  que  el  ilustrado  autor  de  la  Legis- 
lación salitrera  de  Tarapacá,  menciona  á  la  Compañía,  reco- 
noce su  derecho  y  con  un  espíritu  de  justicia  que  lo  enaltece 
y  lo  honra,  propone  que  se  le  pague  el  saldo,  de  que  resute 
acreedora. 


—  6  — 

Por  lo  mismo,  que  el  Excmo.  señor  Billinghurst,  se  halla 
exento  de  toda  responsabilidad  en  la  política  salitrera  que 
adoptó  el  país,  ningún  mandatario  está  en  mejores  condicio- 
nes que  él,  para  liquidar  definitivamente  el  pasado  financiero 
del  Perú. 

La  Compañía  lo  espera  así  y  confía  en  que,  acatando  el 
Gobierno  la  justicia  y  el  derecho  que  le  asiste,  atenderá  su 
reclamación,  y  á  fin  de  que  no  vuelva  á  tratarse  de  ella  sin  cono- 
cerla en  todos  sus  detalles,  ni  pueda  sospecharse  que  la  ges- 
tiona en  el  secreto  y  el  misterio,  la  da  á  luz  en  este  folleto, 
que  presenta  á  la  consideración  y  al  juicio  públicos. 

Lima,  diciembre  de  19 12. 


Diciembre  I2  de  ipi?. 

En  momento  de  conclnirse  esta  publicación,  ha  expedi- 
do el  Congreso,  una  ley  que  autoriza  al  Poder  Ejecutivo 
para  someter  al  Tribunal  de  La  Haya  la  reclamación  de  los 
acreedores  franceses,  entre  los  que  figura  la  casa  Dreyfus 
Hnos.  y  Cia. 

No  queda  pues,  pendiente,  para  la  liquidación  definiti- 
va y  final  del  pasado  económico  del  Perú,  sino  la  re- 
clamación de  la  Compañía  Salitrera,  la  sola  constituida  con 
capitales  nacionales  y  la  única  que  dejará  circulando  en  el  país 
el  dinero  que  se  le  pague,  á  diferencia  de  las  otras,  que  si 
no  en  su  totalidad,  en  la  mayor  parte,  ban  sacado  y  \an  á  lle- 
var al  extranjero  los  fondos  que  por  sus  acreencias  lian  per- 
cibido  ó  van  á  recibir. 


La  Beclamacíón  de  la  Compañía  Salitrera 


El  Contrato  con  la  Compañía:  sus  antecedentes 

Antes  de  1868,  los  yacimientos  de  salitre  de  Tarapacá  no 
producían  renta  al  fisco.  En  el  año  indicado  se  impuso  un 
derecho  de  5  centavos  por  quintal  á  la  exportación  de  esa 
sustancia.  Varias  veces  se  aumentaron  los  derechos  de  expor- 
tación, mas  tarde  se  implantó  el  estanco  de  la  venta.  Por  úl- 
timo pensó  el  Gobierno  que  el  monopolio  del  salitre  en  manos 
del  estado,  previa  adquisición  de  las  salitreras,  era  el  único 
medio  de  regularizar  la  producción  y  obtener  en  Europa  pre- 
cios fijos,  sacando  asi  del  salitre  una  valiosa  renta  aplicable  á 
diversos  é  importantes  objetos.  Persuadido  de  la  convenien- 
cia de  este  plan  el  Congreso  dictó  la  ley  de  28  de  mayo  de 
1875,  en  la  que,  después  de  derogar  las  anteriores  acerca  de 
derechos  de  exportación  y  estanco  autorizó  la  emisión  de  un 
empréstito  de  siete  millones  de  libras  para  la  compra  de  los 
establecimientos  salitreros  de  Tarapacá,  y  para  la  continua- 
ción de  los  ferrocarriles  del  estado. 

Dice  esa  ley. 

^'Articulo  3.^ — Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  ad- 
quirir los  terrenos  y  establecimientos  salitrales  de  la  provin- 
cia de  Tarapacá,  adoptando  con  este  objeto  las  medidas  le- 
gales que  juzgue  necesarias.  Se  le  autoriza  igualmente  para 
celebrar  los  contratos  convenientes  para  la  elaboración  y  ven- 
ta del  salitre.  Articulo  4° — El  poder  ejecutivo  contratará  con 
garantía  de  los  establecimientos  que  compre  y  de  los  demás  te- 
rrenos salitrales  pertenecientes  al  estado  en  la  provincia  de 
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Tarapacá.  un  empréstito  ([iie  no  exceda  de  f  4.000.000 
para  liacer  efecti\as  las  disposiciones  de  esta  ley,  y  hasta 
£  3.000.000  para  concluir  los  trabajos  de  los  ferrocarriles 
contratados  con  el  Gobierno  y  atender  á  las  necesidades  ge- 
nerales del  Estado." 

Para  el  cumplimiento  de  esta  ley  y  en  uso  de  la  am- 
plia autorización  en  ella  otorgada,  el  Gobierno  dictó  un  de- 
creto reglamentario  (14  de  diciembre  de  1875),  determinan- 
do las  condiciones  en  que  se  haría  la  compra  de  sus  estableci- 
mientos á  los  dueños  de  salitreras  y  el  procedimiento  que 
debía  seguirse  en  esas  operaciones,  en  las  cuales  actuaban 
como  administradores  y  representantes  del  Gobierno,  los  Ban- 
cos, Nacional  del  Perú,  Lima,  Perú  y  Providencia  asociados 
entre  sí  para  este  negocio. 

Algunos  establecimientos  pequeños  debían  comprarse  al 
contado,  y  para  este  objeto,  los  Bancos  abrieron  á  favor  del 
Gobierno  un  crédito  de  un  millón  de  soles.  Los  demás  esta- 
blecimientos se  debían  comprar  á  plazo  de  dos  años,  y  en- 
tregarse á  los  dueños  certificados  representativos  del  precio. 
Se  les  abonaría  2  por  ciento  de  interés  trimestral. 

Los  Bancos,  eran  además,  acreedores  del  fisco  por  un 
préstamo  anterior  de  18.000.000  de  soles,  y  tenían  promesa 
de  que  se  les  entregarían  las  salitreras  en  administración, 
para  con  sus  productos  reembolsarse  del  capital  prestado. 

Y  en  efecto,  el  gobierno  por  resolución  de  abril  29 
de  1876,  concedió  á  los  bancos  asociados:  i.°  La  administra- 
ción de  los  establecimientos  salitrales  ya  comprados  y  de  los 
que  comprase  en  adelante ;  2.°  La  celebración  de  contratos 
de  elaboración  de  salitre ;  3.°  La  exportación  y  venta  del  sa- 
litre cjue  se  elaborase  por  cuenta  del  gobierno;  y  4.°  La  re- 
caudación del  impuesto  que  debían  pagar  los  libres  pro- 
ductores del  salitre  al  tiempo  de  exportarlo. 

Los  Bancos  abonarían  los  intereses  de  los  certificados 
emitidos  en  pago  de  las  salitreras  y  tratarían  de  levantar 
un  empréstito  destinado  á  pagar  el  importe  de  esos  certifica- 
dos y  reembolsarse  de  su  propio  capital. 

Dos  años  mas  tarde,  por  escritura  pública  de  ló  de  julio 
de  1878,  el  Banco  "La  Providencia"  hizo  un  nuevo  contrato 
con  el  Gobierno  para  la  administración  de  las  salitreras,  ela- 
boración, exportación  y  \'enta  de  salitre  y  provisión  de  fon- 
dos. Este  Banco  pagó  á  los  Bancos  asociados  todo  lo  que  el 
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Gobierno  les  debía  por  resto  de  los  i8.cx30.ooo  y  demás  prés- 
tamos y  cuentas  pendientes,  y  tomó  á  su  cargo  el  negocio  so- 
bre las  bases  principales   siguientes : 

El  Banco  administraría  y  conservaría  bajo  su  respon- 
sabilidad y  custodia  las  oficinas  y  propiedades  salitreras  y 
con  igual  objeto  tomaría  posesión  de  las  que  en  adelante  se 
comprasen  (art.  17) ;  los  contratos  de  elaboración  se  harían 
de  acuerdo  con  el  Banco  y  serían  firmados  por  él  (art.  21)  : 
el  Banco  recibiría  todo  el  salitre  elaborado  (art.  4.°)  ;  y  ten- 
dría el  derecho  exclusivo  de  venderlo  (art.  2.") ;  cobraría  los 
derechos  de  exportación  al  salitre  que  otras  personas  ela- 
borasen (art.  22)  ;  adelantaría  al  Gobierno  á  cuenta  de  los 
productos  del  salitre,  £  60.000  hasta  que  se  completasen 
seis  mensualidades  y  después  entregaría  £  20.000  mensua- 
les y  además  pagaría  lo  que  estuviese  debiéndose  á  los  Ban- 
cos asociados  (arts.  10  y  11);  haría  el  servicio  de  intereses 
y  amortización  de  los  certificados  salitreros,  adelantando  al 
Gobierno  los  fondos  necesarios  (art.  16)  ;  el  producto  líquido 
del  salitre  se  pondría  en  la  cuenta  al  haber  del  Gobierno  y  se 
aplicaría:  i.°  al  reembolso  de  las  cantidades  adelantadas  por 
el  Banco  para  el  servicio  de  los  certificados ;  2.°  de  las  mesadas 
al  Gobierno;  y  3.°  de  los  saldos  adeudados  á  los  Bancos  y  que 
el  de  la  Providencia  pagó  á  éstos  (art.  13)  ;  cada  seis  meses 
se  cerraría  y  pasaría  al  Gobierno  la  cuenta  corriente  de  la 
nego^ciación ;  poniéndose  á  su  disposición  el  sobrante  de  pro- 
ductos, si  lo  hubiese  (art.  14)  ;  el  Gobierno  hipotecaba  al 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  todos  los  terrenos  y  ofici- 
nas salitrales,  reconociendo  como  hipoteca  anterior  y  privile- 
giada la  pactada  en  favor  de  los  antiguos  dueños  de  las  sa- 
litreras (art.  33)  :  el  Banco  cobraría  al  Gobierno  el  interés  de 
6  por  ciento  al  año  sobre  stis  adelantos  (art.  30)  ;  el  contrato 
duraría  cinco  años,  y  si  al  temiinarse  hubiere  un  saldo  con- 
tra el  Gobierno  subsistiría  el  contrato,  esto  es,  la  administra- 
ción de  las  salitreras  y  consignación  del  salitre  hasta  que  se 
verificase  el  reembolso  por  completo  (art.  32).  Se  estipularon 
otras  muchas  condiciones  referentes  á  la  ejecución  del  contra- 
to. 

La  cláusula  34  de  esta  escritura  autorizaba  al  Banco  para 
constituir  una  sociedad  que  lo  llevase  á  efecto,  y  de  allí  se 
originó  la  Compañía  Salitrera  del  Perú,  que  fué  organizada 
por  escritura  pública  el  24  de  julio  del  mismo  año  de  1878, 
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con  un  capital  de  £  800,000  dividido  en  8,000  acciones  de 
£  100.  El  Banco  "La  Providencia"  transfirió  todos  los  de- 
rechos de  su  contrato  con  el  Gobierno  á  la  nueva  Compañía 
y  ésta  asumió  todas  las  obligaciones  consiguientes. 

Dictó  el  Gobierno  todas  las  medidas  necesarias  para  que 
la  Compañía  entrase  como  entró  en  pleno  ejercicio  de  sus 
funciones  y  derechos.  Tomaron  los  agentes  de  la  Compañía 
posesión  de  las  salitreras,  celebraron  los  nuevos  contratos 
de  compra;  establecieron  las  respectivas  oficinas  de  recau- 
dación ;  celebraron  los  contratos  de  elaboración  y  recibieron 
todo  el  salitre  que  se  producía,  para  venderlo,  aplicando  su 
producto  conforme   estaba  convenido. 

En  31  de  diciembre  de  1878,  las  condiciones  del  nego- 
cio del  salitre  eran  desfavorables.  Las  ventas  habían  dismi- 
nuido considerablemente  en  Europa  y  el  precio  había  baja- 
do hasta  12  chelines  6  peniques.  El  Gobierno  resultaba  deu- 
dor á  la  Compañía  de  un  fuerte  saldo,  el  cual  se  aumentó  á 
principios  del  79  con  la  mesada  del  Gobierno  y  el  servicio 
del  cupón  de  los  certificados  salitreros  de  i.°  de  enero.  A 
mérito  de  esta  situación  la  Compañía  pudo  cesar  en  el  ser\'i- 
cio  de  los  certificados  y  sin  embargo,  continuó  haciéndolo  y 
abonó  los  trimestres  de  31  de  marzo  y  31  de  junio,  suspen- 
diendo sólo  el  servicio  de  amortización. 

En  junio  de  1879,  á  las  causas  enunciadas  se  agregó  la 
mas  seria  todavía,  de  la  guerra  con  Chile,  con  el  bloqueo  de 
Iquique  y  las  caletas  adyacentes,  que  hizo  imposible  la  ela- 
boración y  exportación  del  salitre.  En  tal  situación  la  Com- 
pañía tuvo  que  suspender  el  servicio  de  los  intereses  de  los 
certificados  desde  octubre  de   1879. 

Las  autoridades  chilenas  se  apoderaron  del  salitre  ela- 
borado y  del  que  sucesivamente  fueron  produciendo  los  que 
habían  celebrado  contratos  de  elaboración  con  la  Compañía 
por  cuenta  del  Gobierno  del  Perú.  Los  derechos  de  la  Com- 
pañía fueron  desconocidos  y  Chile  la  despojó  de  la  posesión 
en  que  se  encontraba  del  contrato  con  el  Gobierno  Peruano. 
En  la  memoria  que  el  Ministro  de  Hacienda  de  Chile  pre- 
sentó al  Congreso  de  1882  aparecen  tres  cuadros  que  demues- 
tran que  las  autoridades  chilenas  tomaron  á  los  elaboradores 
de  salitre  1.768.304  quintales,  que  debía  haber  recibido  la 
Compañía  Salitrera  para  hacerse  pago  de  sus  adelantos.  Ese 
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salitre  produjo,  líquido,  £  231,975,  que  ingresaron  en  ar- 
cas chilenas. 

El  Gobierno  de  ese  país  dispuso  de  las  oficinas  y  terre- 
nos salitreros  de  Tarapacá,  sin  cancelar  las  dos  obligaciones 
hipotecarias  que  sobre  ellos  pesaban;  la  primera  constituida 
en  favor  de  los  tenedores  de  certificados  salitreros  y  la  se- 
gunda en  favor  de  la  Compañía  como  garantía  de  su  saldo 
acreedor  contra  el  Gobierno  del  Perú. 

Años  después.  Chile  ha  cedido  á  las  reclamaciones  ini- 
ciadas por  los  tenedores  de  certificados  y  apoyadas  por  sus 
respectivos  Gobiernos  y  ha  pagado  los  certificados  salitreros. 

En  cuanto  al  crédito  de  la  Compañía  se  ha  negado  á  pa- 
garlo, sosteniendo  que  no  le  incumbe  la  responsabilidad  de 
esa  deuda. 


TEXTO   DEL    CONTRATO    ENTRE    EL    GOBIERNO    Y    EL    BANCO      LA 

providencia",    de    16   de    julio    de    1878.    TRASFERIDO 

Á  LA   COMPAÑÍA  SALITRERA  EL   24  DEL   MISMO   MES. 


Consignación    del   salitre 

i.^  El  Supremo  Gobierno  del  Perú  consignará  al  Banco 
que  represento  todo  el  salitre  que  elabore  por  su  cuenta,  sin 
excepción  ninguna.  Esta  cantidad  no  será  menor  de  5,000,000 
de  quintales,  ni  excederá  por  ahora  de  6.000.000  en  cada  año ; 

2.^  El  Banco  tendrá  el  derecho  exclusivo  de  vender  este 
salitre  en  Europa  y  en  los  demás  mercados  que  juzgue  con- 
veniente, exceptuando  Estados  Unidos  de  América  y  el  Ca- 
nadá, mientras  dure  el  actual  contrato  de  consignación  con 
los  señores  Oliphant  y  Compañía  y  los  mercados  de  China  y 
Japón.  El  Banco  queda  autorizado  para  decomisar  cualquiera 
cantidad  de  salitre  que  se  exporte  con  infracción  de  este  con- 
trato ó  de  las  prescripciones  legales  que  rijan  para  la  exporta- 
ción de  este  artículo.  Concluido  el  contrato  con  los  señores 
Oliphant  y  Compañía,  el  Banco  se  subrogará  á  éstos  en  la 
consignación  indicada,  bajo  las  mismas  condiciones  que  ofrez- 
ca otra  persona  en  caso  de  convenirle; 
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3-*  El  Banco  fletará  los  buques  que  sean  necesarios  para  j 
la  exportación  del  salitre  y  cobrará  por  ese  servicio  la  comi-  ] 
sión  que  se  acostumbra  en  los  contratos  de  fletamentos. 

Estos  buques  serán  consignados  en  el  Perú  y  en  Europa 
al  Banco  ó  sus  agentes ;  y  los  fletamentos  se  harán  de  modo 
que  se  exporte  mensualmente  la  cantidad  que  corresponda  á    j 
la  exportación  anual  estipulada  en  la  cláusula   i.^  ^ 

Si  por  culpa  del  Gobierno  ó  de  sus  empleados  se  demo- 
rase la  carga  de  los  buques  y  no  se  cumpliese  las  contratas    j 
de  fletamento,  los  perjuicios  y  daños  serán  por  cuenta  del  Go-    ] 
biemo.  Los  buques  fletados  para  salitre  por  cuenta  del  estado 
no  pagarán  ningún  gravamen  mayor  que  los  que  rigen  ac- 
tualmente ; 

4.^  Los  elabor'adores  enlregarán  al  Banco  el  salitre  en 
los  términos  especificados  en  los  respectivos  contratos  de  ela- 
boración ó  compra ;  y  el  Banco  les  pagará  el  precio  estipulado 
en  dicho  contrato  en  buenas  letras  sobre  Londres  á  90  días 
vista  sin  que  este  precio  pueda  exceder  de  seis  chelines  por 
quintal  español  de  95  por  ciento  de  ley,  á  bordo,  siendo  este  i 
pago  por  cuenta  del  Gobierno;  y  aumentándose  ó  disminu- 
yéndose el  precio  por  la  diferencia  de  ley,  según  la  escala 
que  con  este  objeto  rige  en  los  actuales  contratos  de  elabo- 
ración ;  . 

5.''  El  Gobierno  tomará  las  medidas  que  convengan  de  J 
acuerdo  con  el  Banco,  para  proporcionarse  salitre  al  menor 
precio  posible  por  medio  de  compras  ó  de  contratos  y  vigi- 
lará que  de  ninguna  manera  se  impongan  nuevos  gravámenes 
al  salitre  contratado  por  el  Gobierno,  mientras  dure  el  pre- 
sente contrato; 

6.^  El  Banco  pagará  flete,  los  gastos  de  descarga,  al- 
macenaje, seguro  contra  incendio  en  los  lugares  de  venta  y 
demás  que  ocurran  hasta  la  entrega  del  salitre  al  comprador; 
y  una  vez  terminada  la  descarga  de  cada  buque,  cargará  al 
Gobierno  por  flete  y  todos  los  demás  gastos,  la  cantidad 
de  cuatro  libras  esterlinas  por  cada  tonelada  inglesa; 

Cuando  el  flete  exceda  de  £  2.  13  s.,  el  exceso  será 
de  cuenta  del  Gobierno. 

y.°-  El  Banco  asegurará  por  cuenta  del  Gobierno,  contra 
los   riesgos  marítimos,   el  salitre  que  exporte; 

8.*  El  Banco  tendrá  la  libre  dirección  de  la  venta  en  to- 
dos los  mercados  de  la  consignación. 
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Si  entre  el  Supremo  Gobierno  y  el  Banco  se  acordase  sus- 
pender las  ventas,  se  cargará  al  Gobierno  en  la  cuenta  de 
venta,  á  más  del  forfait  ó  cuota  fija  de  cuatro  libras  esterli- 
nas, el  interés  y  los  gastos  que  ocasione  la  suspensión  de  las 
ventas  por  el  tiempo  que  dure. 

Es  entendido  que  el  forfait  ó  cuota  fija  no  incluye  el  des- 
cuento que  según  la  costumbre  del  mercado  percibe  el  com- 
prador sobre  el  precio  del  salitre,  ni  tampoco  el  interés  sobre 
los  adelantos  del  costo  del  salitre,  los  cuales  se  liquidarán  por 
cargamentos  y  como  se  acostumbra  hasta  ahora; 

9.^  El  salitre  se  venderá  en  todo  tiempo  al  mayor  pre- 
cio que  sea  posible  alcanzar  en  los  mercados,  y  los  productos 
se  abonarán  en  cuenta,  quince  días  después  de  la  fecha  de  cada 
vepta.  Para  la  rendición  de  cuentas  se  considerará  la  tonela- 
da inglesa  de  2,350  libras  españolas  siendo  las  mermas  por 
cuenta  del  Banco ; 

10.*  A  cuenta  de  los  productos  netos  del  salitre,  el  Ban- 
co adelantará  al  Gobierno  desde  el  i.°  de  octubre  próximo 
mensualmente,  £  60.000  hasta  el  completo  de  seis  mensua- 
lidades y  desde  entonces  le  entregará  mensualidades  de  £ 
20.Ó00.  Estas  mesadas  serán  de  buenas  letras  sobre  Londres 
á  no  más  de  90  días  vista  ó  su  equivalente  al  cambio  corriente 
en  plaza; 

11.^  El  Banco  pagará  á  los  otros  Bancos  todo  lo  que  les 
deba  el  Gobierno  hasta  el  30  de  junio  del  presente  año,  tanto 
por  el  resto  de  S.  18.500,000  prestados  en  1875,  cuanto  por  la 
cuenta  mensual  de  los  derechos  del  salitre :  y  tanto  estos  pa- 
gos, comt)  la  cantidad  debida  al  Banco  proponente,  se  carga- 
rá en  la  cuenta  de  la  consignación  y  serán  reembolsables  con 
los  productos  netos  del  salitre. 

A  mérito  de  esto,  el  Banco  proponente  se  subrogará  á  la 
delegación  de  los  Bancos  en  la  consignación  del  salitre,  que 
ésta  le  entregará  después  de  verificado  el  pago  á  que  esta 
cláusula  se  refiere; 

12.^  En  caso  de  que  se  emprenda  por  el  Gobierno  la  ma- 
nipulación del  guano,  los  consignatarios  venderán  de  prefe- 
rencia á  los  encargados  de  esta  operación  el  salitre  que  nece- 
siten, cuyo  m.áximo  anual  se  fijará  con  la  anticipación  debida, 
rebajándose  en  el  precio  un  chelín  por  quintal  inglés,  mien- 
tras el  precio  de  plaza  no  baje  de  13  chelines  por  quintal. 
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.13-*  Las  cuentas  de  la  negociación  se  llevarán  en  libras 
esterlinas.  De  los  productos  de  cada  cargamento  se  deducirán : 
i.°  La  cuota  fija  de  £  2.  135.  si  hubiese  lugar. 
2.°  El  precio  pagado  por  el  salitre  á  los  elaboradores. 
3.°  Los  intereses  de  estos  adelantos. 

Las  cuentas  de  ventas  y  liquidaciones  por  cargamentos 
se  pasarán  mensualmente  al  Gobierno,  conforme  vayan  lle- 
gando. 

El  resto  de  los  productos  líciuidos,  se  pondrán  al  haber 
del  Gobierno;  y  se  aplicarán:  1°  al  reembolso  de  las  can- 
tidades adelantadas  por  el  Banco  para  el  servicio  de  los  cer- 
tificados; 2.°  de  las  mesadas  al  Gobierno;  y  3.°  de  los  saldos 
adeudados  á  los  Bancos,  según  la  cláusula  11.^; 

14.^  Cada  seis  meses  se  cerrará  y  pasará  por  duplicado 
al  Gobierno  la  cuenta  corriente  de  la  negociación ;  poniéndose 
á  su  disposición  el  sobrante  de  los  productos  líquidos,  si  lo 
hubiere.  En  caso  de  que  resultara  déficit  se  suspenderá  la  me- 
sada asignada  al  Gobierno,  hasta  que  el  déficit  desaparezca. 

II 

Servicio  de  certiñcados 

15.*  El  Supremo  Gobierno  podrá  emitir  certificados,  de 
acuerdo  con  la  ley  de  28  de  mayo  de  1875,  hasta  por  la  can- 
tidad de  S.  21.318,181  S2  (ó  sea  £  4.000.000,  al  cambio 
de  44  peniques),  destinados  al  pago  de  las  salitreras  compra- 
das en  virtud  de  dicha  ley  y  hasta  vS.  5.454,545  45  (ó  sean 
£  1. 000.000,  al  mismo  cambio)  dentro  de  dos  años  conta- 
dos desde  la  fecha,  con  destino  á  las  obras  públicas,  escalo- 
nando la  emisión  de  este  millón  de  libras,  en  conformidad  con 
las  necesidades  de  éstas. 

Después  de  dos  años  contados  desde  la  fecha,  podrá  au- 
mentar de  acuerdo  con  el  Banco,  esta  última  emisión  hasta  otro 
millón  de  libras,  escalonándola  de  la  misma  manera  y  con 
el  mismo  objeto. 

Los  certificados  que  se  hallen  en  circulación  podrán  ser 
convertidos  por  cuenta  del  Gobierno  en  bonos  especiales,  con 
las  mismas  hipotecas  y  garantías,  expresándose  el  valor  no- 
minal en  libras  esterlinas  y  arreglándose  de  acuerdo  con  el 
Banco,  en  un  contrato  separado  la  forma  y  condiciones  de  esta 


operación.  Los  gastos  que  ella  demande  serán  por  cuenta  del 
Gobierno ; 

1 6.*  Para  el  servicio  de  este  papel,  el  Banco  adelantará 
al  Gobierno,  trimestralmente  el  2  por  ciento  para  intereses  de 
la  cantidad  amortizada  y  otro  2  por  ciento  cada  seis  meses 
para  amortización  de  la  misma. 

El  servicio  por  intereses  se  hará  en  Lima  al  vencimiento 
de  cada  trimestre,  y  el  de  amortización,  que  será  por  sorteo, 
y  á  la  par,  al  vencimiento  de  cada  semestre  por  medio  de 
buenas  letras  sobre  Londres,  á  no  mas  de  90  días  vista. 

El  primer  pago  por  intereses  se  efectuará  en  Lima  el 
I.''  de  octubre  próximo  y  la  primera  amortización  semestral 
el  i.°  de  julio  de  1879. 

III 

Administración  de  salitreras 

ly.^  El  gobierno  llevará  á  cabo  el  monopolio  á  la  mayor 
brevedad  y  mantendrá  dicho  monopolio  hasta  que  los  bonos 
arriba  mencionados  estén  completamente  amortizados,  esta- 
bleciéndose con  este  fin  los  derechos  convenientes ; 

18.^  El  Banco  conser\^ará  bajo  su  responsabilidad  y  cus- 
todia las  oficinas  y  propiedades  salitreras  compradas  por  el 
Gobierno  y  con  igual  objeto  tomará  posesión  de  las  que  com- 
pre en  adelante  en  la  provincia  de  Tarapacá,  cuyas  escritu- 
ras firmará. 

Entregará  á  los  contratistas  de  elaboración  de  salitre  las 
oficinas  en  que  haya  de  hacerse  la  elaboración ;  y  todas  las  de- 
más, así  como  aquellas  que  deban  devolver  los  elaboradores 
cuyos  contratos  terminen,  quedarán  cerradas  bajo  la  custo- 
dia del  Banco. 

Los  gastos  que  demanden,  tanto  la  toma  de  posesión  por 
el  Banco  de  las  oficinas  y  propiedades  salitreras  y  la  vigilan- 
cia y  custodia  de  las  que  tenga  á  su  cuidado,  cuanto  los  de 
conservación  y  reparación  de  ellas,  serán  por  cuenta  del  Go- 
bierno, debiendo  hacerse  las  reparaciones  previa  autoriza- 
ción de  éste; 

19.*  El  Banco  pagará  en  conformidad  con  el  decreto  de 
14  de  diciembre  de  1875,  el  valor  del  carbón  de  piedra,  ceba- 
da, sacos  y  demás  artículos  de  elaboración  que  deban  pagarse 
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al  cuiilUUo  al  tomar  posesión  de  las  salitreras  que  en  adelan- 
te compre  el  gobierno  en  la  provincia  de  Tarapacá,  para  com- 
pletar el  monopolio.  Estos  artículos  serán  vendidos  por  el  Ban- 
co al  mejor  precio  que  sea  posible  y  su  producto  se  aplicará 
al  reembolso  de  las  sumas  que  se  hubiesen  invertido  en  la 
compra,  siendo  de  cuenta  del  Gobierno  la  ganancia  ó  pérdida 
que  de  esta  operación  resulte ; 

20/''  El  valor  de  las  oficinas  ya  referidas  de  Paradas,  cu- 
yo precio  no  exceda  de  S.  10,000  será  pagado  por  el  Banco 
con  sujeción  al  decreto  de  14  de  diciembre  de  1875,  y  el 
Banco  se  reembolsará  de  estas  sumas  con  certificados  salitre- 
ros, iguales  á  los  emitidos  por  las  demás  oficinas ; 

21.*  Se  procurará  obtener  el  salitre  que  se  consigne,  sea 
por  medio  de  compra  ó  de  contratos  de  elaboración  al  precio 
mas  reducido,  debiendo  ser  de  buena  calidad,  seco  y  de  buen 
color,  y  entregarse  al  Banco  bien  acondicionado,  en  buenos  sa- 
cos y  limpios. 

Los  contratos  de  elaboración  se  harán  de  acuerdo  con  el 
Banco,  conforme  á  las  bases  generales  aprobadas  por  el  Go- 
bierno en  abril  de  1876,  serán  firmadas  por  el  Banco  en  re- 
presentación de  este. 

El  Banco  queda  encargado  del  cumplimiento  de  los  con- 
tratos de  elaboración,  y  de  que  las  oficinas  destinadas  á  este 
fin  se  conserven  en  buen  estado  por  los  elaboradores,  y  sean 
trabajadas  con  arreglo  á  sus  contratos ; 

22. ""  Mientras  haya  derechos  que  recaudar  sobre  el  sa- 
litre, que  exportan  del  Perú  otras  personas  lo  serán  por  el 
Banco  y  su  producto  se  aplicará  á  los  gastos  de  recibo,  cus- 
todia, conservación  y  reparación  tle  las  oficinas  y  propiedades 
salitreras  á  que  tenga  que  atender  el  Gobierno,  abonándose 
á  este  el  sobrante,  si  lo  hubiese,  en  la  cuenta  semestral. 

Cuando  los  derechos  recaudados  no  basten  para  cubrir 
los  í^astos  anteriores  se  cargará  su  monto,  de  toda  prefe- 
rencia en  la  cuenta  semestral  de  consignación,  calculándose  al 
cambio  corriente  de  la  fecha  de  los  desembolsos. 

Para  este  fin  y  para  mejor  cuidado  de  las  oficinas  y 
propiedades  salitreras,  así  como  para  el  recibo  y  embarque 
del  salitre,  el  Banco  tendrá  una  agencia  en  Iquique.  Pisagua 
y  ^Mejillones ; 

22,.^  El  Gobierno  podrá  constituir  uno  ó  más  inspectores 
que   examinen   periódicamente   las   oficinas   compradas   y   las 
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que  entreguen  á  los  contratistas  de  elaboración  para  que  vi- 
gilen la  buena  conservación  de  todas  ellas  y  establezcan  en 
este  ramo  las  economías  posibles. 

IV 

Condiciones  generales 

24.^  El  Banco  podrá  constituir  una  Compañía  por  accio- 
nes, para  que  lleve  á  cabo  este  contrato  con  todas  las  obliga- 
ciones que  contrae  y  todos  los  derechos  que  por  el  adquiere; 

25.*  Ya  sea  que  se  forme  la  Compañía  ó  que  el  Banco 
sea  el  único  interesado  en  la  negociación,  constituirá  un  direc- 
torio de  cinco  miembros,  el  cual  tendrá  á  su  cargo  la  adminis- 
tración de  las  salitreras  en  la  costa,  el  cambio  de  los  bonos  y 
el  pago  de  su  servicio. 

El  Gobierno  si  lo  tiene  á  bien,  nombrará  un  interventor 
para  esas  operaciones ; 

26.^  Esta  comisión  tendrá  bajo  sus  órdenes  la  agencia 
de  Iqujque,  y  todas  sus  dependencias,  nombrará  los  empleados 
que  sean  necesarios  en  Lima  y  en  la  provincia  de  Tarapacá, 
y  administrará  el  negocio  en  la  costa,  con  todas  las  mismas  fa- 
cultades que  tiene  ahora  la  delegación  de  los  Bancos  y  gozará 
del  apoyo  de  las  autoridades  en  donde  pudiera  necesitarlo ; 

2y.^  Todos  los  gastos  de  administración  que  sean  hechos 
con  autorización  de  esta  comisión  serán  adelantados  por  el 
Banco  y  se  rebajará  de  los  primeros  productos  netos  del  sa- 
litre. 

28.^  Dicha  comisión  hará  el  canje  de  los  certificados  por 
los  nuevos  bonos,  dará  letras  á  90  días  vista  sobre  Londres 
por  los  intereses  y  amortización,  y  manejará  todo  el  negocio 
de  la  costa,  prestándole  el  Gobierno  todo  apoyo ; 

29.^  El  servicio  de  los  bonos  y  adelantos  por  gastos  de 
que  tratan  los  artículos  anteriores,  sólo  se  hará  por  el  Banco, 
mientras  tenga  el  salitre  suficiente  para  cubrirse  de  ellos  con 
el  producto  de  las  ventas ; 

30.^  En  Panco  cobrará  al  Gobierno  el  interés  fijo  de  6 
])or  ciento  al  año  sobre  todos  sus  adelantos,  tanto  por  los 
hechas  para  el  pago  del  salitre,  como  para  todos  los  demás; 

31.^  Si  llegara  el  caso  de  que  las  ventas  del  salitre  no 
cubriesen  los  adelantos  hechos  por  el  Banco,  los  reembolsará 
3 
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el  Gobierno,  de  otras  entradas  del  Estado  y  no  pedirá  ningún 
otro  adelanto  IVasta  que  el  saldo  de  su  cuenta  sea  definitiva- 
mente cancelado ; 

7,2.^  Este  contrato  durará  cinco  años,  contados  desde  el 
i.°  de  octubre  próximo,  y  á  su  término  el  Gobierno  pagará 
al  Banco  el  saldo  que  le  adeude,  si  lo  hubiere.  Si  al  terminar 
este  plazo,  la  cuenta  corriente  de  la  negociación  arrojara  un 
saldo  á  cargo  del  Gobierno,  el  presente  contrato  subsistirá 
hasta  que  el  Banco  quede  reembolsado  por  completo; 

33-^  Quedan  especialmente  hipotecadas  al  cuniplimiento 
de  las  obligaciones  que  por  este  contrato  contrae  el  Gobierno, 
todas  las  oficinas,  propiedades  y  terrenos  salitrales  que  ac- 
tualmente ó  que  en  adelante  sean  de  su  pertenencia  en  la  pro* 
vincia  de  Tarapacá,  reconociéndose  como  hipoteca  anterior  y 
privilegiada  la  pactada  en  las  escrituras  de  compra-venta  de 
las  salitreras ; 

34.*  Este  contrato  y  el  de  sociedad  que  pueda  celebrarse, 
para  llevarlo  á  efecto,  quedarán  exentos  del  impuesto  de  tim- 
bres. 

Estas  son,  Excmo.  señor,  las  bases  que  someto  á  la  deli- 
beración de  V.  E.  y  como  son  Jas  más  ventajosas  que  pueden 
ofrecerse,   espero  que  merecerán  la  aceptación  de  V.   E. 

Para  ello: 

A  V.  E.  respetuosamente  pido  se  digne  aceptar  la  pro- 
puesta del  Banco,  en  los  ténninos  indicados. 

Lima,  10  de  julio  de  1878. 

Manuel  Hoscoso  Melgar. 


Lima.  13  de  julio  de  1878. 

Vista  la  propuesta  (|ue  antecede  heclia  por  úon  Manuel 
Moscoso  Melgar,  Gerente  del  Banco  de  "La  Providencia", 
para  la  consignación  y  administración  del  salitre,  servicio  de 
los  certificados  (|ue  se  expidan  para  el  pago  de  las  salitreras 
conforme  á  la  ley  de  28  de  agosto  de  1875  y  provisión  de 
fondos  para  la  conclusión  de  obras  públicas;  oído  el  voto  de) 
consejo  de  ministros; 
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Se  resuelve : 

Acéptase  la  expresada  propuesta  con  las  modificaciones 
siguientes:  i.*  La  responsabilidad  del  Gobierno  para  el  exce- 
so en  el  flete  á  que  se  refiere  la  cláusula  6.^,  sólo  tendrá  lugar 
cuando  execeda  de  dos  libras  1 5  chelines ;  2.*  Las  mensualida- 
des de  sesenta  mil  libras  esterlinas  consignadas  en  la  cláu- 
sula 10.'',  deberán  principiar  á  entregarse  el  i.°  de  agosto  pró- 
.>:imo;  3.*  La  cláusula  16.*  debe  modificarse  en  citanto  al  mo- 
do de  hacerse  la  amortización  que  deberá  ser  por  propuestas,  y 
en  cuanto  á  la  fecha  en  que  debe  principiarse  el  pago  de  los 
intereses  y  la  primera  amortización  que  deberá  ser  el  primero 
de  octubre  próximo  para  los  intereses  y  para  la  amortización 
el  1°  de  enero  de  1879 ;  4.''  La  cláusula  25.*  debe  contener  que : 
Las  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  de  este  contrato 
se  decidirán  por  los  tribunales  de  la  República  y  conforme  á 
sus  leyes,  sea  el  Banco  ú  otra  Compañia  el  obligado  á  cum- 
plirlo; 5.*  En  la  cláusula  2y  se  agregará:  Los  gastos  de  ad- 
ministración á  que  se  refiere  esta  cláusula  no  podrán  exceder 
de  los  que  en  la  actualidad  se  hacen  por  la  delegación  de  lo: 
Bancos  asociados ;  debiendo  hacerse  aún  en  estos  las  econo- 
mías que  el  Gobierno  considere  convenientes ;  6.^  En  la  cláu- 
sula 30.°  debe  agregarse :  Y  abonará  al  Gobierno  el  mismo  in- 
terés por  las  cantidades  que  figiuen  en  su  haber. 

Regístrese  y  pase  á  la  dirección  de  rentas,  para  su  cum- 
plimiento, y  para  que  mande  extender  la  escritura  respectiva, 
previa  aceptación  de  los  interesados. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Barinaga. 


II 

Las  gestiones  en  Chile 

Habiéndose  apoderado  el  Gobierno  de  Chile  de  los  sali- 
tres que  debieron  entregarse  á  la  Compañía;  habiéndola  pri- 
vado de  los  bienes  que  había  recibido  en  prenda  y  hallán- 
dose en  posesión  de  las  salitreras,  consideró  la  Compañía 
que  Chile  era  responsable,  como  detentador  de  la  cosa  hi- 
potecada, por  las  sumas  de  que  la  Compañía  estaba  en  des- 
cubierto como  resultado  de  sus  adelantos. 

El  principio  de  derecho  invocado  por  la  Compañía  ha 
sido  reconocido  por  Chile  en  casos  idénticos. 

El  Perú  había  contraído  varias  deudas  con  la  garantía 
de  los  bienes  que,  á  consecuencia  de  la  guerra  de  1879,  pasa- 
ron al  dominio  de  Chile,  las  cuales  fueron: 

Bonos  emitidos  en  Londres  para  construcción  de  ferro- 
carriles y  demás  gastos  del  Estado  y  adelantos  hechos  por 
los  contratistas  para  la  venta  del  guano,  todo  garantizado 
con  los  productos  de  ese  abono. 

Certificados  salitreros  emitidos  en  I.ima  para  la  compra 
de  establecimientos  y  terrenos  salitreros. 

Adelantos  de  la  Compañía  Salitrera,  á  que  se  refiere  la 
presente  exposición. 

El  Gobierno  de  Chile  entregó  á  los  acreedores  sustenta- 
dos con  la  garantía  del  guano  algo  más  de  1,200.000  libras, 
producto  total  del  guano  que  vendió  y  que  había  recibido  y, 
además,  les  concedió  la  exportación  de  las  guaneras  por  ocho 
años. 

Una  parte  de  los  tenedores  de  certificados  salitreros,  que 
representaban  aproximadamente  10.000.000  de  ,soles,  acep- 
tó en  pago  las  salitreras  ofrecidas  por  el  Gobierno,  y  á  los 
que  no  aceptaron  esa  forma  de  pago  les  entregó  £  105  poi- 
cada certificado  de  1000  soles.  ' 


El  derecho  de  la  Compañía  no  era  menos  claro  que  el  de 
estos  acreedores.  Tenía  hipoteca  sobre  los  terrenos  y  estable- 
cmientos  salitreros  y,  además  se  le  había  dado  en  adminis- 
tración esas  propiedades,  con  derecho  de  recibir  y  vender 
los  salitres  que  debía  aplicar  al  reembolso  de  sus  adelantos, 
preeminencias  que  no  disfrutaba  ninguno  de  los  demás  acree- 
dores del  Perú,  respecto  de  su  gar'antía. 

La  Compañía,  con  el  perfecto  derecho  que  todo  acreedor 
tiene,  segain  el  derecho  civil  é  internacional  de  dirigir  su  ac- 
ción contra  el  poseedor  de  las  cosas  afectas,  con  gravamen 
real,  al  pago  de  su  crédito,  se  dirigió  pues  á  Chile,  reclaman- 
do el  pago.  Inició  la  gestión  de  1892,  pues  para  formularla 
tuvo  que  esperar  que  se  practicara  la  liquidación  de  sus  cuen- 
tas por  el  Tribunal  competente  y  que  se  normalizara  la  si- 
tuación creada  en  Chile  por  los  acontecimientos  de  1891.  El 
Gobierno  de  Chile  declaró  en  1893  que  el  asunto  era  conten- 
cioso y  debía  ventilarse  ante  los  Tribunales  de  Justicia. 

A  ellos  acudió  la  Compañía  el  11  de  noviembre  de  1893, 
En  1897  el  juicio  se  hallaba  aún  en  estado  de  que  el  Fiscal 
contestase  el  escrito  de  réplica,  habiendo  sido  vanos  los  es- 
fuerzos de  la  Compañía  para  acelerar  el  procedimiento. 

Como  el  Gobierno,  durante  los  años  trascurridos  desde 
que  fué  iniciada  la  demanda,  había  celebrado  arreglos  direc- 
tos con  los  interesados  para  el  pago  de  las  demás  reclamacio- 
nes ix)r  créditos  peruanos,  en  22  de  diciembre  de  1898  la 
Compañía  hizo  al  Gobierno  una  propuesta  de  transacción.  El 
Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  señor  Vial  Recabarren,  oído  en  el 
asunto,  declaró  que  el  Gobierno  celebrando  un  arreglo  direc- 
to con  la  Compañía  Salitrera  sería  lógico  con  los  procedi- 
mientos ado^ptados  en  casos  análogos.  A  pesar  de  este  infor- 
me el  Gobierno  pidió  otro  al  nuevo  Fiscal  señor  Rodríguez 
que  opinó  en  contra  de  la  transacción.  La  opinión  del  consejo 
de  defensa  fiscal  fué  también  adversa. 

Entonces  la  Compañía  propuso  que  la  reclamación  se 
sometiese  al  fallo  de  un  tribunal  arbitral. 

En  el  contrato  ''ad  referendum"  sometido  á  la  aproba- 
ción del  Congreso,  el  Supremo  Gobierno  aceptó  la  idea  del 
Tribunal  Arbitral,  formado  por  tres  jurisconsultos  chilenos, 
con  condición  de  que  la  sentencia,  caso  de  imponer  gravamen 
al  Estado,  fuera  elevada  en  consulta  á  la  Corte  Suprema  y 
exigiendo,  además,  que  la  reclamación  de  £  817,000  quedase 
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reducida  á  £  320,000,  importe  del  valor  del  salitre  que  había 
ingresado  en  arcas  fiscales. 

La  Compañía  aceptó  todas  las  condiciones  impuestas 
por  el  Gobierno,  esperando  que  de  esa  manera  terminaría  al 
fin  la  tramitación  de  un  asunto  que  se  prolongaba  por  más  de 
doce  años. 

No  fué  posible  conseguir,  sin  embargo,  llevar  adelante 
estos  propósitos  y  el  proceso  continuó  ante  los  Tribunales  de 
Justicia.  .  ^ . 

La  Corte  Suprema  de  Santiago  ha  fallado  recientemente 
el  pleito  declarando  infundada  la  demanda  de  la  Compañía. 

Dice,  en  resumen,  la  sentencia : 

La  demanda  tuvo  por  objeto  que  se  declarara:  i.° — Que 
el  Fisco  debe  pagar  á  la  Compañía  £  817,157  de  capital  ó 
su  equivalente  en  moneda  chilena  y  los  intereses  respectivos 
conforme  á  las  cuentas  liquidadas  y  aprobadas  por  el  Tribu- 
nal Mayor  de  Cuentas  del  Perú;  2° — Que  debe  pagar  asi- 
mismo los  daños  y  perjuicios  inferidos  á  la  Compañía  por  la 
ruptura  del  contrato  de  16  de  julio  de  1878.  En  el  escrito  de 
réplica  el  representante  de  la  Compañía  modificó  la  deman- 
da para  pedir,  no  ya  el  pago  de  una  suma  determinada,  sino 
''que  se  declarasen  válidos  y  subsistentes  los  derechos  reales 
que  dimanan  del  contrato  celebrado  por  la  Compañía  con  el 
Gobierno  del  Perú,  y  que  ella  conserva  y  puede  ejercitar  en 
contra  del  poseedor  actual  de  la  propiedad  todos  los  dere- 
chos de  acreedor  hipotecario,  anticrético  y  consignatario  del 
salitre  y  Tas  salitreras  á  c|ue  se  refiere  dicho  contrato,  estando 
obligado  el  Gobierno  de  Chile  á  respetarlo  ó  á  pagar  las  in- 
demnizaciones correspondientes  á  su  infracción." 

El  Fiscal  aceptó  esta  modificación  de  la  demanda,  mani- 
festando que  el  rechazo  de  la  demanda  en  los  términos  gene- 
rales y  abstractos  en  que  aparece  planteada,  cerrará  por  com- 
pleto la  puerta  á  toda  otra  nueva  pretensión  que  la  Compa- 
ñía demandante  intente  sostener  contra  el  Fisco  chileno 
apoyada  en  el  contrato  de  1878.  En  consecuencia,  dice  el  fa- 
llo, debe  considerarse  abandonada  la  primera  petición  de  la 
demanda  para  que  se  declare  que  el  fisco  debe  pagar  la  can- 
tidad de  £  817.157,  resultado  de  la  liquidación  del  Tribunal 
de  Cuentas. 

Aduce  luego  la  sentencia  las  siguientes  razones : 

El  Gobierno  de  Chile  no  está  obligado  á  cumplir  el  con- 
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trato  de  1878,  porque  no  intervino  en  su  celebración,  ni  el 
tratado  de  Ancón  hace  siquiera  mención  de  dicho  contrato, 
no  obstante  de  que  en  ese  tratado,  se  especificaron  las  res-^ 
ponsabilidades  que  contraía  Chile  con  motivo  de  la  paz  con 
el  Peni  y  de  la  cesión  de  la  provincia  de  Tarapacá. 

El  contrato  de  1878  caducó  por  el  estado  de  guerra  que 
puso  al  Gobierno  Peruano  y  á  la  Compañía  Salitrera  en  la  im- 
posibilidad de  ejecutarlo,  ocupí^da  como  fué  en  1879  la  pro- 
vincia de  Tarapaoá  por  las  fuerzas  del  ejército  de  Chile. 

El  tratado  de  Ancón  no  alteró  la  situación  que  se  había 
producido  con  motivo  de  la  guerra,  pasando,  por  el  contra- 
rio, esa  provincia  al  dominio  de  Chile;  y  aún  suponiendo  que 
en  la  fecha  de  la  celebración  de  ese  pacto  internacional  sub- 
sistiera todavía  el  contrato  del  78,  su  caducidad  se  habría 
producido  por  el  hecho  mismo  de  la  cesión  perpetua  é  incon- 
dicional á  Chile  de  la  provincia  indicada,  desde  que  por  vo- 
luntad del  mismo  Gobierno  del  Peni,  desaparecían  la  base 
y  fundamento  del  contrato  y  el  objeto  primodial  que  los  con- 
tratista tuvieron  en  mira  al  celebrarlo. 

El  contrato  de  1878  había  llegado  á  su  terminación  na- 
tural por  haber  espirado  el  plazo  de  su  duración,  antes  de  que 
se  pactara  entre  ambas  naciones  la  cesión  incondicional  de 
Tarapacá. 

En  la  hipótesis  de  que  el  i.°  de  octubre  de  1883,  fecha 
en  que  expiró  el  plazo  de  cinco  años  señ'alado  para  la  dura- 
ción del  contrato  de  1878,  se  hubiese  comprobado  la  existen- 
cia de  determinado  saldo  contra  el  Gobierno  del  Perú,  como 
resultado  de  la  liquidación  del  contrato,  no  sería  ese  un  mo- 
tivo para  que  el  Gobierno  del  Chile  se  viese  obligado  á  reco- 
nocer la  subsistencia  de  la  mencionada  convención,  porcfue  el 
saldo  referido  habría  quedado  á  la  expiración  de  los  cinco 
años  en  la  condición  de  un  crédito  que  la  Compañía  Salitrera 
habría  podido  exigir  de  la  entidad  con  quien  contrató,  ó  sea 
del  Gobierno  del  Perú,  y  que  éste  habría  podido  pagar  en  la 
forma  indicada  en  la  cláusula  31.^  del  contrato,  esto  es,  con 
otras  entradas  de  la  nación  ó  de  un  modo  directo  conforme 
á  la  primera  parte  de  la  cláusula  32.^;  pero  en  ningún  caso  el 
Gobierno  de  Chile,  en  virtud  de  lo  pactado  de  un  modo  ter- 
minante en  la  cláusula  8.^  del  tratado  de  Ancón,  en  la  cual 
se   estipuló  que : 

''El  Gobierno  de  Chile  no  reconoce  crédito  de  ninguna 


clase  que  afecten  á  los  nuevos  territorios  que  adquiere  por  el 
presente  tratado,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza  y  proce- 
dencia" ;  cláusula  que  sólo  exceptuó  á  los  acreedores  del  Pe- 
rú á  que  se  refiere  el  artículo  4.°  del  mismo  tratado  y  las  obli- 
gaciones aceptadas  por  el  Gobierno  de  Chile,  en  el  decreto 
de  28  de  mayo  de  1882,  que  reglamentó  la  propiedad  salitre- 
ra de  Tarapacá. 

Los  tratados  no  sólo  obligan  á  los  Gobiernos,  sino  tam- 
bién á  los  subditos  de  las  naciones  contratantes,  y  en  conse- 
cuencia no  es  aceptable  la  razón  que  alega  la  Compañía  de- 
mandante que  es  peruana,  de  que  no  le  afectan  las  estipula- 
ciones del  tratado  de  Ancón,  por  no  haberle  cabido  ingeren- 
cia en  su  celebración. 

Del  contrato  de  1878  no  deriva  en  favor  de  la  Compañía 
derecho  alguno  de  dominio  sobre  el  territorio  que  fué  objeto 
de  la  cesión  á  Chile,  ni  aún  sobre  el  salitre  mismo,  el  cual 
continuaba  como  propiedad  exclusiva  del  Gobierno  del  Peni, 
hasta  el  momento  de  su  venta  por  la  Compañía  comisionista. 

Aún  en  la  hipótesis  de  que  la  hipoteca  á  que  se  refiere 
la  cláusula  32.^  del  contrato  de  1878  se  hubiera  constituido 
en  forma  correcta  lo  que  no  parece  que  se  haya  efectuado 
porque  no  se  inscribió  en  el  oficio  de  hipotecas  correspondien- 
te ni  se  expresó  la  determinada  suma  á  que  se  extendía  el 
gravamen,  la  hipoteca  indicada  no  habría  podido  subsistir 
después  de  las  estipulaciones  2.^  y  8.^  del  tratado  de  Ancón. 

La  ocupación  de  la  provincia  de  Tarapacá  por  fuerzas 
del  ejército  chileno  y  de  las  salitreras  de  esa  región  en  1879, 
lo  que  impidió  á  la  Compañía  seguir  ejecutando  el  contrato 
de  1878,  y  la  venta  del  salitre  elaborado  hasta  por  un  valor 
de  libras  321,925  que  hizo  el  Gobierno  de  Chile  no  pueden 
tener  el  carácter  de  violatorios  de  un  contrato  en  que  ningu- 
na participación  había  cabido  al  expresado  Gobierno;  y  por 
lo  demás,  tanto  la  ocupación  de  las  salitreras  por  fuerzas 
chilenas  como  la  venta  del  salitre  perteneciente  al  Gobierno 
del  Pem,  fueron  actos  perfectamente  legítimos,  autorizados 
por  las  necesidades  de  la  guerra  y  permitidos  por  las  reglas 
del  derecho  internacional  y  de  las  cuales  ningún  beligerante 
podría  hacerse  responsable. 

Tales  son,  suscintamente  expuestas,  las  razones  aducidas 
por  la  Corte  Suprema  de  Santiago  para  declarar  que  no  hay 
lugar  á  la  demanda  de  la  Compañía. 
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Es  inútil  liacer  los  comentarios  que  flnyen  de  su  lectura. 

Diez  y  seis  años  duró  el  juicio  promovido  por  la  Com- 
pañía ante  los  Tribunales  de  la  República  Chilena,  ocasio- 
nando á  la  Compañía  cuantiosos  gastos.  Estas  gestiones  no 
fueron  ignoradas  por  el  Gobierno  del  Perú ;  antes  bien,  les 
prestó  su  apoyo  en  más  de  una  ocasión.  En  mayo  2  de  1887, 
el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  doctor  Cesáreo  Cha- 
caltana,  á  instancias  de  la  Compañía,  dirigió  un  oficio  á  nues- 
tro plenipontenciario  en  Erancia.  señor  Carlos  E.  Candamo, 
manifestándole,  que  Chile,  había  hecho  en  un  protocolo  con  el 
Gobierno  de  Italia,  la  formal  declaración  de  que  dicho  Go- 
bierno asumía  la  responsabilidad  de  abonar  los  certificados 
salitreros  emitidos  por  el  nuestro  antes  de  la  guerra;  y  en  esa 
virtud  llamaba  la  atención  al  indicado  plenipontenciario  "so- 
bre la  Compañía  Salitrera  del  Perú,  poseedora  de  un  fuerte 
crédito  por  hipoteca  de  los  yacimientos  de  salitre,  cuyo  ori- 
gen y  legalidad  son  de  toda  justicia,  como  se  impondrá  US. 
por  los  folletos  y  recortes  impresos  que  acompaño  al  presen- 
te despacho.  Conviene  ])ues,  que  con  toda  prudencia  y  saga- 
cidad que  la  naturaleza  del  negocio  demanda,  manifieste  US. 

á  la  casa de  la  que  el   Gobierno   de  Chile,   según  se 

asegura,  solicita  un  empréstito  para  el  pago  de  todos  los 
certificados  salitreros,  le  haga  saber  la  existencia  de  este  cré- 
dito, con  tanta  mayor  razón  cuanto  que  dicha  casa  exige 
como  condición  indispensable  para  efectuar  el  préstamo,  que 
ciueden  libres  de  toda  hipoteca  las  salitreras  que  la  victoria 
ha  hecho  pasar  al  dominio  de  Chile.'* 

En  4  de  febrero  de  1890,  el  señor  don  Manuel  Irigoyen, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  se  dirigió  á  nuestro  minis- 
tro en  Chile,  doctor  don  Manuel  Alvarez  Calderón,  dicien- 
dole  lo  siguiente: 

''El  Presidente  de  la  Compañía  Salitrera  del  Peni,  don 
Pedro  Correa  y  Santiago,  ha  solicitado  la  protección  del 
Gobierno,  á  fin  de  hacer  efectiva  una  reclamación  que  va  á 
iniciar  en  aquella  república  y  mientras  emprende  su  viaje, 
lo  representará  el  Secretario  de  la  Comisión  don  Vicente  Hol- 
guín,  quien  saldrá  próximamente  para  Valparaíso.  Según 
los  informes  que  he  recibido  la  Compañía  se  subrogó  al  Ban- 
co "La  Providencia",  en  el  contrato  que  éste  ajustó  con  el 
Gobierno,  en  13  de  junio  de  1878,  sobre  consignación  del  sa- 
litre y  servicio  de  los  certificados  salitreros,  con  hipoteca  le- 
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gal  y  expresa  de  las  oficinas,  propiedades  y  terrenos  salitre- 
ros de  la  provincia  de  Tarapacá.  Liquidadas  las  cuentas  y 
juzgadas  por  el  Tribunal  respectivo,  fué  reconocido  el  saldo 
de  libras  817,160.  17.10  á  favor  de  la  mencionada  Compa- 
ñía, más  los  intereses  á  razón  del  6  por  ciento  anual ;  todo  lo 
que  ella  va  á  reclamar  del  Gobierno  de  Chile,  así  como  el 
valor  del  salitre  de  su  propiedad  que  le  fué  expropiado  en 
Iquique,  antes  de  firmarse  el  tratado  de  paz.  Para  fundar 
su  reclamación,  alega  la  Compañía  Salitrera  ser  acreedor  hi- 
potecario y  cjue,  según  el  código  civil  chileno,  tiene  derecho 
de  perseguir  la  cosa  hipotecada  cualquiera  que  sea  el  posee- 
dor y  el  título  con  cpie  la  haya  adquirido.  No  acepta,  por 
otra  parte,  la  intervención  del  Poder  Judicial  para  solucionar 
este  asunto,  porque  el  tratado  de  paz  establece  en  el  artículo 
8.°  que,  fuera  de  las  obligaciones  espontáneamente  aceptadas 
en  el  decreto  que  reglamentó  la  propiedad  salitrera,  Chile  no 
reconoce  créditos  de  ninguna  clase;  y  este  artículo  no  puede 
ser  modificado  por  los  Tribunales  de  Justicia,  sino  por  el 
Supremo  Gobierno,  que  es  el  que  tiene  el  derecho  y  el  poder 
de  interpretarlo  en  su  verdadero  sentido,  como  ya  lo  hizo  en 
el  caso  de  los  certificados  salitreros  que  fueron  en  parte  pa- 
gados por  Chile,  á  pesar  de  lo  establecido  en  el  tratado  de 
Ancón.  De  lo  que  dejo  expuesto  resultan  en  concepto  del 
presidente  de  la  Compañía,  dos  hechos:  1°  que  la  Compa- 
ñía Salitrera  tenía  hipotecados  expresa  y  legalmente  los  te- 
rrenos salitreros  de  Tarapacá;  y  2.°  que  la  hipoteca  no  ha 
sido  cancelada,  lo  cual  le  da  justo  título  para  perseguirla. 
En  vista  de  lo  expuesto  y  siendo  Peruana  la  Compañía  Sa- 
litrera, y  teniendo,  además,  participación  en  ella,  entre  gran 
número  de  extranjeros,  algunos  Peruanos  también,  el  Gobier- 
no no  debe  negarle  su  protección.  Puede  US.,  en  conse- 
cuencia prestársela  confidencial  y  oficiosamente " 

De  los  libros  de  actas  del  Directorio  de  la  Compañía 
(acta  de  29  de  agosto  de  1895)  consta  que  en  1895  el  Go- 
bierno del  Perú  dio  nuevos  pasos  en  apoyo  de  la  reclama- 
ción de  la  Compañía  pues  allí  consta  que  el  Gerente  dio  cuen- 
ta de  haber  obtenido  del  señor  Candamo,  Presidente  de  la 
Junta  de  Gobierno,  que  se  recomendara  al  señor  Lira,  minis- 
tro de  Chile,  la  transacción  de  la  reclamación  de  la  Compa- 
ñía Salitrera  ante  el  Gobierno  de  aquella  república. 

La  responsabilidad  de  Chile,  como  poseedor  de  las  pro- 
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piedades  liipotccadas  al  crédito  de  la  Compañía,  no  puede 
discutirse,  en  el  terreno  de  la  justicia  y  del  derecho  interna- 
cional, como  lo  demostró  ampliamente  la  defensa  de  la  Com- 
pañía durante  el  litigio.  Ex  explicable,  sin  embargo,  que  ante 
los  Tribunales  chilenos  no  prevalecieran  razones  de  ese  or- 
den. La  Corte  de  Santiago  se  atuvo  al  tenor  literal  del  trata- 
do de  Ancón  que  exoneraba  á  Chile  del  reconocimiento  de 
las  deudas  existentes  sobre  el  territorio  de  Tarapacá. 

No  se  ocultaba  al  Gobierno  del  Perú  que  la  negativa 
de  Chile  á  realizar  el  pago,  obligaría  á  la  Compañía  á  re- 
petir contra  el  Perú,  pues  se  trataba  ante  todo  de  una  deuda 
de  nuestro  Gobierno  y  la  hipoteca  de  Tarapacá  era  sólo  un 
pacto  de  garantía  y  si  no  podía  hacerse  efectivo  no  afectaba 
la  subsistencia  de  la  obligación  principal  á  carg'o  directo  del 
Perú.  ¡      I      El  .;.; 

Tampoco  la  Compañía  entendió  nunca,  ni  podía  enten- 
der, ([ue  su  acción  contra  el  deudor  principal,  el  Perú,  po- 
día perjudicarse  en  lo  menor,  por  el  hecho  de  solicitar  el 
pago  primeramente  á  Chile.  Y  así  cuando  se  tuvo  la  esperan- 
za de  llegar  en  Chile  á  una  transacción  por  la  cual  se  reem- 
bolsase parcialmente  el  crédito  demandado,  tuvo  cuidado  la 
Compañía  de  dar  instrucciones  á  su  representante  en  San- 
tiago, señor  Waldo  Grana,  para  que  el  documento  de  cance- 
lación dejase  á  salvo  el  derecho  de  la  Compañía,  á  fin  de 
reclamar  del  Gobierno  del  Perú  el  saldo  que  quedase  insoluto. 
En  el  acta  de  la  sesión  del  Directorio  de  19  de  octubre  de 
1895,  consta  que  se  acordó  pedir  informe  al  abogado  de  la 
Compañía  ''sobre  la  forma  que  podía  darse  en  Santiago  á 
la  irresponsabilidad  de  aquel  Gobierno,  si  sólo  se  hiciese  una 
transacción  por  el  valor  del  salitre  tomado  por  Chile,  para 
poder  reclamar  del  Perú,  por  el  saldo  de  lo  que  adeuda  á  la 
Compañía."  Y  en  el  acta  de  7  de  diciembre,  del  mismo  año, 
se  lee :  "Dióse  cuenta  del  informe  del  abogado  doctor  don 
Luis  Felipe  Villarán  que  se  relaciona  con  la  forma  del  pro- 
yecto de  cancelación,  si  la  Compañía  obtuviera  del  Gobierno 
de  Chile  una  suma  inferior  á  la  que  reclama  aquella,  para  que 
pueda  siempre  ocurrir  contra  quien  convenga  por  el  saldo 
del  crédito  de  la  Compañía.  El  señor  Presidente  manifestó 
haber  remitido  copia  certificada  de  ese  proyecto  al  señor 
Grana." 
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Desgraciadamente  y  contra  todas  las  previsiones,  se  han 
agotado  estérilmente  las  reclamaciones  ante  el  Congreso,  el 
Gobierno  y  los  Tribunales  chilenos. 

El  proceder  de  la  Compañía  no  ha  podido  ser  más  hon- 
rado y  correcto  contra  el  Perú,  cuya  responsabilidad  ha  pro- 
curado, á  todo  evento  salvar. 

Cerrado  así  el  camino  de  toda  justicia  ante  Chile,  se  ha 
visto  obligada  la  Compañía  á  pedir  al  Fisco  Peruano  el  pago 
de  dicho  crédito. 


III 

Gestión  ante  nuestro  Gobierno 

La  Corte  Suprema  de  Santiago,  confirmó,  en  i8  de  agos- 
to de  19 lo,  la  sentencia  de  primera  instancia  adversa  á  la 
demanda  de  la  Compañía. 

Resolvióse  entonces  gestionar  el  pago  ante  nuestro  go- 
bierno. 

El  crédito  de  la  Compañia  no  era  en  el  Perú  un  derecho 
litigioso,  pues  se  hallaba  reconocido  por  sentencia  del  Tri- 
bunal de  Cuentas,  como  se  demuestra  con  los  documentos 
siguientes,  que  corren  en  el  expediente  archivado  en  ese  tri- 
bunal : 

Tribunal  Mayor   de   Ciieutas. 

Lima,  mayo  21  de  1885. 

Señor  Presidente  de  este  Tribunal. 

S.  P. 
Las  cuentas  de  consignación  del  salitre  elaborado  por 
cuenta  del  Gobierno,  y  de  la  compra  y  conservación  de  las  ofi- 
cinas salitreras  y  de  la  cobranza  y  administración  de  los  de- 
rechos de  su  exportación  por  cuenta  de  los  particulares,  todos 
correspondientes  al  período  de  i.°  de  diciembre  de  1880  al 
31  de  igual  m.es  de  1883  se  me  pasaron  el  año  anterior  de  1884 
para  su  examen  y  yo  procedí  inmediatamente  á  verificarlo; 
de  modo  que  cuando  aconteció  el  incendio  de  la  oficina  de  este 
Tribunal  el  6  de  diciembre  de  dicho  año  84,  el  juicio  de  la 
cuenta  organizada  en  expediente  y  en  estado  de  contestación 
á  los  reparos  generales  ya  ampliados  que  se  pasó  á  la  Com- 
pañía Salitrera,  fué  devorado  con  mi  mesa,  juntamente  con 
otras  cuentas  y  documentos,  por  las  llamas  del  incendio.  El 
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incidente  de  no  haber  contestado  la  Compañía  los  reparos  am- 
pliados, ha  dado  lugar  á  que  lo  haya  hecho  últimamente, 
cuando  este  Tribunal  se  hallaba  restablecido.  Y  como  los  re- 
paros ampliados  eran  los  mas  importantes  para  llevar  ade- 
lante el  juicio  hasta  su  fenecimiento,  he  hecho  cuanto  ha  es- 
tado á  mis  alcances  para  que  obtenida  la  contestación,  se  pon- 
gan en  tal  estado  de  claridad  los  puntos  controvertidos,  por 
medio  del  pliego  de  calificación  con  que  acompaño  el  expe- 
diente, á  fin  de  que  la  sala  de  primera  instancia,  que  debe 
pronunciar  el  fallo,  no  encuentre  dificultad  para  hacerlo. 

En  consecuencia  de  lo  expuesto  tengo  la  honra  de  pasar 
á  manos  de  usted  dicho  expediente,  á  fin  de  que  se  sirva 
nombrar  á  los  señores  vocales  que  deben  pronunciar  la  sen- 
tencia que  sea  más  arreglada  á  justicia. 

Dios  guarde  á  US. 

José  M.  Andía. 


SENTENCIA    DEL    TRIBUNAL    DE    CUENTAS 

En  el  juicio  de  la  cuenta  de  la  Compañía  Salitrera  del 
Perú,  encargada  de  la  consignación  del  salitre  elaborado  ó 
comprado  por  cuenta  del  Supremo  Gobierno,  de  la  compra  3^ 
conservación  de  las  oficinas  salitreras  y  de  la  cobranza  y  ad- 
ministración de  los  derechos  de  exportación  de  salitre  veri- 
ficada por  particulares,  cuya  cuenta  abraza  el  tiempo  trascu- 
rrido de  i.°  de  diciembre  de  1880  al  31  de  igual  mes  de 
1883.  Vistos  y  apareciendo: 

1.° — Que  fueron  remitidos,  en  su  oportunidad,  al  direc- 
torio de  esa  Compañía  el  pliego  preliminar  y  el  general  de 
reparos  deducidos  en  ella,  así  como  el  de  ampliación  de  fojas 
.  .  .  . ,  cuya  importancia  para  esclarecer  y  terminar  las  diver- 
sas cuestiones  particulares  del  presente  juicio,  se  hace  palpa- 
ble, por  contener  esencialmente  los  principales  reparos  de  los 
que  figuraban  en  el  pliego  preliminar  y  en  el  general;  docu- 
mentos perdidos  desgraciadamente  en  el  incendio  del  archi- 
vo y  demás  oficinas  del  Tribunal. 

2.° — Que  dichos  pliegos  tuvieron  la  debida  contestación 
del  representante  legal  de  la  citada  Compañía. 
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3-° — Que  ^^  to^lo  lo  posible  se  ha  dado  cumplimiento 
á  la  tramitación  de  este  expediente  y  demás  operaciones  ne- 
cesarias para  la  terminación  de  este  juicio  á  las  disposicio- 
nes legales  respectivas:  y  consideil\ndo :  i."  Que  los  repa- 
ros i.^  5.°,  6°,  7.^  i2.\\t,°,  14.°,  15.°,  i6.^  i;/',  i8..°  y  19.° 
del  citado  pliego  de  ampliación  han  sido  satisfactoria- 
mente contestados  por  dicho  representante  en  las  expli- 
caciones dadas  á  fojas.  .  .  como  lo  fueron  los  reparos  mar- 
cados con  los  números  23,  24,  25,  26  y  2y  de  los  consigna- 
dos en  el  pliego  preliminar  y  que  se  consideraron  después 
en  el  de  ampliación ;  tanto  por  haberse  acompañado  los  com^ 
probantes  y  demás  documentos  exigidos  por  la  naturaleza 
de  ellos,  cuanto*  por  las  pruebas  fundadas  en  que  apoya  sus 
contestaciones  el  citado  representante,  como  lo  reconoce  el 
juez  fiscal  en  el  pliego  de  calificación  de  fojas  10 1,  en  el  cual 
manifiesta,  entre  otras  cosas,  que  queda  reconocido  á  favor 
de  la  Compañía  el  saldo  de  774,452.1015  libras  esterlinas, 
arrojado  por  la  cuenta  cortada  el  30  de  noviembre  de  1880, 
materia  del  reparo  número  i  del  pliego  de  ampliación ;  2.^ 
Que  los  reparos  2.°  y  3.°  del  mismo  pliego  de  ampliación  refe- 
rentes, por  una  parte,  á  cargos  hechos  al  Supremo  Gobierno 
por  valor  cada  uno  de  £  366.13I4,  invertidos  totalmente  en 
cupones  de  certificados  salitreros  el  1°  de  julio  y  i.°  de 
octubre  del  año  yy,  y  relativos,  por  otra  parte,  al  cargo  forma- 
do el  i.°  de  enero  de  1872.  por  valor  de  £  366.1 3 14  y  por  idén- 
tico motivo, debe  declararse  vigente,  conforme  á  la  opinión 
del  juez  fiscal  citado,  pues  si  fueron  pagadas  las  dos  primeras 
cantidades  por  la  delegación  de  los  Bancos  Asociados,  no  se 
reclamaron  en  tiempo  oportuno,  dándose  lugar  á  que  dos 
sentencias  y  una  declaratoria  del  Tribunal  expedidas,  respec- 
tivamente, en  15  de  ma3^o.  30  de  junio  y  7  de  julio  del  año 
próximo  pasado,  dejasen  completamente  fenecidas  las  cuen- 
tas de  la  sociedad  en  que  debió  figurar  ese  doble  cargo  y 
en  cuanto  á  la  tercera  cantidad,  fué  abonada  oportunamente 
según  aparece  de  la  recapitulación  de  la  cuenta  corriente 
semestral  que  la  Compañía  Salitrera  ha  presentado  á  este 
Tribunal;  3.°  Que  igualmente  deben  subsistir  los  reparos  sig- 
nados con  el  números  4,  10  y  11,  por  no  haberse  presentado 
el  comprobante  del  gasto  á  que  se  refiere  el  primero  de  los 
gastos  expresados,  ni  las  cuentas  y  correspondencias  que  ha 
debido  exigirse  á  los  consignatarios  de  la  Compañía  en  Eu- 
5 
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ropa,  ni  la  planilla  de  gastos  á  que  se  refiere  el  1 1  así  como 
el  reparo  que  lleva  el  número  8.  por  pago  indebido  de  £  10.3 

Por  estos  fundamentos,  fallamos:  que  debemos  decla- 
rar, como  lo  hacemos,  fenecidos  en  primera  instancia  el  jui- 
cio de  la  Compañía  Salitrera  del  Peni,  encargada  de  la  consig- 
nación del  salitre  elaljorado  ó  comprado  por  cuenta  del  Su- 
premo Gobierno,  de  la  compra  y  conser\'ación  de  las  oficinas 
salitreras  y  de  la  cobranza  y  administración  de  los  derechos 
de  exportación  del  salitre  verificada  por  ])articulares  durante 
el  tiempo  Trascurrido  de  i.°  de  diciembre  de  1880  á  31  de 
igual  mes  de  1883  >'  representada  ante  estq  Tribunal  por  el 
señor  don  P.  Correa  y  Santiago,  reconociendo  como  absuel- 
to  el  reparo  número  i  del  citado  pliego  de  ampliación  relati- 
vo al  saldo  de  la  cuenta  cortada  de  1880,  que  queda  á  cargo 
del  Supremo  Gobierno  y  á  favor  de  la  Compañía,  y  cuyo 
valor  es  de  £  774,452.1015  así  como  los  reparos  del  mismo  plie- 
go que  llevan  los  números  i,  5,  6,  7,  12,  13,  14,  15,  16,  17, 
18  y  19  y  declarando  vigentes  el  número  2  por  £  733. 6|8; 
el  número  3,  por  £  366.13I4;  el  número  4,  por  £  22.o¡8;  el 
número  8,  por  £  io!3;  ^^  número  9,  por  £  13.3}  10;  el  número 
10,  por  £  26.i2|6;  y  el  11.  por  £  277V10I5:  cuyas  cantidades 
forman  un  cargo  total  contra  la  expresada  Compañía  de  £ 
1.447.7I8,  que  deben  rebajarse  del  que  arroja  esta  cuenta  con- 
tra el  Supremo  Gobierno,  teniéndose  presente,  cuando  se  re- 
forme el  pliego  de  alcances,  que  los  intereses  que  resulten  á 
cargo  del  Supremo  Gobierno  en  esta  cuenta  sólo  se  capitali- 
zarán a  fin  de  cada  año,  conforme  á  las  exigencias  del  juez 
fiscal  y  al  consentimiento  de  dicha  Compañía. — Hágase  sa- 
ber á  quienes  corresponda  y  saqúense  las  copias  de  estilo. — 
Tribunal  Mayor  de  Cuentas. — Lima,   2y  de  junio  de   1885. 

Camilo   Salmón. — Manuel   Carbajal. — José   C.   Maza. 

Dieron  y  pronunciaron  la  sentencia  que  antecede  los  se- 
ñores que  la  suscriben  en  el  día  de  su  fecha,  estando  la  au- 
diencia pública  en  la  sala  de  su  despacho,  siendo  testigos,  el 
IK)rtero  y  conductor  de  pliegos  del  Tribunal ;  por  ante  mí,  de 
que  doy  fé. — José  Jimeno,  Secretario  de  Cámara. 

En  la  fecha  de  la  sentencia  c[ue  antecede,  hice  saber  su 
contenido  fá  las  doce  del  día)  á  don  Pedro  Correa  y  San- 
tiago en  su  persona,  é  impuesto  de  su  contenido,  firmó  por  ante 
mí :  de  que  doy  fé. — Firmado :  Correa  y  Santiago. — Jiineno. 

En  Lima,  julio   31    del  corriente  año,  á  las  cuatro  de 
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la  tarde,  hice  saber  la  sentencia  de  la  vuelta  al  señor  Juez 
Fiscal  don  José  ]\íaría  Andia.  en  su  persona,  firmó;  de  que 
doy  f é. — A n día. — Jimeno. 

En  Lima,  agosto  i.°  del  corriente  año,  á  la  una  del  día, 
hice  saber  la  sentencia  de  la  vuelta  al  señor  Fiscal  del  Tribu- 
nal don  Francisco  Iriarte,  en  su  persona.  Firmó,  de  que  doy 
f  é. — Iriarte. — Jimeno . 

Lima,  setiembre  2y  de  1887. — Recibido  en  la  fecha  del 
contador  don  José  María  Andía,  y  estando  ejecutoriada  la 
sentencia,  archívese  este  expediente. — Ángulo. 

Liquidación  de  los  alcances  declarados  á  favor  y  á  cargo 
del  Supremo  Gobierno  en  las  sentencias  de  primera  instancia 
de  15  de  marzo  de  1884  y  ^^  segunda  instancia  de  30  de  ju- 
nio del  mismo  año,  en  el  juicio  de  las  cuentas  de  recepción  y 
conservación  de  las  oficinas  salitreras,  rendida  por  la  dele- 
gación de  los  Bancos  Asociados  por  el  tiempo  comprendido 
entre  el  mes  de  marzo  de  1876  y  el  31  de  diciembre  de  1877; 
y  en  la  de  primera  instancia  de  2^  de  junio  del  año  próximo  pa- 
sado en  el  juicio  de  las  cuentas  de  la  Compañía  Salitrera  del 
Perú,  que  se  había  sustituido  á  la  citada  delegación  en  todas 
sus  obligaciones  y  derechos  por  el  i>eríodo  de  i.°  de  setiem- 
bre de  1880  al  31  de  igual  mes  de  1883. 

DEBE 
El  Supremo  Gobierno  á  la  Compañía  Salitrera  del  Pe- 
rú por  sus  alcances  al  31  de  diciembre  de  1880  según  el  fa- 
llo   de    la  Sala    de    Primera    Instancia    en    27  de  junio    de 

1885 .•    •    •    ;  ^756,846.  8/1 1 

A  intereses  sobre  dicho  capi- 
tal hasta  fin  de   1881    .    .  30.273.14/  9 


£787.120.  3/  8 


A  intereses  sobre  la  suma 
anterior  hasta  31  de  di- 
ciembre de  1882 47-227, 


£834.347-  3/10 


A  intereses  sobre  la  suma 
anterior  hasta  31  de  di- 
ciembre de  1883 50,060.13/  4 


£884,407.17/  2 
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Por  los  alcances  declarados  á  favor  del  Supremo  Go- 
bierno y  á  cargo  de  la  Delegación  de  los  Bancos  Asociados 
en  la  sentencia  de  15  de  marzo  de  1884  que  fué  confirmada 
en  2.*  Instancia  en  30  de  junio  de  del  mismo  año  y  según 
la  declaración  de  la  Sala  de  2.*  Instancia  de  7  de  julio  si- 
guiente   £34.702.11/  2 

Intereses  de  un  año  de  dicho 
capital,  hasta  31  de  di- 
ciembre de  1878 2,082.  3/  I 


£36,784.14/  3 
Intereses  de  un  año  de  dicho 
capital,    hasta    31     de    di- 
ciembre de  1879 2,207.   1/  ^ 


^38,991-15/11 
Intereses  de  un  año  de  dicho 
capital,    hasta    31    de    di- 
ciembre de  1880 2,339.10/  2 


£41,331.  6/  I 
Intereses  de  un  año  de  dicho 
capital,    hasta    31     de    di- 
ciembre de  1 88 1 2,479.17/  7 


£43,811.  3/  8 
Intereses  de  un  año  de  dicho 
capital,    hasta    31     de    di- 
ciembre de  1882 2,628.13/  5 


£46,439.17/   I 
Intereses  de  dicho  capital  du- 
rante un  año,  hasta  31  de 
diciembre  de  1883  ....        2,786  7/10     £  49,226.  4/11 


Por  alcances  declarados  en 
la  sentencia  de  i.*  Instan- 
cia de  2"/  de  junio  de  1885       1,449.  7/  8 

Intereses  sobre  el  capital  an- 
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terior  hasta  31  de  diciem- 
bre de  1881 86.19/  3 

£    1,536.  6/1 1 
Intereses  sobre  el  capital  an- 
terior hasta  31  de  diciem- 
bre de  1882 92.  3/  7 

£    1.628.T0/  6 
Intereses  sobre  el  capital  an- 
terior hasta  31  de  diciem- 
bre de  1883 97- 14/  ^  1,726.  4/  8 

p  

Por  valor  de  qq.  49,902.74 
libras  de  salitre  existente 
á  cargo  de  la  Compañía  en 
30  de  noviembre  de  1880 
según  el  memorándum  pre- 
sentado por  ella 13,656.   1/8 

Por  intereses  de  este  capital 
en  un  año,  hasta  31  de  di- 
ciembre de  1881 '     845.19/  6 

£  14,502.     /  9 
Por  intereses  de  este  capital 
en  un  año,  hasta  31  de  di- 
ciembre de  1882 870.  2/  5 

í  15.372.  3/  2 
Por  intereses  de  este  capital 
en  un  año,  hasta  31  de  di- 
ciembre de  1883 922.  6/  7        16,294.  9/  9 


TOTAL   ...   £    67,246.19/  4 
Saldo  líquido  á  favor  de  la 
Compañía     Salitrera     del 
Perú 817,160.17/10 

£884,407.17/  2 

Lima,  enero  5  de  1886. 

José  María  4^ndia. 
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Lima,  agosto  31  de  1885. — Cúmplase  y  pnblíquese  la 
sentencia  que  en  copia  se  acompaña,  prounciada  por  el  Tri- 
bunal Mayor  de  Cuentas  en  uso  de  sus  atribuciones,  en  el 
juicio  de  la  cuenta  de  la  Compañía  Salitrera  del  Perú  del 
i.°  de  diciembre  de  1880  á  31  de  igual  mes  de  1883. — Comu- 
niqúese y  regístrese. — Rúbrica  de  S.   E. — Galup. 


La  gestión  pendiente  se  inició  con  el  siguiente  recurso: 

Fxcelentisimo   señor : 

Pablo  La  Rosa,  Presidente  del  Directorio  de  la  Compa- 
ñía Salitrera  del  Perú,  á  V.  E.  digo :  que  al  cederse  á  la  Re- 
pública de  Chile  el  territorio  de  Tarapacá,  la  Compañía  que 
represento  era  acreedora  del  Gobierno  del  Perú  por  ocho- 
cientas diez  y  siete  mil,  ciento  cincuenta  y  siete  libras  esterli- 
nas, como  consta  de  la  liquidación  formulada  por  el  Tribu- 
nal Mayor  de  Cuentas  que  acompaño. 

Desde  entonces,  la  Compañía  ha  procurado  por  todos  los 
medios,  formas  y  gestiones  que  han  estado  á  su  alcance  con- 
seguir el  pago  de  ese  saldo  y  sus  intereses  del  fisco  de  Chile. 

Agotadas  las  reclamaciones  directas  ante  el  Congreso  y 
Gobierno  chilenos,  se  vio  la  Compañía  impelida  á  acudir 
á  los  Tribunales  de  Justicia  de  Santiago  y  éstos  han  declarado 
sin  lugar  la  demanda  que  se  interpuso,  en  los  términos  y  por 
los  fundamentos  que  aparecen  de  la  sentencia  acompañada 
en  copia. 

Cerrado  así  el  camino  de  toda  reclamación  ante  Chile, 
la  Compañía  se  ve  obligada,  muy  á  su  pesar,  á  pedir  á  V.  E. 
el  pago  de  su  crédito. 

Aparte  de  la  justicia  que  la  ampara  en  esta  petición,  de- 
be V.  E.  tener  en  cuenta  que  la  Compañía  ha  hecho  toda  cla- 
se de  esfuerzos,  que  ha  puesto  en  juego  toda  especie  de  recur- 
sos y  que  ha  desembolsado  cuantiosas  sumas  de  dinero  para 
librar  al  Perú  del  pago  de  la  deuda. 

El  proceder  de  la  Compañía  no  ha  podido  ser  más  hon- 
rado y  correcto  para  con  el  Perú,  cuya  responsabilidad  ha 
procurado  á  todo  evento  salvar. 

Los  derechos  de  la  Compañía  Salitrera  del  Perú  y  su 
crédito  tienen  el  siguiente  origen : 
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El  28  de  mayo  de  1875,  el  Congreso  del  Perú  dictó  una 
ley  que  autorizó  al  Poder  Ejecutivo  para  adquirir  terrenos 
y  establecimientos  salitreros  de  la  provincia  de  Tarapacá,  pa- 
ra celebrar  los  contratos  convenientes  de  elaboración  y  venta 
de  salitre  y  para  que,  con  garantía  de  los  establecimientos 
que  comprase  y  demás  terrenos  pertenecientes  al  Estado  en 
aquella  provincia,  tomara  en  préstamo  los  fondos  precisos 
para  hacer  efectivas  las  disposiciones  de  esa  ley. 

En  virtud  de  lo  que  ella  dispuso,  el  Gobierno  del  Perú 
adquirió  casi  todas  las  oficinas  de  elaboración  y  terrenos  sa- 
litreros de  propiedad  particular,  y  él  y  sus  representantes  ce- 
lebraron contratos  con  diversas  personas  para  elaborar  el  sa- 
litre en  los  establecimientos  que  el  Estado  había  adquirido. 

En  16  de  julio  de  1878,  el  Gobierno  del  Perú,  usando  de 
las  facultades  que  la  expresada  ley  le  concedía,  celebró  un 
contrato  con  el  Banco  "La  Providencia",  transferido  pocos 
días  después,  con  consentimiento  del  Gobierno,  á  la  Compa- 
ñía Salitrera  del  Perú,  para  la  administración  de  las  salitre- 
ras, recaudación  del  impuesto  de  exportación,  venta  del  sali- 
tre y  provisión  de  fondos.  Este  contrato,  cuyo  testimonio 
acompaño,  debió  durar  cinco  años  y  establecía  las  siguientes 
obligaciones  y  derechos : 

Los  contratistas  se  obligaban : 

A  adelantar  al  Gobierno  del  Perú,  á  cuenta  de  los  pro- 
ductos del  salitre  que  se  elaborase  para  el  Estado  y  de  los  de- 
rechos de  exportación  que  pagaría  el  salitre  de  los  particula- 
res, £  60,000  mensuales  hasta  el  completo  de  seis  mensuali- 
dades, después  de  las  cuales  debería  seguir  pagando  £  20,000 
al  mes. 

A  pagar  lo  que  el  Gobierno  adeudaba  á  los  Bancos  por 
préstamos  anteriores  para  la  adquisición  de  salitreras. 

A  adelantar  trimestralmente  los  fondos  necesarios  para 
el  servicio  de  intereses  y  amortización  de  los  certificados  sa- 
litreros, representativos  del  precio  adeudado  á  los  antiguos 
propietarios. 

Por  su  parte,  el  Gobierno  del  Perú  se  obligaba : 

A  entregar  á  la  Compañía  todo  el  salitre  que  se  elabora- 
se por  cuenta  del  Estado,  sin  excepción  alguna,  encargándola 
exclusivamente  de  la  venta,  para  que  aplicase  el  producto  á 
la  cancelación  de  sus  adelantos  v  comisiones. 
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A  encargar  con  el  mismo  objeto  á  la  Compañía  la  re- 
caudación de  los  derechos  de  exportación  del  salitre  elaborado 
por  particulares. 

Cuando  el  ejército  de  Chile  ocupó  militarmente  la  pro- 
vincia de  Tarapacá,  el  Gobierno  chileno  desconoció  el  con- 
trato celebrado  entre  el  Gobierno  chileno  y  la  Compañía;  la 
despojó  de  las  salitreras  que  se  hallaban  en  su  poder;  le  im- 
pidió hacer  efectiva  la  recaudación  de  los  derechos  de  expor- 
tación y  obligó  á  los  elaboradores  de  salitre  á  que  entregasen 
á  los  agentes  del  Gobierno  de  Chile  el  que,  confonne  al  con- 
trato, debían  entregar  á  la  Compañía. 

Así  se  vio  privada  la  Compañía  Salitrera  de  los  recur- 
sos que  el  Perú  le  había  entregado  para  el  reembolso  de  sus 
adelantos. 

La  Compañía  Salitrera  había  adelantado  al  Gobierno 
del  Perú,  según  la  memoria  del  Ministro  de  Hacienda  presen- 
tada al  Congreso  de  1879,  £  1.138,262.  5d. 

Como  á  consecuencia  de  la  guerra  suspendió  la  Compa- 
ñía los  adelantos  que  hacía  al  Gobierno,  su  saldo  no  continuó 
creciendo,  y  antes  bien,  llegó  á  reducirse  con  el  abono  del 
producto  de  los  cargamentos  de  salitre  que  se  hallaban  em- 
barcados. Ese  saldo  fué  reconocido  en  la  liquidación  que  prac- 
ticó el  Tribunal  Mayor  de  Cuentas  conforme  á  la  sentencia 
de  2^  de  junio  de  1885,  recaída  en  las  cuentas  de  la  Compañía 
y  alcanza  al  31  de  diciembre  de  1883  á  £  817.157. 

La  cláusula  30.^  del  contrato  celebrado  entre  el  Gobierno 
y  la  Compañía  establece  el  interés  de  6  por  ciento  sobre  el 
saldo  y  la  sentencia  del  Tribunal  manda  capitalizarlo  anual- 
mente. 

Calculando  la  deuda  en  esta  forma  hasta  el  31  de  diciembre 
de  1909,  asciende  á  tres  millones,  setecientas  diez  y  siete  mil, 
quinientas  setenta  y  siete  libras  esterlinas    (£   3.717.577.) 

La  demora  de  la  Compañía  para  presentarse  ante  V.  E. 
en  la  forma  que  lo  hace  hoy,  se  explica  por  el  tiempo  que  han 
demandado  las  gestiones  y  juicio  iniciados  para  la  reclama- 
ción á  Chile,  circunstancia  que  lejos  de  dañar  á  la  Compañía, 
la  favorece,  puesto  que  revela  su  propósito  de  librar  al  Perú 
de  esa  responsabilidad. 

Fueron,  además,  constantes  las  gestiones  de  la  Compa- 
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ñia  cerca  de  V.  E.  para  conseguir  su  apoyo  en  la  reclamación, 
pero  todo  ha  sido  desgraciadamente  infructuoso  y  la  respon- 
sabilidad de  la  deuda  pesa  hoy,  íntegramente,  sobre  el  Fisco 
peruano. 

Lima,  26  de  noviembre  de  19 10. 
Excelentísimo  señor : 

por  la  Compañía  Salitrera  del  Perú 
Pahlo  La  Rosa 

Presidente 


INFORME    DEL    DIRECTOR    DEL    CRÉDITO    PUBLICO 

La  Compañía  Salitrera  del  Perú  reclama  el  pago  de 
£  3.717.577,  como  resultado  de  la  liquidación  del  contrato  que 
en  16  de  julio  de  1878  celebró  el  Supremo  Gobierno  con  el 
Banco  ''La  Providencia"  para  la  administración  de  las  sali- 
treras, recaudación  del  impuesto  de  exportación,  venta  del  sa- 
litre y  provisión  de  fondos,  contrato  transferido  pocos  días 
después  á  dicha  Compañía.  Esta  suma  comprende  £  817.157, 
que  fué  el  saldo  á  favor  de  la  Compañía  deducido  por  senten- 
cia del  Tribunal  de  Cuentas  del  2y  de  julio  de  1885,  en  el 
examen  de  las  rendidas  por  ella  del  i.°  de  diciembre  de  1880 
al  31  de  igual  mes  de  1883,  y  £  2.900.420  por  intereses  al  6 
por  ciento  capitalizados  anualmente  del  i.°  de  enero  de  18S4 
al  31  de  diciembre  de  1909. 

La  Compañía  Salitrera  no  ha  reclamado  en  ninguna  de 
las  dos  oportunidades  que  dieron  las  leyes  de  12  de  junio  de 
1889  y  17  de  diciembre  de  1898,  dejando  pasar  los  plazos  que 
éstas  señalaron,  por  haber  estado  demandando  el  pago  al  Go- 
bierno de  Chile.  Este  hecho  que  justificaría  en  todo  caso  la 
omisión,  y  los  términos  explícitos  en  que  ha  concebido  la  re- 
clamación que  hace  á  V.  E.,  están  probando  que  en  su  concep- 
to la  obligación  debe  ser  satisfecha  en  las  condiciones  estipu- 
ladas en  el  contrato. 

No  podría,  por  lo  mismo,  apreciarse  esta  reclamación 
con  el  criterio  que  señalan  las  leyes  de  12  de  junio  de  1889 
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y  17  de  diciembre  de  1898,  sino  en  el  caso  de  que  la  Com- 
pañía se  hubiese  sometido  á  las  condiciones  de  estas  leyes 
que  han  modificado  esencialmente  los  contratos  de  esa  natu- 
raleza, en  cuanto  á  la  forma  de  pago  y  estipulación  de  inte- 
reses ;  ni  tampoco  aceptarla  en  los  términos  en  que  está  con- 
cebida, porque  ello  impondría  al  Estado  obligación  nueva, 
no  prevista  en  la  ley  y  cuyo  reconocimiento  corresponde  al 
Poder  Legislativo,  según  el  inciso  7.°  del  artículo  59  de  la 
Constitución. 

Por  lo  expuesto,  esta  dirección  es  de  parecer  que  debe 
remitirse  la  reclamación  de  la  Compañía  Salitrera  del  Perú 
al  conocimiento  de  las  Cámaras  Legislativas;  salvo  mejor 
acuerdo. 

Lima,  23  de  diciembre  de  19 10. 

F.  A.  Castañeda. 


Excelentísimo  señor : 

Pablo  La  Rosa,  Presidente  del  Directorio  de  la  Compa- 
ñía Salitrera  del  Perú,  ante  V.  E.  digo:  que  he  tomado  co- 
nocimiento del  dictamen  del  señor  Director  del  Crédito  Pú- 
blico, en  que  opina  que  la  reclamación  de  la  Compañía  debe 
remitirse  á  las  Cámaras  Legislativas. 

Manifiesta  al  señor  Director  que  la  Compañía  Salitrera 
no  ha  reclamado  en  ninguna  de  las  dos  oportunidades  que 
dieron  las  leyes  de  deuda  interna  de  12  de  junio  de  1889  y 
17  de  diciembre  de  1898,  dejando  pasar  los  plazos  que  éstas 
señalaron  por  haber  estado  demandando  el  pago  al  Gobierno 
de  Chile.  Efectivamente  la  Compañía  dirigió  su  demanda 
contra  ese  país,  deseando  obtener  el  pago  de  su  crédito  sin 
gravamen  para  el  Fisco  peruano,  y  este  procedimienta  fué 
adoptado  con  acuerdo  de  nuestro  Gobierno,  pues  en  varias 
oportunidades  se  solicitó  y  obtuvo  el  apoyo  de  la  cancillería 
para  las  gestiones  ante  los  poderes  públicos  chilenos. 

No  era  posible,  porque  habría  dañado  el  éxito  de  esas 
gestiones,  ocurrir  ante  el  Gobierno  del  Perú,  á  la  vez  que  se 
sustentaba  en  Chile  la  responsabilidad  de  ese  país. 
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Reconociendo  el  señor  Director  del  Crédito  Público  la 
fuerza  de  estos  hechos,  y  haciendo  justicia  á  la  actitud  de  la 
Compañía,  declara  que  su  omisión  en  reclamar  dentro  de 
los  plazos  de  las  leyes  de  1889  y  1898  está  justificada,  admi- 
tiendo así  que  esa  omisión  no  sería  un  obstáculo  para  pagar 
el  crédito  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de  aquellas  leyes. 

Hace  constar  también  el  señor  Director  que  los  términos 
en  que  está  concebida  la  reclamación,  revelan  que  la  Compañía 
pretende  ser  pagada  en  las  condiciones  estipuladas  en  su  con- 
tratcf,  y  que  no  se  ha  sometido  á  las  leyes  sobre  deuda  inter- 
na en  cuanto  á  la  forma  de  pago  de  la  deuda  y  sus  intereses ; 
por  cuyos  motivos  considera  que  no  podría  juzgarse  la  recla- 
mación con  el  criterio  de  las  leyes  citadas. 

En  vista  de  estas  declaraciones  del  señor  Director  infor- 
mante, debo  hacer  presente  á  V.  E.  que  si  el  Supremo  Gobier- 
no, de  acuerdo  con  el  dictamen  expresado,  considerase 
expedita  la  cancelación  en  deuda  interna  del  crédito  de  la 
Compañía  y  estuviese  llano  á  pagarlo  íntegramente  en  esa 
forma,  la  Compañía  por  su  parte,  aceptaría  el  pago  en 
títulos  de  aquella  deuda.  La  Compañía  se  decide  á  este  alla- 
namiento, á  fin  de  llegar  á  un  término  en  la  larguísima  ges- 
tión que  data  de  más  de  treinta  años,  sostenida  para  obtener 
el  pago  de  su  acreencia  y  comprendiendo,  además,  las  difi.cul- 
tades  que  hallaría  el  Estado  para  cumplir  la  obligación  con- 
traída en  la  forma  estipulada  en  el  contrato. 

Ruego  á  V.  E.  que  al  tiempo  de  resolver  este  asunto, 
se  digne  tener  presente  lo  que  dejo  expuesto. 

Lima,  diciembre  26  de  1910. 

por  la  Compañía  Salitrera  del  Perú 
Pablo  La  Rosa 

Presidente 


NUEVO    INFORME    DEL   DIRECTOR   DEL    CRÉDITO    PUBLICO 

Excmo.  señor: 
El  crédito  de  la  Compañía  Salitrera  del  Perú  proviene 
del  contrato  que  en  16  de  julio  de  1878  celebró  el  Supremo 
Gobierno  con  el  Banco  "La  Providencia"  para  la  administra- 
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ción  de  las  salitreras,  recaudación  del  impuesto  de  exporta- 
ción, venta  del  salitre  y  provisión  de  fondos,  contratos  transfe- 
rido pocos  días  después  á  la  Compañía  anónima  de  aquella 
denominación. 

La  Compañía  Salitrera  del  Perú  reclama  el  pago  de 
£  3.717,577,  estando  dispuesta  á  aceptar  esta  suma  en  valores 
de  deuda  interna,  ó  sea  en  títulos  de  deuda  amortizable  que 
creó  la  ley  de  17  de  diciembre  de  1898. 

Esta  reclamación  es  aceptable  en  principio,  puesto  que 
se  refiere  á  crédito  especialmiente  comprendido  en  la  ley  de 
17  de  diciembre  de  1898:  pero  la  Compañía,  al  liquidarla, 
ha  incurrido  en  dos  errores,  que  implican  un  exceso  de  £ 
2. 1 67.01 5. 1 29,  que  es  fácil  demostrar. 

El  Tribunal  de  Cuentas,  por  sentencia  de  2.^  de  julio 
de  1885,  reconoció  á  favor  de  la  Compañía  un  saldo  de 
£  81 7. 160. 1 71,  incluyendo  intereses  de  6  por  ciento,  conforme 
al  contrato  de  16  de  julio  de  1878,  capitalizados  anualmente, 
hasta  el  31  de  diciembre  de  1883.  De  este  antecedente  se  ha 
partido  para  computar  intereses  en  la  misma  forma  desde  el 
año  de  1884. 

Tal  capitalización  de  intereses  es  contraria  á  la  clara 
y  terminante  disposición  de  la  ley  civil  que  exige  convenio 
que  conste  por  escrito  (artículo  1823)  ;  y  como  en  el  contrato 
no  existe  pacto  al  respecto,  ni  se  deduce  de  acto  alguno  pos- 
terior, es  indudable  que  la  sentencia  del  Tribunal  de  Cuentas 
en  este  punto,  contiene  infracción  legal  que  no  puede  ser  in- 
vocada como  precedente  para  fundar  posteriores  infracciones ; 
mucho  menos  si  se  tiene  en  cuenta  que  de  los  términos  del 
considerando  respectivo  se  deduce  que  ella  no  resuelve  ni 
dispone  tal  capitalización  de  intereses  para  lo  posterior  á  la 
fecha  en  que  fué  expedida. 

Siendo  esto  de  evidencia  incontestable,  la  Compañía  no 
puede  exigir  legalmente  capitalización  de  intereses. 

La  ley  de  17  de  dicieml3re  de  1898  dice  en  el  artículo  2.°, 
que  los  créditos  que  enumera  en  el  artículo  i.^  serán  liquida- 
dos sin  intereses,  con  las  únicas  excepciones  que  en  seguida 
señala,  que  no  comprenden  á  los  créditos  provenientes  de  sen- 
tencias del  Tribunal  de  Cuentas. 

Según  esta  terminante  disposición,  la  reclamación  de  la 
Compañía  Salitrera  tampoco  tendría  derecho  á  intereses  con 
posterioridad  al  año   1883,  en  que  la  cuenta  fué  liquidada; 
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pero  esa  interpretación  de  la  ley  seria  contraria  á  la  equidad 
y  la  justicia,  al  principio  sancionado  en  todas  las  legislacio- 
nes de  que  las  leyes  sólo  disponen  para  lo  venidero  y  no  tie- 
nen efecto  retroactivo,  y  á  los  precedentes  establecidas  en  los 
casos  de  contratos  en  que  se  ha  estipulado  intereses. 

Si  en  el  contrato  de  i6  de  julio  de  1878,  cláusula  30.*, 
se  estableció  que  el  Gobierno  pagaría  á  la  Compañía  Salitrera 
6  por  ciento  de  interés  anual,  sobre  el  saldo  que  quedase  adeu- 
dando, hasta  el  día  de  su  cancelación,  es  claro  que  esos  inte- 
reses continuaron  desvengándose  desde  la  fecha  de  la  sen- 
tencia del  Tribunal,  hasta  el  día  en  que  se  expidió  la  ley  de 
17  de  diciembre  de  1898,  que  como  ley  de  consolidación,  de- 
bía producir  los  mismos  efectos  que  una  ley  de  ciuiebra,  ó 
sea  la  suspensión  del  pago  de  intereses ;  pero  de  ninguna  ma- 
nera ha  podido  legislar  sobre  el  pasado,  ni  desrtuir  sus  efectos. 

Por  esta  razón,  la  Compañía  Salitrera  tampoco  tiene  de- 
recho al  6  por  ciento  de  interés  anual,  después  del  17  de  di- 
ciembre de  1898. 

De  las  consideraciones  anteriores  se  duduce  que  esta  re- 
clamación solo  asciende  á  la  cantidad  de    .   £   i. 550.561. 271 


que  se  justifica  así : 

Saldo  deducido  por  el  Tribunal  de  Cuentas 

al  31  de  diciembre  de  1883 £      817,160.171 

Intereses  al  6  por  ciento  al  año  de  enero  de 

1884  á  diciembre  de  1898 £      733401.100 


£   1.55Q.561.271 


Importa  esta  reclamación  en  títulos  de  deuda  amortiza- 
ble  la  cantidad  de  un  millón,  quinientas  cincuenta  mil,  qui- 
nientas sesenta  y  una  libras,  doscientos  setenta  y  un  milési- 
mos. 

Con  lo  expuesto  deja  esta  dirección  cumplida  la  resolu- 
ción de  V.  E.  de  29  de  diciembre  último. 

Lima,  enero  3  de  191 1. 

Excmo.  señor: 

F.  A.  Castañeda. 


-46- 
Excelentísimo  señor : 

Pablo  La  Rosa,  Presidente  del  Directorio  de  la  Compa- 
ñía Salitrera  del  Perú  á  V.  E.  digo :  que  el  señor  Director  del 
Crédito  Público,  al  liquidar  el  crédito  de  la  Compañía,  le  ha 
abonado  solamente  el  interés  simple  de  6  por  ciento  al  año, 
desconociendo  el  indiscutible  derecho  de  la  Compañía  á  la 
capitalización  anual  de  intereses  ordenada  por  la  sentencia 
del  Tribunal  Mayor  de  Cuentas  de  27  de  julio  de  1885. 

La  Compañía  no  puede  aceptar  esa  reducción. 

Siendo  el  Tribunal  de  Cuentas  la  autoridad  suprema  en 
los  asuntos  que  le  competen  conforme  á  la  ley,  ninguna  auto- 
ridad está  facultada  para  revisar  ó  alterar  sus.  decisiones,  lue- 
go que  éstas  queden  ejecutoriadas.  La  sentencia  de  julio  de 
1885  ^s  una  ejecutoria  cuyos  efectos  son  inamovibles,  como 
los  de  un  fallo  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  y  esa  sentencia 
declara  que  tiene  derecho  la  Compañía  Salitrera  á  los  intere- 
ses del  6  por  ciento,  capitalizados  cada  año.  La  tacha  de 
ilegal  que  contra  esta  decisión  formula  el  señor  Director  del 
Crédito  Público,  no  podría  ser  tomada  en  consideración  por 
V.  E.  sin  alterar  las  bases  que  la  administración  de  justicia, 
garantizadas  por  el  artículo  129  de  la  Constitución  del  Estado, 
que  establece  que  ningún  poder  ni  autoridad  puede  avocarse 
causas  pendientes  ante  otro  poder  ó  ante  otra  autoridad,  ni 
sustanciarlas,  ni  hacer  revivir  procesos  fenecidos;  por  el  ar- 
tículo 124  de  la  misma  carta,  según  el  cual  la  justicia  será  ad- 
ministrada por  los  tribunales  y  juzgados  en  el  modo  y  forma 
que  las  leyes  determinen;  por  el  artículo  4.**  del  C.  de  E.  C, 
que  declara  que  el  poder  de  administrar  justicia  es  indepen- 
diente y  no  puede  ejercerse  sino  por  las  personas  señaladas 
en  ese  Código,  y  por  otra  muchas  disposiciones  legales  que 
sería  inútil  citar  extensamente. 

Las  leyes  sobre  deuda  interna,  de  acuerdo  con  todas  las 
demás  leyes  vigentes  que  atribuyen  al  Tribunal  de  Cuentas 
la  decisión  final  en  las  materias  á  que  se  extiende  su  jurisdic- 
ción, ordenan  el  pago  de  créditos  contra  el  estado  que  tengan 
su  apoyo  en  sentencias  de  ese  Tribunal.  Así  la -ley  de  17  de  di- 
ciembre de  1898,  sobre  consolidación  de  la  deuda  pública, 
ordenó  el  pago  de  los  créditos  que  hayan  sido  materia  de  re- 
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solución  legislativa  especial,  de  sentencia  ejecutoriada  de  los 
tribunales  ordinarios  ó  del  Tribunal  de  Cuentas  (artículo  i°, 
inciso  2°) 

No  hay  lugar,  pues,  ante  tan  terminante  disposición,  á  re- 
vivir el  juzgamiento  sobre  el  crédito  de  la  Compañia  Salitre- 
ra, poniendo  objeciones  ó  deduciendo  tachas  contra  la  eje- 
cutoria del  Tribunal  de  Cuentas,  que  ha  mandado  expresa- 
mente abonar  á  la  Compañía  intereses  que  se  capitalizarán 
anualmente. 

Por  otra  parte,  las  leyes  de  deuda  interna  han  ordena- 
do que  los  créditos  de  la  naturaleza  del  de  la  Compañía  Sa- 
litrera se  abonen  con  sus  respectivos  intereses.  El  señor  Di- 
rector del  Crédito,  acatando  en  este  punto  las  referidas  leyes, 
abona  á  la  Compañía  el  interés  del  6  por  ciento  hasta  el  año 
1898.  Si  hay,  pues,  lugar  al  cobro  de  intereses  y  si  existe 
una  sentencia  inamovible  que  determina  el  monto  y  la  manera 
de  computar  esos  intereses,  el  señor  Director  ha  debido  ate- 
nerse para  sus  cálculos  á  la  pauta  invariable  que  esa  senten- 
cia le  señala. 

Si  se  tiene  en  cuenta  la  naturaleza  del  crédito  de  la 
Compañía,  proveniente  de  suministros  en  efectivo  hechos  al 
Gobierno  del  Perú  y  se  consideran,  por  otra  parte,  los  in- 
gentes gastos  y  compromisos  que  la  Compañía  se  ha  visto 
obligada  á  contraer  durante  los  muchísimos  años  que  ha  ges- 
tionado el  cobro  de  su  crédito  ante  el  Gobernó  de  Chile,  la 
prÍA'ación  experimentada  por  los  tenedores  de  bonos  de  la 
Compañía  y  por  los  accionistas  por  espacio  de  mas  de  treinta 
años,  de  las  gruesas  sumas  que  proporcionaron  al  Fisco,  y 
si,  por  último,  se  toma  en  consideración  que  los  intereses  que- 
dan cortados  el  año  de  1898,  conforme  á  la  ley  de  la  materia, 
perdiéndose  así  más  de  doce  años  de  intereses,  y  llegándose, 
por  último,  á  realizar  el  cobro  en  papel  cuyo  valor  ape- 
nas representa  hoy  el  8  por  ciento  de  su  importe  nominal, 
se  comprenderá  fácilmente  que  á  la  Compañía  no  puede  ser- 
le indiferente  que  de  la  suma  relativamente  pequeña  que 
debe  recibir,  se  le  cerc-ene  más  ó  menos  £  400,000  nominales, 
que  es  aproximadamente  la  diferencia  entre  el  saldo  con  in- 
tereses capitalizados  anualmente. 

Pido,  pues,  á  V.  E.  que,  acogiendo  las  fundadas  obser- 
vaciones expuestas  se  digne  resolver  que  el  pago  se  efectúe 
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en  extricta  conformidad  con  la  sentencia  ejecutoriada  del 
Tribunal  de  Cuentas,  ó  sea  capitalizándose  los  intereses  anual- 
mente. 

Lima,  enero  5  de  191 1. 

por  la  Compañía  Salitrera  del  Perú 
Pablo  La  Rosa 

Presidente 


INFORME   DEL    FISCAL   DEL   TRIBUNAL   DE    CUENTAS 

Señor  presidente: 

Don  Pablo  La  Rosa,  asumiendo  la  representación  de  la 
extinguida  Compañía  Salitrera  del  Perú,  en  su  recurso  de  fo- 
jas 58,  afirma  que  al  cederse  á  la  República  de  Chile  el  te- 
rritorio de  Tarapacá,  el  Gobierno  Nacional  le  adeudaba 
817,157  libras  esterlinas,  como  consta  de  la  respectiva  liqui- 
dación formulada  por  el  Tribunal  Mayor  de  Cuentas. 

Manifiesta  el  mencionado  señor  que  para  el  cumplimien- 
to de  la  ley  de  28  de  mayo  de  1875,  po^  ^^  Q^^^  se  autorizó 
al  Ejecutivo  que  adquiriera  terrenos  y  establecimientos  sali- 
treros en  la  provincia  de  Tarapacá  y  para  otros  objetosj. 
celebró  el  Ejecutivo  con  el  Banco  de  ''La  Providencia"  el 
contrato  de  16  de  julio  de  1878,  transferido  á  la  Compañía 
Salitrera,  en  que  se  pactó  la  administración  de  las  Salitre- 
ras, la  recaudación  del  impuesto  de  exportación,  la  venta  del 
salitre  y  provisión  de  fondos,  estipulándose  derechos  y  obli- 
gaciones recíprocos. 

Agrega  que  la  ocupación  militar  de  la  provincia  de  Ta- 
rapacá impidió  el  cumplimiento  del  contrato,  privando  á  la 
Compañía  Salitrera  de  los  recursos  que  el  Perú  le  había  en- 
tregado para  el  reembolso  de  sus  adelantos,  ascendentes  á 
libras  peruanas  £  1.138,262.  cinco  peniques,  según  la  memoria 
del  Ministro  de  Hacienda  presentada  al  Congreso  de  1879, 
cantidad  que  fué  reduciéndose  hasta  817,157  libras,  en  ra- 
zón del  abono  del  producto  de  los  cargamentos  de  salitre  que 
se  hallaban  embarcados  cuando  estalló  la  guerra. 

En  seguida  insinúa  que  ese  saldo  fué  reconocido  en  la 
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liquidación  que  practicó  el  Tribunal  Mayor  de  Cuentas,  con- 
forme á  la  sentencia  de  27  de  junio  de  1885,  recaída  en  las 
cuentas  de  la  Compañía;  y  calculando  el  seis  por  ciento  so- 
bre el  saldo  que  la  sentencia  del  Tribunal  manda  capitalizar 
anualmente,  obtiene  el  monto  de  3.717,577  libras,  que  recla- 
ma del  Fisco  peruano  sobre  quien  dice  pesa  íntegramente  la 
deuda  por  haber  sido  infructuosas  las  gestiones  de  la  Com- 
pañía primero  ante  el  Congreso  y  Gobierno  Chilenos  y  des- 
pués ante  los  Tribunales  de  Justicia  de  Santiago^  que  decla- 
raron sin  lugar  la  demanda  interpuesta,  por  lo  que  no  habien- 
do podido  libertar  de  la  deuda  al  Perú,  cuya  responsabilidad 
ha  procurado  á  todo  evento  salvar,  procede  honrada  y  co- 
rrectamente dirigiendo  contra   él  la   presente  reclamación. 

Se  ha  aparejado  ésta  con  varios  documentos  y  princi- 
palmente con  la  copia  certificada  de  la  sentencia  que  recayó 
en  el  juicio  de  la  cuenta  de  la  Compañía  Salitrera  del  Perú 
por  el  período  corrido  de  i.°  de  diciembre  de  1880  á  31  de 
igual  mes  de  1885,  con  la  liquidación  de  los  alcances  que  prac- 
ticó el  examinador  de  la  cuenta  y  documentos  que  corren  res- 
pectivamente á  fojas  105  y  107. 

Se  acompañaron  después  en  copia  certificada,  varias  ac- 
tas del  Directorio  de  la  titulada  Compañía  Salitrera  y  de  los 
oficios  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú,  en 
los  que  se  recomendaba  al  Ministro  Plenipontenciario  de  este 
país  en  Chile  y  al  acreditado  en  Francia  que  hiciera  gestiones 
confidenciales  en  favor  del  crédito  de  la  Compañía  Salitrera 
contra  Chile. 

El  Director  del  Crédito  Público,  á  quien  se  pidió  informe 
fué  de  parecer  que  se  remitiera  la  reclamación  al  conocimien- 
to de  las  cámaras  legislativas,  por  no  poderse  apreciar  con 
el  criterio  que  señalan  las  leyes  de  12  de  junio  de  1889  y 
17  de  diciembre  de  1898,  a  parte  de  que  se  trata  de  constituir 
una  obligación  nueva,  cuyo  reconocimiento  corresponde  al 
Poder  Legislativo. 

Instruido  el  señor  La  Rosa  del  tenor  del  informe  del 
Director  del  Crédito  Público  se  allana  á  recibir  íntegramente 
en  deuda  interna  el  crédito  de  la  Compañía  Salitrera,  siem- 
pre que  el  Supremo  Gobierno  considere  que  está  expedita  la 
cancelación  en  esa  forma. 

El  Supremo  Gobierno,  por  resolución  de  29  de  diciem- 
bre de  19 10,  sin  pronunciarse  sobre  la  legalidad  de  la  recia- 
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mación,  ha  dispuesto  que  la  Dirección  del  Crédito  Público  pro- 
ceda, conforme  á  las  leyes  y  disposiciones  vigentes,  á  depu- 
rar y  liquidar  la  reclamación  de  la  Compañía  Salitrera. 

En  cumplimiento  de  lo  ordenado  la  Dirección  del  Crédito 
Público,  partiendo  del  valor  de  los  alcances  hasta  el  31  de 
diciembre  de  1885,  ó  sea  de  817,160  libras  171  milésimos, 
ha  computado  intereses  del  6  por  ciento  al  año,  de  enero  de 
1884  á  diciembre  de  1898,  que  dan  733,401  libras  100  milési- 
mos y  agregados  al  capital  importa  la  liquidación  1.550,561 
libras  271  milésimos. 

Como  en  concepto  de  la  sociedad  reclamante,  los  intere- 
ses deben  computarse  capitalizándose  cada  año,  pide  que  el 
pago  se  efectúe  en  esa  forma  especialmente  resuelta  por  la 
sentencia  de  2y  de  junio  de  1885. 

En  este  estado,  se  ha  ordenado  que  informe  el  Tribunal 
Mayor  de  Cuentas;  y  como  al  hacerlo  está  obligado  á  sumi- 
nistrar los  datos  que  se  encuentran  á  su  alcance,  para  que 
asunto  de  esta  gravedad  sea  debidamente  conocido  y  recaiga 
en  él  la  resolución  mas  acertada,  este  ministerio  pasa  á  cum- 
plir su  cometido  procurando  inspirarse  en  la  justcia  y  en  la 
ley. 

La  cantidad  de  £  817.157  que  sirve  de  punto  de  parti- 
da á  la  liquidación  de  la  reclamación  de  la  Compañía  Salitre- 
ra, no  tiene  por  origen  el  que  ella  le  señala.  Supónese  que 
los  adelantos  de  la  Compañía  Salitrera  al  Gobierno  del  Perú 
llegaron  á  libras  1.138,262  libras  esterlinas,  en  razón  de  las 
ventas  de  los  cargamentos  del  salitre  de  Tarapacá  embarca- 
dos en   1879. 

Pero  la  historia  de  ese  saldo  consta  en  resumen  de  la 
sentencia  expedida  por  el  Tribunal  Mayor  de  Cuentas  el  27 
de  junio  de  1885  en  el  juicio  de  la  cuenta  de  la  citada  Com- 
pañía por  el  período  corrido  de  i.°  de  diciembre  de  1880  á 
igual  mes  de  1883. 

En  ella  se  declara: 

I.** — El  reconocimiento  de  la  primera  partida  de  la  cuen- 
ta ó  sea  el  saldo  de  774.452  libras  10  chelines  5  peniques  con 
la  que  se  cortó  por  la  ComJ)añía  Salitrera  la  de  30  de  no- 
viembre de  1880; 

2.° — Que  de  esta  suma  se  debe  rebajar  £  i. 447.7 1 8  por 
cargos  vigentes  contra  la  Compañía  Salitrera;  y 

3.° — Que  se  tenga  presente  cuando  se  forme  el  pliego 
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de  alcances,  que  los  intereses  que  resultan  á  cargo  del  Go- 
bierno en  esta  cuenta,  se  capitalizaron  al  fin  de  cada  año. 

No  se  hizo  por  este  Tribunal  como  allí  se  expresa,  nin- 
guna liquidación  de  cue;ntas  de  la  que  resultara  debiendo  el 
Gobierno  del  Perú  £  817.157.  ..  .á  la  Compañía  Salitrera, 
dado  que  esa  suma  ha  sido  el  resultado  del  reconocimiento 
indebido  del  saldo  de  una  cuenta  anterior,  mas  los  intereses 
capitalizados  al  seis  por  ciento  al  año,  hasta  1885,  fecha  en 
que  se  hizo  el  pliego  de  alcances. 

Lejos  de  adeudarse  £  817,157  á  la  Compañía  Salitrera 
cuando  estalló  la  guerra,  es  posible  que  nada  se  le  debiera  y 
en  rigor  legal  el  Perú  no  está  obligado  por  esa  suma,  porque 
la  Compañía  Salitrera  no  rindió  cuenta  cerrada  al  30  de 
noviembre  de  1880,  de  donde  arranca  el  precitado  alcance  de 
libras  771.452,1015,  que  no  ha  sido  aprobado  por  ninguna 
sentencia  ni  por  acto  gubernativo,  ni  se  deriva  de  liquidación 
general  del  contrato  de  27  de  julio  de  1878,  acto  que  caducó 
desde  que  el  salitre  de  Tarapacá  pasó  al  poder  de  la  nación 
chilena,  sin  haber  podido,  desde  entonces,  lo  pactado  ser  cau- 
sa de  derechos  y  obligaciones. 

Las  afirmaciones  a;nteriores  imponen  ahora  un  ligero 
análisis  del  juicio  de  esa  cuenta  para  que  V.  E.  aprecie  el  al- 
cance de  la  mencionada  sentencia  de  primera  instancia,  co- 
rriente á  fojas   105  del  respectivo  expediente. 

La  Carta  oficial  del  señor  Pedro  Correa  y  Santiago  de 
fojas  2,  nos  informa  de  que  la  mencionada  cuenta  comenzó 
á  juzgarse  el  año  de  1884,  y  que  se  encontraba  en  el  Tribu- 
nal cuando  se  incendió  el  local  y  desaparecieron  todos  los  an- 
tecedentes y  documentos  originales  que  se  habían  entregado 
para  el  glose  de  la  misma.  Acompañó  el  pliego  de  ampliacio- 
nes de  fojas  26  y  la  contestación  de  fojas  35,  con  copias  de 
cuentas  parciales  correspondientes  á  los  años  corridos  de 
1878  á  30  de  noviembre  de  1880;  pero  sin  presentarse  copia 
de  la  cuenta  que  se  dijo  iniciada  junto  con  el  pliego  de  repa- 
ros que  se  dedujo  en  ella  y  de  su  respectiva  contestación. 

No  figura  tampoco  en  el  juicio  el  mandato  del  Presidente 
del  Tribunal  para  que  se  continuara  examinando  una  cuenta 
que  había  desaparecido  entre  las  llamas  del  incendio,  y  sin 
embargo,  el  examinador  señor  vocal  Andía  calificó,  absol- 
viendo á  la  Compañía  Salitrera  del.  reparo  número  i,  por  el 
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saldo  de  £  774.452. io| 5,  que  estimo  oportuno  aparezca  en  es- 
te expediente  en  su  tenor  literal. 

Dice  así :  ''En  la  primera  partida  se  carga  al  Gobierno 
de  £  774,452. io| 5  como  saldo  resultante  de  la  cuenta  anterior. 
No  existiendo  en  el  Tribunal  dicha  cuenta,  ni  encontrándose 
antecedente  alguno  de  que  hubiese  sido  examinado  y  fene- 
cida, se  pidió  que  la  Compañía  la  presentase  para  conocer  y 
calificar  la  naturaleza  de  dicho  saldo.  En  contestación  se  ha 
acompañado  una  copia  de  la  parte  aritmética  de  la  cuenta 
corriente  cortada  el  30  de  noviembre  que  arroja  el  referido 
saldo,  sin  noticia  alguna  de  haber  sido  examinada,  y,  por 
consiguiente,  sin  que  el  fallo  de  este  Tribunal  hubiese  dado 
al  precitado  saldo  de  £  774,452.1015,  el  carácter  de  legali- 
dad que  obligase  á  aceptarlo  como  un  cargo  ineludible.  En 
atención  á  esta  circunstancia,  se  reservjará  esa  suma  para 
considerarla  cuando  la  Compañía  la  presente  apoyada  por  el 
fallo  de  este  Tribunal  que  recaiga  en  la  cuenta  cerrada  el  30 
de  noviembre  de  1880,  quedando  entretanto  deducida  del  car- 
go hecho  al  Gobiernoi." 

La  Compañía  Salitrera,  en  su  contestación,  alega  que 
esa  cuenta  fué  entregada  á  la  Dirección  de  Rentas  en  el  pe- 
ríodo del  gobierno  del  doctor  don  Francisco  García  Calderón, 
hecho  que  aparece  contradicho  á  fojas  96  por  el  oficial  ma- 
yor del  Ministerio  de  Hacienda,  en  oficio  de  9  de  mayo  de 
1885,  corriente  á  fojas  96.  Pudo  haberse  dado  á  la  Dirección 
de  Cuentas  los  datos  concernientes  al  negocio  en  forma  de 
manifiestos  de  la  cuenta,  pero  esto  no  dispensaba  á  la  Compa- 
ñía de  presentar  su  cuenta  organizada  y  completa  en  este 
Tribunal,  que  era  el  único  llamado  á  juzgarla. 

Con  este  criterio,  el  vocal  examinador,  sin  darse  por 
convencido  de  lo  alegado  por  la  Compañía  Salitrera  en  su 
contestación  á  los  reparos,  pasó  á  la  presidencia  de  este  Tri- 
bunal el  oficio  de  11  de  abril  de  1885,  en  el  que  expresaba: 
que  para  continuar  el  juicio  era  indispensable  que  una  copia 
exacta  de  la  cuenta  de  1880  á  1883  obrase  en  el  expediente 
que  se  iba  rehaciendo  para  continuar  el  juicio  hasta  su  feneci- 
miento" ;  y  más  adelante  dijo :  "que  no  se  podía  prescindir 
de  la  misma  cuenta  examinada,  reparada  y  contestada  para 
su  calificación,  pidiendo  en  conclusión  que  se  remitiese  á  este 
Tribunal  la  mencionada  cuenta. 

La  cuenta  jamás  ingresó,  ni  íntegra,  ni  incompleta :  el 
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pliego  de  reparos  3^  la  contestación  que  forma  la  esencia  del 
juicio  no  se  presentaron,  desobedeciendo  los  mandatos  del 
Tribunal  la  Compañía  Salitrera,  y  no  obstante  esto,  el  mismo 
vocal  que  formuló  el  reparo  y  exigió  el  duplicado  de  la  cuen- 
ta, presentó  el  pliego  de  calificación  de  fojas  loi  absolviendo 
á  la  Compañía  Salitrera  del  primer  reparo  hecho  en  la  cuen- 
ta quemada,  esto  es,  dando  como  bueno  el  saldo  tantas  veces 
referido,  que  se  arrastró  de  la  cuenta  cerrada  en  noviembre 
de  1880,  que  nunca  fué  objeto  de  examen  por  este  Tribunal. 

Ese  acto  que  descansaba  en  un  acto  inexplicable  del  vo- 
cal Andía  tuvo  la  fortuna  de  que  se  declarase  válido  á  favor 
de  la  Compañía  Salitrera  y  contra  el  Fisco  en  la  sentencia  de 
primera  instancia  que  sirve  de  fundamento  á  la  reclamación; 
y  ha  sido  tan  desdichada  la  suerte  del  Gobierno,  que  contra  lo 
estipulado  en  la  cláusula  trigésima  del  contrato  de  1878,  se 
condena  al  Fisco  á  abonar,  no  sólo  los  intereses  simples  del 
6  por  ciento,  que  se  habían  estipulado  para  caso  distinto,  sino 
que  se  ha  dispuesto  por  ese  fallo  la  capitalización  de  intereses 
al  fin  de  cada  año.     , 

Contra  esa  sentencia  no  se  ejercitó  recurso  alguno  por 
el  fiscal  de  este  Tribunal  y  se  le  dio  carácter  de  ejecutoria  sin 
haberse  pasado  el  expediente  del  adjunto  al  fiscal,  como  para 
estos  casos  lo  prescribe  el  artículo  458  del  Reglamento  de 
Tribunales. 

Precisa,  por  lo  mismo,  echar  una  ligera  ojeada  sobre 
las  cláusulas  que  se  encarguen  de  este  punto  esencial  de  los 
intereses  de  la  obligación,  fuente  principal  que  se  intenta  ha- 
cer efectiva  por  la  Compañía  Salitrera. 

Para  el  caso  de  la  vigencia  del  contrato,  se  concedió  al 
Banco  de  "La  Providencia"  el  derecho  exclusivo  de  vender 
el  salitre,  cuyo  valor  habrá  de  aplicarse  á  la  cancelación  de  las 
mensualidades  que  debía  adelantar,  á  razón  de  £  60,000  cada 
una,  en  los  primeros  seis  meses,  debiendo  seguir  pagando  á 
su  vencimiento,  £  20,000  al  mes. 

Se  estipularon  otras  cláusulas,  relativas  á  la  adminis- 
tración de  las  propiedades  salitreras,  que  había  comprado  el 
Gobierno  y  al  pago  que  debía  hacer  de  las  deudas  que  tenía 
á  los  otros  Bancos,  hasta  el  30  de  junio  de  1878;  y  se  cuidó, 
muy  especialmente,  de  que  ningún  gasto  que  verificara  el 
Banco  consignatario  dejara  de  reembolsar  con  los  produc- 
tos netos  del  salitre. 
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Establecióse  así,  una  cuenta  corriente  activa,  que  fué  ob- 
jeto de  muchas  cláusulas  del  contrato  y  particularmente  de  la 
29,  relativa  al  servicio  de  los  bonos  y  á  los  adelantos  de  los 
gastos  de  administración,  y  en  virtud  de  la  cual  el  Banco  de 
*'La  Providencia"  ó  la  Compañía  que  formase  no  debía  veri- 
fiscar  desembolso  alguno  mientras  no  tuviese  el  salitre  su- 
ficiente para  cubrirse  de  él  con  el  producto  de  las  ventas. 

Esta  previsión  dio  lugar  á  la  consignación  de  la  cláusu- 
la 30/,  que  facultó  el  Banco  á  cobrar  al  Gobierno  el  interés 
fijo  de  6  por  ciento  al  año  sobre  todos  sus  adelantos,  ya  fue- 
sen para  el  pago  del  salitre,  como  para  cualesquiera  otros,  lo 
que  también  exigía  el  Gobierno  á  su  favor,  en  el  caso  de  que 
inmediatamente  resultase  acreedor. 

No  se  trató,  pues,  del  saldo  final,  á  que  se  contrae  la 
sentencia  de  1885,  sobre  cuenta  de  un  período,  como  fué  el 
corrido  de  diciembre  de  1880  á  igual  mes  de  1883,  cuando 
ya  se  había  extinguido  la  Compañía  Salitrera  por  la  ocupa- 
ción militar  de  la  provincia  de  Tarapacá  en  1879,  po^  ^^  ejér- 
cito chileno,  sino  de  esos  saldos  semestrales  que  iban  resulta- 
tando  de  consignación  y  administración. 

Para  el  posible  saldo  contra  el  Fisco,  en  caso  del  venci- 
miento del  término  de  cinco  años  fijado  para  el  contrato,  no 
se  estatuyó  el  interés  de  6  por  ciento,  sino  que,  por  la  cláu- 
sula 32.^  se  declaraba  su  subsistencia  hasta  que  el  Banco 
quedase  reembolsado  por  completo. 

No  obstante  estas  clarísimas  disposiciones,  por  las  que 
no  se  pactó  intereses,  una  vez  que  se  paralizara  la  cuenta  por 
caso  fortuito,  situación  nueva  que  requería  una  discusión  an- 
te los  Tribunales  de  la  República,  á  quienes  se  sujetaron  las 
partes  contratantes  por  una  de  las  cláusulas  del  pacto,  para 
que  ellos  solucionaran  las  cuestiones  que  pudieran  presentar- 
se; y  á  pesar  de  no  referirse  la  cláusula  30.^  á  los  intereses 
compuestos  del  saldo  activo  de  la  cuenta  corriente,  sino  al 
simple  interés  del  6  por  ciento  al  año,  el  Tribunal  de  Cuentas, 
usurpando  jurisdicción,  resuelve  un  punto  que  el  Gobierno 
no  le  sometió,  reconoce  un  saldo  de  cuentas  sin  haberse  li- 
quidado previamente  la  negociación  de  1878  y  sin  que  se 
hubiera  rehecho  la  cuenta  quemada;  y  continúa  el  juzgamien- 
to sin  encontrarse  en  el  expediente  el  mandato  de  la  presi- 
dencia y  no  habiendo  materia  de  juicio,  desde  que  la  cuenta 
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y  los  pliegos  de  reparos  y  de  contestación  de  los  mismos,  se 
habían  destruido  en  el  incendio  del  archivo  de  este  Tribunal. 

Ante  una  sentencia  que  lleva  en  si  tantas  irregularida- 
des, y  que  en  el  fondo  es  esencialmente  nula,  podría  legalmen- 
te  pedir  el  suscrito  que  se  desechase  la  reclamación,  que  tiene 
por  base  lo  resuelto  en  ella.  Dejándole  su  carácter  de  cosa 
juzgada  prefiere  limitarse,  sin  embargo,  á  hacer  notar  al  Su- 
premo Gobierno,  ejercitando  la  defensa  del  Fisco,  que  ella 
no  puedo  tener  cumplimiento,  en  razón  de  favorecerle  la  pres- 
cripción. I 

Bástame  indicar  que  han  trascurrido  veinticinco  años, 
tres  meses,  veintidós  días,  á  contar  del  tercero  en  que  esa 
sentencia  se  notificó  al  Fiscal  del  Tribunal  ó  sea  desde  el  3 
de  agosto  de  1885,  hasta  el  26  de  noviembre  de  1906  en  que 
se  formuló  la  reclamación  de  la  Compañía  Salitrera,  para  que 
no  produzca  efecto  alguno,  conforme  al  inciso  4.°  del  artículo 
560  del  código  civil,  que  concede  veinte  años  para  el  ejercicio 
de  una  acción  que  nace  de  una  ejecutoria. 

La  prescripción  á  favor  del  Perú  es  absoluta,  no  ha  es- 
tado paralizada  un  solo  instante  por  el  hecho  de  haber  de- 
mandado la  Compañía  Salitrera  al  poseedor  actual  de  la  cosa 
perdida,  que  fué  objeto  de  la  obligación.  Antes  de  combatir 
el  argumento  que  del  ejercicio  de  la  acción  real  deduce  el  re- 
presentante de  la  Compañía  debe  dejarse  constancia  de  que 
ella  no  tuvo  por  objeto  libertar  al  Perú  de  ninguna  responsa- 
bilidad pecuniaria,  ni  que  ella  procedió  jurídicamente. 

La  hipoteca  constituida  fué  el  resultado  de  prudente  pre- 
visión reservándose  la  reclamación  realizada  como  una  arma 
para  el  caso  de  que  se  perdieran  las  salitreras  de  Tarapacá,  en 
razón  de  la  expropiación  de  las  saliteras  y  de  otros  errores 
que  justificaban  ese  temor.  Así  se  explica  que  á  pesar  de  la 
posesión  en  que  se  encontraba  el  Banco  de  "La  Providencia", 
con  quien  se  hizo  el  contrato,  pactara  por  la  cláusula  32.^  hi- 
poteca especial  sobre  todas  las  oficinas,  propiedades  y  terre- 
nos salitreros,  que  entonces  ó  en  adelante  fueran  de  la  perte- 
nencia del  Gobierno  del  Perú  en  la  provincia  de  Tarapacá,  y 
que  se  reconociera  como  hipoteca  anterior  y  privilegiada  la 
pactada  en  las  escrituras  de  compra-venta  de  las  salitreras. 

Hecha  esta  salvedad,  conviene  manifestar  que  no  se  ha 
interrumpido  la  prescripción,  con  el  mismo  texto  de  la  sen- 
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tencia  de  la  Corte  de  Chile,  que  declaró  infundada  la  deman- 
da de  14  de  noviembre  de  1893. 

Al  principio,  ciertamente,  solicitó  que  el  Fisco  chileno  le 
pagase  la  cantidad  de  £  817,157  libras  oro  de  capital,  ó  su 
equivalente  en  moneda  chilena,  más  los  intereses  respectivos, 
conforme  á  las  cuentas  liquidadas  y  aprobadas  por  el  Tribu- 
nal Superior  de  Cuentas  del  Perú,  reclamando  en  la  segTanda 
parte  de  la  demanda  que  igualmente  se  le  pagase  previa  tasa- 
ción pericial,  si  fuere  necesario,  los  daños  y  perjuicios  infe- 
ridos á  la  Compañía  por  la  ruptura  del  contrato  ley  de  16 
de  julio  de  1878.  ; 

Combatida  la  primera  parte  de  la  demanda  por  el  Fiscal 
de  la  Corte  de  Chile,  la  limitó  don  Waldo  Grana  apoderado 
de  la  Compañía,  á  que  se  declarasen  válidos  y  subsistentes  los 
derechos  reales  dimanados  del  contrato  de  1878,  y  que,  según 
dijo,  conserva  y  puede  ejercitar  en  contra  del  poseedor  actual 
de  la  propiedad.  Concretó  la  petición  y  demandó  que  el  Go- 
bierno de  Chile  respetase  el  contrato  que  había  celebrado  con 
el  Gobierno  del  Perú  ó  pagase  ias  indemnizaciones  consiguien- 
tes á  la  infracción. 

Ello  fué  perfectamente  definido  en  el  cuarto  consideran- 
do de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Chile,  adversa  á  la  reclama- 
ción de  la  Compañía  Salitrera,  en  los  siguientes  términos : 
"Que  como  consecuencia  de  los  antecedentes  y  declaraciones 
que  acaban  de  exponerse,  habrá  de  considerarse  definitiva- 
mente desistida  ó  abandonada  por  la  Compañía  la  primera 
petición  de  la  demanda  para  que  se  declare  que  el  fisco  debe 
pagarle  la  cantidad  de  £  817,157,  resultado  de  la  liquidación 
del  contrato  de  16  de  julio  de  1878,  verificada  por  el  Tribu- 
nal Mayor  de  Cuentas  del  Perú,  después  del  tratado  de  An- 
cón, y  que  sólo  han  quedado  subsistentes  como  materia  del 
debate  de  las  partes  y  del  fallo  que  ha  de  pronunciarse,  la  se- 
gunda petición  de  la  demanda  y  las  peticiones  fornauladas  en 
la  réplica  de  la  expresada  Compañía. 

La  Corte  cíiilena,  en  la  sentencia  pronunciada  el  23  de 
noviembre  de  1907,  de  conformidad  con  lo  expuesto  por  el 
fiscal  y  en  el  escrito  de  réplica,  dio  por  desistida  á  la  Compa- 
ñía Salitrera  de  la  primera  petición  de  la  demanda  para  que 
se  declarase  que  el  Fisco  debía  pagar  la  cantidad  de  817,157 
libras  y  sus  intereses;  y  desechó  la  segunda  parte,  relativa 
á  los  derechos  reales  de  anticresis  y  usufructo. 
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Después  de  lo  manifestado,  no  se  puede  sostener  legal- 
mente  que  la  reclamación  del  Perú  por  la  misma  suma,  de 
cuya  responsabilidad  se  libertó  á  Chile,  y  como  consecuencia 
de  un  saldo  que  entonces  y  hoy  se  ha  presentado  como  resul- 
tado de  la  liquidación  del  contrato  de  consignación  de  1878, 
haya  podido  estar  en  suspenso,  en  espera  de  la  sentencia  de 
Chile. 

Se  concibe,  y  es  perfectamente  legal,  que  la  cosa  hipote- 
cada se  reclame  por  la  acción  in  re  del  tercer  poseedor  que  la 
conserve  en  su  poder,  y  también  lo  es  que  si  no  se  hace  efec- 
tiva, subsista  la  acción  personal  que  se  pudo  demandar  al 
Perú. 

Ambas  en  efecto,  han  podido  coexistir,  cobrándose  al  Pe- 
rú el  valor  de  los  alcances  formulados  por  el  vocal  Andia, 
con  un  valor  de  f  817,157,  en  cumplimiento  de  la  sentencia 
de  este  Tribunal,  y  discutiéndose  con  Chile  los  puntos  que 
quedaron  pendientes  en  la  demanda  de  la  Compañía  Salitrera, 
á  saber:  el  i.*",  para  que  se  le  entregasen  las  salitreras  de  la 
provincia  de  Tarapacá,  con  el  fin  de  seguir  administrándolas 
y  vendiendo  el  salitre  por  cuenta  del  Gobierno  de  Chile,  en 
las  mismas  condiciones  que  lo  hizo  en  nombre  del  Perú;  y  el 
2.°,  para  que,  si  no  se  aceptaba  este  extremo,  le  indemnizase 
Chile  los  perjuicios,  como  causante  de  la  ruptura  del  contrato 
de  1878. 

Probado,  pues,  que  las  acciones  examinadas  no  se  emba- 
razan ni  excluyen,  ha  ganado  el  Perú  por  prescripción  lo  que 
debió  desestimar  la  sentencia  de  junio  de  1887,  ^^  observan- 
cia de  la  ley  y  por  el  mérito  del  juicio  en  que  se  pronunció. 

Toca  ahora  á  este  ministerio  estudiar  la  reclamación 
conforme  á  las  leyes  de  deuda  interna. 

El  señor  Director  del  Crédito  Público  me  dispensa  de  la 
tarea,  en  el  informe  que  emitió  á  fojas .  .  . ,  donde  hizo  notar 
que  la  Compañía  Salitrera  no  ha  exigido  el  crédito  reclama- 
do en  ninguna  de  las  dos  oportunidades  que  dieron  las  leyes 
de  12  de  junio  de  1889  y  de  17  de  diciembre  de  1898,  ha- 
biéndose dejado  pasar  los  plazos  que  ella  señala,  de  donde  de- 
dujo que  la  obligación  debió  ser  reclamada  y  satisfecha  en 
las  condiciones  estipuladas  en  el  contrato  y  que  por  consiguien- 
te, la  demanda  no  podía  apreciarse  con  el  criterio  que  preside 
á  los  créditos  de  deuda  interna. 

La  nueva  solicitud  de  fojas ...  de  don  Pablo  La  Rosa, 
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á  nombre  de  la  Compañía  Salitrera,  se  reduce  á  pedir  ínte- 
gramente el  valor  de  su  crédito  en  deuda  pública,  para  poner 
término  á  una  larguísima  gestión  y  comprendiendo — según 
dice — las  dificultades  que  tendría  el  Estado  para  cumplir  la 
obligación  en  la  forma  estipulada  en  el  contrato.  Condona, 
pues,  gran  parte  de  su  crédito  y  somete  al  Ejecutivo  la  base 
de  una  transacción  que  no  conviene  al  fisco,  porque  no  se  tra- 
ta de  cosa  litigiosa,  puesto  que  el  crédito  demandado  está 
extinguido  por  prescripción,  como  ya  lo  be  demostrado. 

Por  otra  parte,  no  es  posible  admitir  la  bipótesis  con- 
templada en  la  propuesta  de  que  el  Supremo  Gobierno  con- 
sidere expedita  la  cancelación  en  deuda  interna,  desde  que  á 
él  no  le  es  peniiitido  alterar  la  naturaleza  de  los  créditos  com- 
prendidos en  las  referidas  leyes  de  12  de  junio  de  1889  y  de 
17  de  diciembre  de  1898,  ni  se  trata  tampoco  de  créditos  que 
puedan  ocasionar  reclamación  diplomática,  circunstancia  pre- 
vista en  el  inciso  2.°  del  artículo  i.°  de  la  ley  de  17  de  di-^ 
ciembre  de  1898,  cuando  menciona  los  créditos  reconocidos 
por  resolución  legislativa  especial. 

Para  ellos,  así  como  para  los  que  provienen  de  sentencia 
ejecutoriada  de  los  Tribunales  ordinarios  ó  del  Tribunal  de 
Cuentas,  se  creó  también  el  papel  de  1898,  bien  entendido 
que  en  la  resolución  legislativa  ó  en  la  sentencia  ejecutoriada, 
se  ha  de  determinar  especialmente  la  obligación  en  deuda  in- 
terna no  pudiendo  haber  sido  la  intención  del  legislador  hacer 
ilusoria  la  prescripción  convirtiendo  las  sentencias  ejecuto- 
riadas para  el  pago  de  créditos  en  oro  ó  plata  que  ya  no  po- 
drían cumplirse  por  haberse  vencido  el  plazo  de  20  años  de 
su  inejecución  en  sentencias  que  produjeran  efecto  en  papel 
de  deuda  pública. 

Cualesquiera  que  hayan  sido  los  anhelos  del  Gobierno  del 
Perú  en  favor  de  la  Compañía  Salitrera  y  las  gestiones  que 
hayan  hechos  sus  ministros  en  el  extranjero  para  que  se  aten- 
diera á  su  demanda,  ello  no  cambia  el  carácter  de  la  que  se 
ha  ejercitado  contra  Chile,  que,  ya  se  ha  dicho,  es  diferente 
de  la  que  se  reclama  al  Perii,  aparte  de  que  los  actos  de  un 
^Ministro  de  Relaciones  Exteriores  en  asuntos  de  esta  clase 
no  entrañan  reconocimiento  de  deuda,  que  se  verifica  por  de- 
creto supremo  emanado  del  ^Ministerio  de  Hacienda. 

Opina,  por  tanto,  el  infrascrito  que  se  ha  extinguido  por 
prescripción  el  crédito  demandado  y  muy  particulamiente  en 
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cuanto  á  los  intereses  liquidados  por  la  Dirección  del  Crédito 
Público  y  que  no  siendo  exigible,  ni  en  libras  esterlinas,  ni 
en  deuda  interna,  debe  declararse  insubsistente  la  liquidación 
hecha  por  la  referida  Dirección  y  denegarse,  en  consecuencia 
la  petición  de  la  Compañía  Salitrera,  en  las  diversas  formas 
en  que  ha  sido  presentada ;  salvo  el  mejor  acuerdo  de  US. 
— Lima,  enero  24  de  191 1. 

Velase  o. 


INFORME  DEL   PRESIDENTE   DEL  TRIBUNAL   MAYOR  DE  CUENTAS 

Excelentísimo  señor : 

La  sentencia  expedida  por  este  Tribunal  el  2y  de  junic 
de  1885,  ^n  ^^  juicio  de  la  cuenta  de  la  Compañía  Salitrera 
del  Perú,  por  el  período  de  i.°  de  diciembre  de  1880  á  igual 
mes  de  1883  y  cuya  copia  certificada  se  inserta  en  este  expe- 
diente, reconoció  un  saldo  á  favor  de  la  Compañía  y  mandó 
que  los  intereses  á  cargo  del  gobierno  se  capitalizaran  al  fin 
de  cada  año. 

En  conformidad  con  dicha  sentencia,  se  hizo  la  liquida- 
ción de  alcances  que  aparece  también  en  la  referida  copia  cer- 
tificada, y  que  arroja  un  saldo  líquido,  al  31  de  diciembre  de 
1883,  de£  817,160.17!  10. 

Hay,  pues,  á  pesar  de  lo  expuesto  por  el  señor  fiscal  en 
su  informe  que  antecede,  una  liquidación  final  de  cuentas  he- 
cha por  el   Tribunal  y  basada   en   sentencia  ejecutoriada. 

Xo  podría  el  suscrito  opinar  que  un  fallo  del  Tribunal, 
legalmente  expedido,  dejase  de  estimarse  como  definitivo  é 
inamovible,  ni  le  parece  aceptable  revivir  el  juzgamiento,  para 
entrar  á  examinar  los  antecedentes  de  la  sentencia  que  le  puso 
término :  sería  contrariar  lo  dispuesto  por  las  leyes  y  por  la 
Constitución  del  Estado  sobre  el  efecto  legal  de  los  procesos 
fenecidos. 

El  informe  que,  en  cumplimiento  de  lo  ordenado  por  V. 
E.,  debe  emitir  este  Tribunal,  no  puede  referirse  á  la  fuerza 
y  legalidad  de  esa  sentencia,  puesto  que  V.  E.,  por  decreto 
de  31  de  agosto  de  1885,  inserto  en  "El  Peruano"  de  13  de 
febrero  de  1886,  lo  mandó  cumplir  y  publicar,  lo  cual  de- 
muestra que,  en  concepto  del  Gobierno  esa  sentencia  no  pue- 
de ser  objetada  ó  revisada. 
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La  prescripción  del  crédito  de  la  Compañía  Salitrera,  que 
el  señor  fiscal  aduce  en  su  dictamen,  no  *es  fundada,  en  con- 
cepto del  infrascrito,  porque  habiendo  este  Tribunal  elevado 
al  Gobierno  la  sentencia  declaratoria  del  crédito,  y  hallán- 
dose vigente  el  decreto  supremo  que  la  mandó  cumplir,  ó  sea 
que  ordenó  el  pago  del  saldo,  no  cabría  alegar  que  el  Go- 
bierno ignoraba  la  existencia  de  ese  crédito,  ni  excusar  su  pa- 
go, apoyándose  en  el  tiempo  trascurrido.  A  esta  consideración 
se  agrega  que  la  Compañía  no  podía  usar  de  medios  legales 
para  exigir  el  pago  al  Supremo  Gobierno,  pues  no  es  permi- 
tido entablar  ejecuciones  judiciales  contra  el  Fisco  ante  los 
Tribunales  de  Justicia. 

Reconocida  la  validez  y  la  vigencia  de  la  sentencia  del  Tri- 
bunal, no  puede  ponerse  en  duda  el  derecho  de  la  Compañía 
Salitrera  para  pedir  que  se  liquide  su  crédito  conforme  á  ella, 
capitalizándose  anualmente  los  intereses  hasta  la  fecha  en 
que  el  Supremo  Gobierno  resuelva  que  le  son  de  abono,  con- 
forme á  las  leyes  de  deuda  interna. 


Lima,  enero  25  de  191 1. 


S.  Olaechea. 


REPLICA   AL    FISCAL   DEL   TRIBUNAL   DE    CUENTAS 

Excelentísimo  señor : 

Pablo  La  Rosa,  Presidente  del  Directorio  de  la  Compa- 
ñía Salitrera  del  Perú,  á  V.  E.  respetuosamente  digo:  que 
una  vez  más  tengo  que  ocurrir  á  V.  E.  para  defender  los  dere- 
chos y  buen  nombre  de  la  Compañía  contra  el  celo  intransi- 
gente de  ciertos  funcionarios  que  para  defender  á  toda  costa 
el  interés  del  Estado,  creen  necesario  sacrificar  los  más  claros 
derechos  de  los  particulares. 

El  señor  Director  del  Crédito  Público  admitió  que  es  le- 
gítimo el  crédito  de  la  Compañía,  fundando  en  la  base  incon- 
trovertible de  una  sentencia  ejecutoriada  del  Tribunal  Ma- 
yor de  Cuentas;  pero  objetó  contra  el  expreso  tenor  de 
esa  sentencia,  el  pago  de  los  intereses  que  ella  reconoce  y  que 
manda  abonar  á  la  Compañía. 
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Ahora  es  el  señor  fiscal  del  Tribunal  de  Cuentas,  quien 
llamado  también  á  dictaminar,  emite  un  largo  informe,  lleno 
de  inexactitudes,  de  contradicciones,  de  afirmaciones  gratuitas, 
de  errores  juridicos,  escrito  en  un  tono  agresivo  contra  la 
Compañia  y  contra  el  Tribunal  y  tendente  á  demostrar  que  esa 
sentencia  ejecutoriada  nada  vale  y  que  la  Compañía  se  halla 
destituida  de  todo  derecho. 

Ante  todo  ¿de  donde  parte  el  señor  fiscal  para  aseverar 
que  el  infrascrito  se  ha  presentado  asumiendo  la  representa- 
ción de  una  Compañía  extinguida?  ¿Conoce  algún  pacto  de 
disolución,  declaratoria  de  quiebra,  sentencia  judicial  ú  otro 
acto  que  haya  puesto  término  á  la  Compañía  Salitrera?  ¿Ig- 
nora que  la  Compañía  tiene  un  Directorio,  celebra  juntas  de 
accionistas  y  viene  funcionando  sin  interrupción  hasta  el  día? 
¿Olvida  que  las  sociedades  civiles  ó  comerciales  tienen  exis- 
tencia legal  y  personería  jurídica,  aunque  dejen  de  hacer  las 
operaciones  de  su  giro,  mientras  no  concluyan  de  pagar  sus 
deudas,  de  cobrar  sus  créditos  y  de  practicar  su  licjuidación  ? 
Rechazo,  pues,  el  cargo  infundado  de  que  pretendo  represen- 
tar á  una  entidad  social  que  se  ha  extinguido. 

Entre  otras  afirmaciones  destruidas  por  los  hechos,  dice 
el  señor  fiscal  que  el  Tribunal  de  Cuentas  no  hizo — como  yo 
he  expresado  á  V.  E. — ninguna  liquidación  de  cuentas  de  la 
que  resultara  debiendo  el  Gobierno  del  Perú  £  817,159  á  la 
Compañía  Salitrera. 

Y  sin  embargo  esa  liquidación  existe.  El  27  de  junio 
de  1885  el  Tribunal  de  Cuentas  sentenció  el  juicio  de  la 
cuenta  de  la  Compañía  y,  como  es  de  ley,  mandó  formar  el 
pliego  de  alcances,  ó  sea  la  liquidación  numérica  de  la  deuda 
reconocida,  conforme  á  las  disposiciones  de  la  sentencia.  El 
vocal  examinador  de  la  cuenta,  señor  José  María  Andía, 
cumpliendo  ese  mandato,  formuló  el  pliego  de  alcances  en 
perfecto  acuerdo  con  el  fallo,  y  dedujo,  como  resultado  de  un 
sencillo  cálculo  aritmético  el  saldo  mencionado  de  £  817,159 
á  favor  de  la  Compañía  hasta  31  de  diciembre  de  1885.  Esa 
liquidación  original  es  la  última  pieza  del  expediente  del  jui- 
cio de  la  cuenta  y  la  he  presentado  á  V.  E.  en  copia  certifi- 
cada legalmente  expedida  por  el  Presidente  del  Tribunal, 
señor  doctor  La  Torre  González. 

La  cita  de  diversas  piezas  de  lo  autos  bastara  igualmente 
para  desvituar  otras  afirmaciones  del  señor  fiscal.  Dice  este 
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funcionario  que  la  Compañía  no  rindió  la  cuenta  cerrada  el 
30  de  noviembre  de  1881,  de  donde  arranca  el  saldo  de 
£  774,52.10.5;  que  este  saldo  no  fué  aprobado  por  ninguna 
sentencia  ni  acto  gubernativo ;  que  á  pesar  de  la  orden  de 
exhibir  esa  cuenta,  la  Compañía  desobedeció  el  mandato  de 
presentación ;  que  tampoco  se  presentaron  el  pliego  de  repa- 
ros ni  la  contestación  á  ellos,  que  forman  la  esencia  del  juicio ; 
que  no  hubo  mandato  para  continuar  examinando  una  cuen- 
ta que  había  desaparecido  en  el  incendio  de  las  oficinas  del 
Tribunal,  y  que  sin  embargo,  tuvo  la  Compañía  "la  fortuna" 
— como  el  señor  fiscal  la  califica — de  que  se  declarase  válido 
el  mencionado  saldo  á  su  favor  y  se  mandase  agregar  á  él 
los  correspondientes  intereses  devengados.  La  sentencia, — 
concluye  el  señor  fiscal — está  llena  de  irregularidades  y  es. 
en  el  fondo,  esencialmente  nula,  y  el  fiscal  podría  legalmente 
pedir  que  se  desechase  la  reclamación  que  tiene  por  base  lo 
resuelto  en  ella. 

Una  sola  cosa  demuestran  Excmo.  señor,  todas  estas 
argumentaciones :  que  el  señor  fiscal  ha  olvidado  el  principal 
deber  del  ministerio  público,  que  consiste  en  ser  el  sostén  de 
la  respetabilidad  y  los  fueros  de  las  instituciones  judiciales, 
el  guardián  de  sus  decisiones,  el  protector  de  la  cosa  juzga- 
da. Hace  mas  de  veinticinco  años  el  Tribunal  de  Cuentas  fa- 
lló la  cuenta  de  la  Compañía ;  el  fiscal  notificado  en  forma, 
encontró  la  resolución  justa  y  legal,  y  no  fomiuló  recurso  al- 
guno :  esa  sentencia  quedó  ejecutoriada,  el  Presidente  del  Tri- 
bunal así  lo  declaró  y  mandó  en  consecuencia  archivar  el  ex- 
pediente ;  el  Supremo  Gobierno  noticiado  del  fenecimiento 
del  juicio  decretó  que  la  sentencia  se  publicase  y  se  le  diese 
cumplimiento ;  la  publicación  se  realizó  en  el  periódico  oficial ; 
y  á  pesar  de  todo,  el  señor  fiscal  informante  haciendo  gala 
de  su  severidad  se  dedica  después  de  un  cuarto  de  siglo,  á 
desenterrar  el  proceso,  revivir  y  criticar  la  tramitación  del  ex- 
pediente, compulsar  las  pruebas,  rebatir  los  considerandos 
del  fallo  y  hacer  insinuaciones  dañosas  para  el  prestigio  de 
los  respetables  funcionarios  que  lo  dictaron. 

*Y  lo  más  extraordinario  es  que  á  renglón  seguido  de- 
clara el  señor  fiscal  que  prefiere  ''dejarla  en  su  carácter  de  co- 
sa juzgada''  y  hacer  notar  que  sus  efectos  se  han  extinguido 
por  la  prescripción.  Admite,  pues,  á  la  postre — con  manifies- 
ta contradicción — que  hay  en  este  asunto  una  sentencia  que 
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ha  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  y  siendo  así,  ¿para 
qué  escribe  el  señor  fiscal  varios  pliegos  dedicados  á  acumu- 
lar cargos  superfinos  y  extemporáneos  contra  un  proceso  le- 
galmente  fenecido?  ¿Para  qué  vuelve  atrás  sin  mas  objeto 
que  sembrar  dudas  sobre  la  circunspección  y  honradez  de  la 
Compañía  y  la  justificación  del  Tribunal  á  que  pertenece? 

En  cuanto  á  la  verdad  y  fundamento  de  las  críticas,  po- 
drían excusarme  de  entrar  en  ese  terreno.  Pero  como  el  tex- 
to del  expediente  ofrece  la  demostración  perentoria  de  que 
no  son  verdaderas,  me  permitirá  V.  E.  hacer  con  este  mo- 
tivo algunas  referencias. 

La  destrucción  por  incendio  de  la  cuenta  anterior  á  1880, 
fué  un  hecho  al  que  se  refiere  el  señor  vocal  examinador  en 
los  siguientes  términos,  en  su  oficio  de  21  de  mayo  de  1885 
dirigido  á  la  presidencia  del  Tribunal :  "cuando  aconteció  el 
incendio  de  la  oficina  de  este  Tribunal  el  6  de  diciembre  de 
1884  el  juicio  de  la  cuenta  organizado  en  expediente  y  en  es- 
tado de  contestación  á  los  reparos  generales  ya  ampliados  que 
se  pasaron  á  la  Compañía  Salitrera,  fué  devorado  con  mi 
mesa  juntamente  con  otras  cuentas  y  documentos  por  las  lla- 
mas del  incendio.  El  incidente  de  no  haber  contestado  la  Com- 
pañía los  reparos  ampliados,  ha  dado  lugar  á  cjue  lo  haya 
hecho  últimamente  cuando  este  Tribunal  se  hallaba  restable- 
cido. Y  como  los  reparos  ampliados  eran  los  más  importantes 
para  llevar  adelante  el  juicio  hasta  su  fenecimiento,  he  hecho 
cuanto  ha  estado  á  mi  alcance  para  que  obtenida  la  contesta- 
ción se  pongan  en  tal  estado  de  claridad  los  puntos  controver- 
tidos por  medio  del  pliego  de  calificación  con  que  acompaño 
el  expediente,  á  fin  de  c[ue  la  sala  de  primera  instancia  que 
debe  pronunciar  su  fallo  no  encuentre  dificultad  para  hacerlo." 
La  sala  estimó,  en  efecto,  que  tenía  todos  los  elementos  nece- 
sarios para  juzgar  la  cuenta  y  pronunció  sentencia 

Este  es,  sin  embargo  un  capítulo  de  acusación  contra  el 
Tribunal  por  parte  del  señor  Fiscal  informante.  Parece  que 
en  su  concepto,  el  Tribunal  debió  haber  utilizado  el  incendio 
como  un  procedimiento  expedito  de  cancelación  de  las  ocho- 
cientas mil  libras  que  el  Fisco  adeudaba  á  la  Compañía  Sali- 
trera. 

No  tiene  derecho  el  señor  fiscal  para  decir  que  el  reco- 
nocimiento del  saldo  de  la  cuenta  de  30  de  noviembre  de  1880 
fué  "un  reconocimiento  indebido"  y  atribuirlo  con  censurable 
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ligereza  á  la  buena  fortuna  de  la  Compañía.  Consta  del  ex- 
pediente que  el  vocal  examinador  de  la  cuenta,  señor  Andía, 

en  el  pliego  de  reparos  corriente  á  f formuló  bajo  el 

número  i,  el  reparo  relativo  á  ese  saldo,  sin  negar  la  exactitud 
de  él,  pero  objetando  que  el  Tribunal  no  había  fallado  pre- 
viamente sobre  su  legitimidad.  La  Compañía,  representada 
entonces  por  el  señor  don  Pedro  Correa  y  Santiago,  presentó 
la  contestación  á  ese  y  los  demás  reparos,  que  corre  á  fojas 
.  .  . ,  desvaneciendo  las  objeciones  del  vocal  exammador  y  acom- 
pañando una  serie  de  cuentas  y  documentos  comproba- 
torios. No  reproduciré  en  gracia  á  la  brevedad,  la  exposición 
de  la  Compañía,  pero  sí  la  conclusión  á  que  llegó  el  vocal 
señor  Andía,  en  el  pliego  de  calificación  de  los  reparos  y  en 
cjue  dice  lo  siguiente:  "Reparo  N.°  i,  Absuelto;  porque  ha- 
biendo remitido  la  Compañía  sus  cuentas  anteriores  á  la  Di- 
rección de  Rentas,  siendo  la  última  de  ellas  la  cortada  al  30 
de  Noviembre  de  1880,  según  consta  del  acuse  de  recibo 
corriente  á  f.  20  c.  2.°  y  copia  de  otro  acuse  de  recibo  á  f. 
23  c.  2.°  sus  respectivas  fechas  17  de  setiembre  y  21  de  abril 
de  1 88 1  cuando  este  Tribunal  se  hallaba  en  receso  por  ha- 
llarse ocupado  su  local  con  dependencias  de  las  autoridades 
chilenas,  la  citada  Dirección  y  la  Contabilidad  que  se  halla- 
ban entonces  ejerciendo  sus  funciones  bajo  el  Gobierno  pro- 
visorio del  señor  doctor  García  Calderón  eran  las  únicas  lla- 
madas á  revisar  dichas  cuentas  y  hacer  las  observaciones  con- 
venientes lo  cual  parene  o  tuvo  lugar,  pues  en  la  secunda 
de  dichas  copias  aparece  que  enterado  el  señor  ministro  del 
saldo  que  manifestaba  la  última  cuenta,  dispuso  que  la  Com^ 
pañía  manifestase  la  cantidad  de  salitre  que  tenía  contra  di- 
cho saldo  que  sacaba  en  su  favor.  Por  tanto  es  mi  opinión  que 
se  declare  absuelto  el  reparo  hecho  por  el  número  i,  indi- 
cando que  el  saldo  debe  recaer  sobre  las  hipotecas  designadas 
en  el  contrato  con  la  "Compañía  Salitrera  del  Perú."  El  Tri- 
bunal puso  su  sentencia  de  acuerdo  con  esa  opinión.  Dice 
así  la  sentencia  en  la  parte  pertinente:  Considerando  que 
los  reparos  i.°  ....  del  citado  pliego  de  ampliación  han  sido 
satisfactoriamente  contestados  por  dicho  representante  en  las 
explicaciones  dadas  á  fojas.  ..  .como  lo  fueron  los  reparos 
marcados  con  los  números.  .  .  .de  los  consignados  en  el  i^lie- 
go  preliminar  y  que  se  consideraron  después  en  el  de  amplia- 
ción, tanto  por  haberse  acompañado  los  comprobantes  y  de- 
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más  documentos  exigidos  por  la  naturaleza  de  ellos,  cuanto 
por  las  pruebas  fundadas  en  que  apoya  sus  contestaciones  el 
citado  representante  como  lo  reconoce  el  juez  fiscal  en  el 
pliego  de  calificación  de  fojas  loi  en  el  cual  manifiesta  entre 
otras  cosas  que  queda  reconocido  á  favor  de  la  Compañía  el 
saldo  de  £  774,452,1015  arrojado  por  la  cuenta  cortada  el  30 
de  noviembre  de  1880  materia  del  reparo  N.°  i  del  pliego  de 
ampliación;  2°  etc.  Por  estos  fundamentos  fallamos  que  de- 
bemos declarar,  como  lo  hacemos,  fenecida  en  primera  ins- 
tancia la  cuenta  de  la  Compañía  Salitrera.  ..  .reconociendo 
como  absuelto  el  reparo  N.°  i  del  citado  pliego  de  amplia- 
ción relativo  al  saldo  de  la  cuenta  cortada  el  30  de  noviembre 
de  1880  que  queda  á  cargo  del  Gobierno  y  á  favor  de  la  Com- 
pañía y  cuyo  valor  es  de  setecientas  setenta  y  cuatro  mil 
cuatrocientas  cincuenta  y  dos  libras  esterlinas  diez  chelines 
y  cinco  peniques.    (£  774.452. io| 5.)" 

Queda  así  probado  con  el  propio  texto  de  la  opinión  del 
Juez  Fiscal  y  de  la  sentencia  del  Tribunal  Mayor  que,  contra 
lo  aseverado  por  el  dictamen,  la  cuenta  de  30  de  noviembre 
de  1880  fué  presentada,  que  fueron  formulados  y  contestados 
los  reparos,  que  el  saldo  de  Lp.  774.452  libras  esterlinas  fué 
expresamente  calificado  y  aprobado,  que  la  Compañía  no  de- 
sobedeció ningún  mandato,  que  no  faltó  ningún  elemento 
esencial  del  juicio,  y  que  el  señor  fiscal  se  excede  de  sus  fa- 
cultades cuando  sobreponiéndose  á  una  sentencia  del  Tribu- 
nal del  que  forma  parte,  califica  como  un  reconocimiento  in- 
debido, lo  que  fué  materia  de  estudio,  tramitación  y  resolu- 
ción en  toda  forma. 

Es  necesario,  también,  contestar  la  objeción  que  formula 
el  señor  fiscal  diciendo  que  se  dio  á  la  sentencia  carácter  de 
ejecutoria  sin  haberse  pasado  el  expediente  á  un  adjunto  al 
fiscal  como  para  estos  casos  prescribe  el  articulo  458  del 
Reglamento  de  Tribunales.  El  señor  fiscal  no  se  ha  fijado 
bien  ni  en  el  tenor  del  artículo  que  cita  ni  en  las  circunstan- 
cias que  rodeaban  la  sentencia.  Dice  así  el  Reglamento  de  Tri- 
bunales: ''Artículo  458. — Siempre  que  el  ministerio  fiscal 
hubiese  opinado  contra  el  Fisco  en  causas  graves  que  sean  su- 
plicables,  ó  en  las  que  haya  lugar  á  recurso  de  nulidad,  si  se 
pronunciara  sentencia  conforme  al  dictamen  fiscal,  no  podrá 
ésta  ejecutarse  sin  que  previarnente  pasen  los  autos  al  adjun- 
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to  al  fiscal  para  que  interponga  los  recursos  que  fueren  le- 
gales". 

En  el  juicio  de  la  cuenta  de  la  Compañía  Salitrera,  el 
fiscal  no  había  opinado  contra  el  fisco,  no  había  dado  opi- 
nión alguna  favorable  ni  adversa  al  Gobierno,  porque  en  el 
Tribunal  de  Cuentas  en  esta  clase  de  asuntos  no  se  oye  al 
fiscal  antes  de  sentenciar  en  primera  instancia.  Es  el  vocal 
examinador  de  la  cuenta  quien  formula  los  reparos,  y  quien 
los  califica  en  un  pliego  llamado  de  calificación  de  reparos, 
que  sirve  de  dictamen.  Ese  trabajo,  como  se  ha  dicho  antes 
fué  ejecutado  por  el  vocal  señor  Andía.  Una  vez  sentencia- 
da la  causa  conforme  á  esa  opinión,  el  fallo  fué  notificado  al 
fiscal  del  Tribunal  doctor  don  Francisco  Iriarte,  con  fecha 
i.°  de  agosto  de  1885,  según  consta  de  la  respectiva  diligen- 
cia sentada  en  autos.  Este  funcionario,  que  no  había  opinado 
ni  en  favor  ni  en  contra  del  Fisco,  que  no  había  adelantado 
opinión,  no  tenía  impedimento  para  interponer  los  recursos 
legales  que  hubiere  creído  necesarios.  No  era,  pues,  el  caso 
demandar  los  autos  á  un  adjunto  al  fiscal,  puesto  que  el 
fiscal  se  encontraba  expedito.  Queda  en  suma,  comprobado 
que  la  objeción  de  que  se  trata  reposa  en  una  manifiesta  equi- 
vocación de  hecho  y  de  derecho. 

Toca  ahora  tratar  del  argumento  de  la  prescripción.  Han 
trascurrido  veinticinco  años,  tres  meses,  veinte  y  dos  días, 
dice  el  señor  fiscal,  desde  que  se  dio  y  notificó  la  sentencia. 
Por  consiguiente,  según  el  inciso  4.°  artículo  460  del  Código 
Civil,  que  concede  veinte  años  para  ejercitar  la  acción  que 
nace  de  una  ejecutoria,  ''ha  ganado  el  Perú  por  prescripción" 
el  derecho  de  no  pagar  la  deuda  reconocida  en  ese  sentencia. 

El  criterio  jurídico  del  señor  fiscal  no  encuentra  nada 
de  chocante,  nada  de  ilícito,  en  que  el  fisco  se  acoja  en  este 
caso  á  la  prescripción  para  no  pagar  lo  que  honradamente 
por  actos  de  sus  Tribunales,  reconoció  deber.  Le  parece  muy 
correcto  al  señor  fiscal,  que  la  demora  en  el  pago  de  esa  deu- 
da motivada  por  las  pobrezas  del  Fisco,  por  la  paciente  es- 
pera de  la  Compañía,  por  sus  fatigosos  esfuerzos  destinados 
á  cobrar  en  Chile,  al  usurpador  de  las  salitreras  hipotecadas, 
la  deuda  pendiente,  con  el  patriótico  deseo  de  libertar  de  la 
carga  al  Perú,  encuentra  el  señor  fiscal  que  esa  demora  debe 
el  Fisco  invocarla,  sin  mengua  de  su  decoro  y  de  su  alta 
moralidad,  para  negar  hoy  la  obligación  de  pagar,  ó  sea  para 
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hacer  una  ganancia  que  se  traduce  en  la  total  ruina  de  una 
Compañía  que  le  entregó  sus  capitales,  que  le  prestó  servi- 
cios, que  lo  salvó  de  apremiantes  compromisos.  Dejó  al  jus- 
ticiero espíritu  de  V.  E.  la  severa  apreciación  que  merece 
semejante  consejo. 

Ni  siquiera  puede  invocar  el  señor  fiscal  para  su  tesis 
el  apoyo  de  la  letra  muerta  de  la  ley,  porque  incurriendo  en 
un  nuevo  error  de  interpretación  legal,  aplica  fuera  de  lugar 
el  artículo  del  Código  Civil  sobre  prescripción  de  la  acción 
nacida  de  una  ejecutoria. 

Es  elemental  que  el  Fisco  no  puede  ser  ejecutado  ante 
los  Tribunales  para  el  pago  de  deudas,  ni  para  el  cumplimien- 
to de  ninguna  otra  obligación.  Los  Tribunales  declaran  el 
derecho  del  particular  contra  el  Estado,  pero  no  admiten  una 
vez  pronunciada  la  sentencia  demandas  ejecutivas  ó  coactivas 
destinadas  á  hacer  cumplir  el  fallo,  cuando  el  obligado  es  el 
Erario  Nacional.  La  Compañía  Salitrera  no  tenía,  pues,  ac- 
ción judicial  contra  el  Estado  para  apremiarlo  á  pagar  la  deu- 
da reconocida  por  el  Tribunal  de  Cuentas.  ¿Como  podía  per- 
der por  prescripción  una  acción  que  nunca  había  tenido  ?  ¿  Co- 
mo puede  imputársele  omisión  en  ejecutar  al  Fisco  cuando 
las  leyes  le  niegan  el  derecho  de  ejecutarlo? 

Después  de  la  guerra  con  Chile  los  acreedores  del  Es- 
tado tuvieron  que  esperar  varios  años,  hasta  que  el  Congreso 
proveyó  los  medios  de  pagar  las  obligaciones  pendientes.  En- 
tre tanto  no  tenían  recurso  alguno  para  hacer  efectivos  sus 
derechos  con  el  Fisco,  y  es  absurdo  que  en  ese  período  de 
obligada  espera  la  prescripción  corriese  contra  ellos.  Los  que, 
como  la  Compañía  Salitrera,  poseían  un  crédito  judicialmen- 
te reconocido,  no  tenían  nada  que  hacer  por  entonces,  ni  si- 
quiera gestionar  la  declaración  de  sus  derechos.  ¿En  qué 
negligencia  ú  omisión  de  su  parte  podría  fundarse  la  pena  de 
la  prescripción,  si  su  actitud  era  forzosamente  la  de  aguar- 
dar que  el  Estado  pudiese  y  quisiese  pagarles  ? 

Lo  que  hizo  la  Compañía  en  ese  período  fué  lo  que  la 
conveniencia  nacional  y  el  interés  propio  le  aconsejaban ;  se 
dirigió  á  Chile,  detentador  de  las  saliteras  de  Tarapacá,  in- 
vocando el  derecho  hipotecario  que  garantizaba  su  crédito  y 
sostuvo  en  Santiago  primero  ante  el  Gobernó  y  después  ante 
los  Tribunales  chilenos,  la  reclamación  para  el  pago  de  su 
deuda,  en  virtud  de  la  acción  real  que  todo  acreedor  hipóte- 
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cario  tiene  contra  el  actual  poseedor  de  la  cosa  gravada.  El 
Gobierno  del  Perú  conoció  y  apoyó  esa  gestión  por  la  vía  di- 
plomática, comprendiendo  que  el  pago  por  Chile  exoneraba 
de  responsabilidad  al  Perú.  Hoy  que  Chile,  después  de  in- 
terminables dilatorias,  se  ha  negado  al  pago  y  que  la  com- 
pañía, sin  pérdida  de  tiempo,  acude  al  responsalDle  diredto, 
que  es  el  gobierno  peruano,  no  podría  este  gobierno  negarse 
también  á  pagarle,  escudándose,  como  quiere  el  funciona- 
rio informante,  bajo  el  pretexto  de  que  el  tiempo  dedicado 
infructuosamente  á  cobrar  á  Cliile,  ha  aprovechado  al  Perú 
para  consumar  la  prescripción.  No  es  concebible  siquiera 
que  la  nación  se  acoja  á  tan  torcido  procedimiento. 

Queda  todavía  por  mencionar  la  parte  del  informe  del 
señor  fiscal,  en  que  examina  los  derechos  de  la  compañía  en 
relación  con  las  leyes  de  deuda  interna. 

El  artículo  i.*",  inciso  2.°,  de  la  ley  de  la  materia  de  17 
de  diciembre  de  1898,  considera  los  créditos  que  hayan  sido 
materia  de  resolución  legislativa  especial,  de  sentencia  eje- 
cutoriada de  los  tribunales  ordinarios  ó  del  tribunal  de 
cuentas.  Teniendo  la  Compañía  en  su  favor  una  sentencia 
de  este  último  tribunal,  no  hay  manera  de  eludir  el  cumpli- 
miento de  la  disposición  citada,  si  el  crédito  de  la  Compañía 
ha  de  ser  pagado  en  deuda  interna.  Sin  embargo,  el  señor 
fiscal  encuentra  el  modo  de  eludirla.  Con  ese  objeto,  vuelve  á 
invocar  su  tesis  sobre  la  prescripción  y  dice  que  no  puede  ha- 
ber sido  la  intención  del  legislador  hacer  ilusoria  la  prescrip- 
ción, convirtiendo  las  sentencias  ejecutoriadas  para  el  pago 
de  créditos  en  oro  ó  plata,  que  ya  no  podían  cumplirse  por 
haberse  vencido  el  plazo  de  veinte  años  de  su  inejecución,  en 
sentencias  que  produjeran  efecto  en  papel  de  deuda  interna. 

El  deseo  de  buscar  dificultades  no  deja  libertad  al  cri- 
terio del  señor  Fiscal  para  descubrir  que  su  argumento  es 
contraproducente;  porque  habiéndose  dictado  la  referida  ley 
de  deuda  interna  el  año  de  1898,  y  siendo  del  año  1885 
la  sentencia  á  favor  de  la  Compañía  no  hay  más  que  trece 
años  desde  la  fecha  de  la  sentencia  hasta  la  de  la  ley,  y  no 
es  el  caso  de  decir  que  ya  esa  sentencia  no  podía  cumplirse, 
por  haber  pasado  veinte  años  de  su  inejecución. 

Alega  también  el  señor  fiscal  que  ya  el  Director  del 
Crédito  Público  ha  hecho  notar  que  la  Compañía  no  ha  exi- 
gido el  crédito  reclamado  en  ninguna  de  las  dos  oportunida- 
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des  que  dieron  las  leyes  de  12  de  junio  de  1889  Y  17  de  di- 
ciembre de  1898,  habiéndose  dejado  pasar  los  plazos  que 
ellas  señalaban.  Pero  ya  que  el  señor  fiscal  reproduce,  en 
este  punto,  la  opinión  del  señor  Director  del  Crédito,  era  su 
deber  no  silenciar  que  este  funcionario  con  más  espíritu  de 
justicia  ha  reconocido  al  mismo  tiempo,  que  la  omisión  de 
la  Compañía  está  justificada  por  estar  demandando  el  pago 
al  gobierno  de  Chile. 

Por  otra  parte,  el  plazo  que  señaló  la  ley  de  1898  se  re- 
fiere á  las  presentación  de  las  reclamaciones,  es  decir,  á  cré- 
ditos en  estado  de  ser  reconocidos  y  mandados  pagar  y  el  ca- 
so de  la  Compañía  es  diferente,  porque  su  derecho  había  si- 
do, no  solo  reconocido  en  una  sentencia  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas, sino  también  en  un  acto  gubernativo  por  el  cual  cuan- 
do el  Tribunal  comunicó  al  Supremo  Gobierno  la  sentencia, 
este  puso  un  decreto  mandándolo  publicar  y  cumplir,  como 
consta  del  número  de  "El  Peruano"  correspondiente  al  13 
de  febrero  de  1885. 

Para  terminar  estudiaré  brevemente  el  punto  relativo 
al  pago  de  intereses.  En  este  punto  son  en  extremo  originales 
las  teorías  del  señor  fiscal. 

Las  disposiciones  pertinentes  del  contrato  entre  el  Gobier- 
no y  la  Compañía  Salitrera  establecen  (artículo  14)  que  ca- 
da seis  meses  se  cerrará  y  pasará  por  duplicado  al  Gobier- 
no la  cuenta  corriente  de  la  negociación,  poniéndose  á  su  dis- 
posición el  sobrante  de  los  productos  líquidos,  si  lo  hubiere. 
En  caso  de  que  resultara  déficit,  se  suspenderá  la  mesada 
asignada  al  Gobierno,  hasta  que  el  déficit  desaparezca;  que 
el  Banco  cobrará  (artículo  30)  al  Gobierno  el  interés  fijo  de 
seis  por  ciento  al  año  sobre  todos  sus  adelantos  tanto  por  los 
hechos  para  el  pago  del  salitre,  como  para  todos  los  demás; 
que  si  llegara  el  caso  (artículo  31)  de  que  las  ventas  del  sa- 
litre no  cubriesen  los  adelantos  hechos  por  el  Banco,  los  re- 
embolsará el  Gobierno  de  otras  entradas  del  Estado  y  no 
pedirá  ningún  otro  adelanto  hasta  que  el  saldo  de  su  cuenta 
sea  definitivamente  cancelado;  que  este  contrato  durará  cin- 
co años  (artículo  32),  contados  desde  el  i.°  de  octubre  pró- 
ximo pasado,  y  á  su  término,  el  Gobierno  pagará  al  Banco  el 
saldo  que  le  adeude,  si  lo  hubiere.  Si  al  terminar  este  plazo, 
la  cuenta  corriente  de  la  negociación  aro  jará  saldo  á  cargo 


—  yo  — 

del  Gobierno,  el  presente  contrato  subsistirá  hajsta  que  el 
Banco  quede  reembolsado  por  completo. 

El  interés  del  seis  por  ciento,  dice  el  señor  fiscal,  se  pac- 
to, pues,  únicamente  para  los  saldos  semestrales ;  en  cuanto 
al  posible  saldo  contra  el  Fisco  en  caso  del  vencimento  del 
término  de  cinco  años,  no  se  estatuyó  el  interés  del  seis  por 
ciento,  sino  c[ue  por  la  cláusula  2)^,  se  declaraba  su  subsisten- 
cia hasta  que  el  Banco  quedase  reembolsado  por  completo. 

Este  singular  raciocinio  revela  cuál  es  el  espíritu  que  ha 
guiado  al  señor  fiscal.  Para  este  funcionario  es  sostenible 
que  los  saldos  semestrales  ganan  interés  y  que  no  lo  gana  el 
saldo  final,  que  es  la  suma  de  esos  saldos,  ó  mejor  dicho,  el 
último  de  los  saldos  semestrales.  Semejante  teoría  hace  su- 
pérfluo  todo  comentario. 

Agrega  el  señor  fiscal  que  no  corrían  intereses  sobre  el 
saldo  final  por  el  período  de  1880  á  1883,  que  se  abonan  en 
la  sentencia  del  Tribunal  de  Cuentas,  porque  ''ya  se  había 
extinguido  la  Compañía  Salitrera  por  la  ocupación  militar 
de  la  provincia  de  Tarapacá  en  1879";  que  el  contrato  entre 
el  Gobierno  y  la  Compañía  "caducó  desde  que  el  salitre  de 
Tarapacá  pasó  al  poder  de  la  nación  chilena,  sin  haber  po- 
dido, desde  entonces  lo  pactado  ser  causa  generadora  de  de- 
rechos y  obligaciones" ;  y  que  tampoco  podría  seguir  corrien- 
do interés,  "una  vez  que  se  paralizara  la  cuenta  corriente 
por  caso  fortuito,  situación  nueva  que  requería  una  discusión 
ante  los  Tribunales."  ¡Admirables  doctrinas!  Por  cuanto  el 
deudor  pierde  la  cosa  dada  en  hipoteca  á  su  acreedor,  por 
ese  hecho  se  extingue  la  deuda,  cesan  los  intereses  y  desapa- 
rece la  personalidad  jurídica  del  acreedor.  Por  cuanto  Chile 
arrebató  al  Perú  las  salitreras  que  garantizaban  el  saldo  de 
la  Compañía,  perdió  su  personalidad,  la  deuda  pendiente 
dejó  de  existir,  lo  pactado  dejó  de  producir  obligaciones.  Una 
vez  más,  el  señor  fiscal  pone  de  manifiesto  que  no  ha  hecho 
un  estudio  imparcial  y  detenido  de  la  cuestión  sometida  á  su 
informe. 

El  punto  relativo  á  los  intereses  como  el  crédito  mismo, 
fué  ventilado  y  resuelto  en  el  juicio  de  la  cuenta  de  la  Com- 
pañía: no  es  posible  mantener  indefinidamente  abiertas  las 
discusiones  que  son  objeto  de  fallos  judiciales.  Las  leyes  del 
país  y  la  Constitución  del  Estado  lo  prohiben.  Por  consi- 
guiente el  Tribunal  de  Cuentas  dijo  la  última  palabra  cuando 
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dispuso  en  su  fallo  ejecutoriado  que  la  Compañía  Salitrera 
tenía  derecho  al  interés  del  seis  por  ciento  que  debía  capita- 
lizarse anualmente.  No  se  ocultaba  á  la  ilustración  del  Tri- 
bunal de  Cuentas  que  la  capitalización  era  consecuencia  ine- 
vitable de  la  existencia  de  una  cuenta  corriente  entre  la  Com- 
pañía y  el  Gobierno  y  del  pacto  de  cerrar  esa  cuenta  semes- 
tralmente,  lo  cual  supone  que  el  saldo  arrastrado  á  la  nueva 
cuenta  semestral  devenga,  á  su  vez,  intereses.  A  este  respecto 
conviene  recordar  que  el  vocal  examinador  de  la  cuenta  de 
la  Compañía  pidió  que  la  capitalización,  en  vez  de  hacerse 
semestralmente,  como  exigía  la  Compañía  Salitrera,  se  prac- 
ticara sólo  anualmente.  Consta  que  la  Compañía  sin  aferrar- 
se á  su  derecho,  tuvo  á  bien  allanarse  á  esta  exigencia  y  la. 
sala  del  Tribunal  dispuso  en  su  fallo,  que  se  practicara  la  ca- 
pitalización en  esa  forma.  No  cabe,  por  tanto,  mas  que  aca- 
tar una  resolución  que  ha  dejado  de  ser  revisable  por  su 
naturaleza. 

Espero  de  la  justificación  del  Supremo  Gobierno  que, 
aclarados  suficientemente  todos  los  puntos  de  duda  pro- 
movidos por  el  celo  de  los  funcionarios  informantes,  se  digne 
V.  E.  expedir  la  resolución  definitiva  que  ampare  los  de- 
derechos de  la  Compañía  Salitrera. 

Lima,  enero  30  de  191 1. 

por  la  Compañía  Salitrera  del  Perú 

Pablo  La  Rosa 
Presidente 


EL   CRÉDITO  DE   LA   COMPAÑÍA   NO   HA   PRESCRITO 

Excelentísimo  señor: 
Pablo  La  Rosa,  Presidente  de  la  Compañía  Salitrera,  res- 
petuosamente digo:  que  algunas  publicaciones  hechas  recien- 
temente contra  la  Compañía  parecen  conceder  importancia 
á  la  objeción  de  que  los  derechos  de  esta  Compañía  se  han 
extinguido,  por  no  haberlos  ejercitado  dentro  de  los  plazos 
que  la  ley  señala.  Se  dice  que  la  prescripción  favorece,  no 
solo  á  los  particulares,  sino  también  al  Estado,  y  la  senten- 
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cia  del  Tribunal  Mayor  de  Cuentas,  que  hoy  pretende  hacer 
valer  la  Compañía  Salitrera,  fué  expedida  hace  más  de  vein- 
ticinco años,  cuando  la  ley  sólo  concede  veinte  para  que  pue- 
da ejercitarse  la  acción  que  de  una  ejecutoria  se  deriva.  Se 
agrega  que  al  expedirse  la  ley  de  1898,  sobre  deuda  interna, 
se  acordó  conceder  un  plazo  de  seis  meses,  que  sería  fijado 
por  un  decreto  ejecutivo,  para  que  se  entablaran  las  reclama- 
ciones por  quienes  tuvieran  derecho  á  ellas,  expresándose 
que  los  créditos  que  no  hubiesen  sido  reclamados  dentro  de 
dicho  plazo,  quedarían  extinguidos.  Resulta,  pues,  que  han 
trascurridos  con  exceso  los  plazos  señalados  por  las  leyes  del 
país  para  entablar  la  reclamación  que  últimamente  ha  for- 
mulado la  Compañía  Salitrera  del  Perú  y  que  el  Gobierno 
no  podría  hoy,  sin  cometer  un  abuso,  ordenar  el  pago  que  la 
Compañía  solicita. 

Tan  lejos  estaría  de  constituir  abuso  el  pago  del  crédito 
de  la  Compañía  Salitrera  que  el  Gobierno  de  V.  E.  no  haría 
en  ello  sino  seguir  fielmente  el  criterio  de  dos  Gobiernos  an- 
teriores que  intervinieron  en  el  pago  de  un  crédito  en  condi- 
ciones exactamente  iguales  al  de  la  Compañía  Salitrera.  Me 
refiero  á  la  Compañía  Consignataria  del  Guano  en  los  Estados 
Unidos  de  América.  La  similititud  es  tan  perfecta  entre  am- 
bos casos,  que  puede  afirmarse  que  la  cuestión  de  la  Compa- 
ñía Salitrera  se  encuentra  de  antemano  resuelta  ante  el  con- 
cepto jurídico  del  Gobierno. 

La  Compañía  Consignataria  del  Guano  presentó  su  re- 
clamación el  10  de  noviembre  de  1903,  cobrando  al  Gobier- 
no del  Perú  más  de  diez  millones  de  pesos  oro  americano. 
Había  pasado  con  exceso  el  plazo  de  seis  meses  señalado  en 
cumplimiento  de  la  ley  de  deuda  interna  de  1898.  La  junta 
depuradora  opinó  que,  por  ese  simple  motivo  de  extempo- 
raneidad,  se  rechazase  la  reclamación.  Dice  así  el  informe: 

"Señor  Presidente:  El  crédito  de  diez  millones,  doscien- 
tos treinta  mil  trescientos  ochenta  y  cinco  pesos  oro,  reclama- 
do por  el  Presidente  de  la  Compañía  Consignataria  de  Esta- 
dos Unidos  de  América,  proviene  del  pliego  de  alcances  for- 
mulado por  el  Tribunal  Mayor  de  Cuentas,  á  mérito  de  sen- 
tencias pronunciadas  por  dicho  Tribunal  en  las  diversas  cuen- 
tas que  ha  examinado  y  sentenciado,  presentadas  ix)r  la  refe- 
rida   Compañía    Consignataria;    por    consiguiente,    se    halla 
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comprendido  en  el  inciso  2.°  del  artículo  1°  de  la  ley  de  17 
de  octubre  de  1898. 

"Según  el  artículo  3.°  de  la  misma  ley,  se  acordó  un 
plazo  de  seis  meses  que  debía  fijar  el  decreto  ejecutivo  para 
entablar  las  correspondientes  reclamaciones,  so  pena  de  que- 
dar extinguidos  los  reclamos,  si  no  se  hacían  dentro  de  ese 
plazo. 

"La  Compañía  Consignataria  del  Guano  de  los  Estados 
Unidos  de  x-\mérica  no  hizo  aprecio  de  la  ley  y  ocurrió  al 
Tribunal  arbitral  franco-chileno  reclamando  la  entrega  del 
50  por  ciento  del  depósito  constituido  por  el  Gobierno  de 
Chile,  del  producto  de  la  venta  de  un  millón  de  toneladas  de 
guano  vendido  por  su  orden,  alegando  que  tenía  derechos  pre- 
ferenciales  para  ser  pagado  su  crédito  sustentado  con  los  pro- 
ductos del  guano.  Ese  plazo  de  seis  meses  concedido  por  la 
citada  ley,  se  determinó  por  decreto  supremo  de  17  de  di- 
ciembre de  1898,  fijando  el  17  de  junio  de  1899  como  día  en 
que  debía  espirar;  y  por  resolución  suprema  de  5  de  junio 
de  1901,  se  amplió  esa  fecha  al  30  de  setiembre  de  1901,  y 
como  la  solicitud  de  la  Compañía  Consignataria  ha  sido  pre- 
sentada dos  años,  un  mes  y  diez  días  después  de  haberse  ven- 
cido el  plazo  legal,  ha  quedado,  conforme  á  la  citada  ley,  ex- 
tinguida la  obligación  del  Estado  y  sin  ningún  valor  el  cré- 
dito que  ahora  reclama. 

"Por  estos  fundamentos,  el  vocal  que  suscribe  es  de  opi- 
nión que  el  crédito  de  v$  10.213.385,  reclamado  por  el  Presi- 
dente de  la  Compañía  Consignataria  del  Guano  en  Estados 
Unidos  de  América  se  halla  extinguido,  por  no  haber  hecho 
uso  de  su  derecho  en  el  plazo  fijado  por  la  ley  y  así  debe 
resolverlo  el  Supremo  Gobierno;  salvo  mejor  parecer. — Li- 
ma, diciembre  10  de  1903. — N.  G.  Parró." 

El  Gobierno  del  señor  Candamos  siendo  Ministro  de 
Hacienda  S.  E.  el  actual  Presidente  de  la  República,  deses- 
timó el  ciego  formalismo  que  inspiraba  ese  dictamen  y  dictó 
la  resolución  de  10  de  febrero  de  1904,  que  dice  así: 

Lima,  10  de  febrero  de  1904. — Visto  el  expediente  de 
crédito,  letra  C,  N.°  361  y  la  solicitud  letra  C,  N.°  396;  y 
considerando,  en  cuanto  á  la  extemporaneidad  del  reclamo, 
que  además  de  existir  antecedentes  de  esta  reclamación  en  el 
Tribunal  Mayor  de  Cuentas  y  en  el  ministerio  del  ramo,  ha 
sido  una  de  las  presentadas  al  Tribunal  arbitral  de  Berna,  an- 
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te  el  cual  concurrió  también  el  Perú ;  por  todo  lo  cual  no  es 
posible  reputarla  como  presentada  fuera  de  los  seis  meses 
señalados  en  el  artículo  3.**  de  la  ley  de  deuda  interna ; 

Considerando  respecto  de  la  oposición  que  se  hace  al 
curso  dado  á  la  cuestión  que  el  sometimiento  del  asunto  á  la 
sustanciación  establecida  en  la  disposición  de  10  de  abril  de 
1899  "O  implica  decidir  sobre  la  forma  de  pago,  como  claramen- 
te lo  señala  el  inciso  A,  artículo  5.°  de  aquella. — Se  resuelve: 
— Llévese  adelante,  en  conformidad  con  las  disposiciones  per- 
trnentes  la  depuración  y  revisión  del  crédito  reclamado  por  la 
Compañía  Consignataria  del  Guano  en  los  Etados  Unidos  de 
América. — Regístrese. — Rúbrica   de   S.    E. — Lcguía." 

La  similitud  de  los  casos  es  palpable.  La  Compañía  Con- 
signataria tenía  su  crédito  sustentado  con  la  garantía  del  gua- 
no arrebatado  por  Chile,  como  la  Salitrera  tenía  la  garantía 
del  salitre;  ambas  Compañías  ejercitaron  primeramente  su 
acción  contra  Chile  como  era  su  deber,  tratándose  de  empresas 
peruanas ;  la  Compañía  Consignataria  logró  el  pago  parcial  de 
su  crédito,  recibiendo  del  producto  del  guano  vendido  por  Chi- 
le la  cantidad  de  libras  38918,265  y  acudió  en  seguida  con- 
tra el  Perú,  para  que  como  deudor  directo  le  abonase  el  res- 
to de  su  crédito,  la  Compañía  Salitrera,  menos  afortunada, 
no  obtuvo  cantidad  alguna  del  Gobierno  Chileno.  Una  y  otra 
Compañía  estuvieron  impedidas  de  reclamar  el  pago  en  deu- 
da interna  dentro  del  plazo  señalado  por  la  ley  de  1898,  por- 
que en  esas  circunstancias  estaban  ejercitando  su  acción  con- 
tra Chile  y  no  era  posible  sostener  que  debía  cobrar  á  Chile  y 
conjuntamente  cobrar  al  Perú,  desde  que  el  cobro  al  Perú 
habría  obligado  á  desistir  de  la  acción  en  Chile  ó  habría  mo- 
tivado el  seguro  y  justificado  rechazo  de  la  acción.  Ambas 
compañías  reclamaron  en  Chile,  con  conocimiento  y  anuencia 
del  Gobierno  Peruano.  Las  reclamaciones  de  las  dos  Compa- 
ñías, basadas  en  sentencias  del  Tribunal  de  Cuentas,  eran  co- 
nocidas y  había  antecedentes  de  ellas  en  las  oficinas  de  la  ad- 
ministración, y  no  cabía  aducir  que  se  trataba  de  créditos  ig- 
norados ó  abandonados.  Por  fin,  el  celo  formalista,  que  no 
discierne  las  situaciones  excepcionales,  salió  al  encuentro  de 
ambas  reclamaciones  con  el  argumento  de  la  presentación 
extemporánea. 

El  honrado  criterio  del  Gobierno  rechazó  la  objeción 
en  el  caso  de  la  Compañía  Consignataria  y  le  pagó  su  crédi- 
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bajo  la  administración  del  señor  doctor  don  José  Pardo,  por  re- 
solución definitiva  de  17  de  abril  de  1907,  abonándole  muy 
cerca  de  un  millón  y  medio  de  libras  en  cédulas  de  amorti- 
zación, sin  que  para  proceder  en  esta  forma  se  hubiese  juz- 
gado necesario  obtener  especial  autorización  del  Congreso.  Se 
trataba  solamente  de  aplicar,  interpretándola  racional  y  hon- 
ramente,  la  ley  de  deuda  interna,  y  el  Gobierno  procedió  á 
hacerlo  por  si  mismo,  conforme  á  sus  atribuciones. 

Hé  allí,  pues,  un  antecedente  por  todas  circunstancias 
decisivo.  Los  respetables  Gobiernos  presididos  por  el  señor 
Candamo  y  el  señor  Pardo,  ¿pueden  ser  sospechados  de  ha- 
ber incurrido  en  abuso  al  pagar  el  crédito  más  fuerte  abona- 
do hasta  ahora  en  deuda  interna?  No,  ciertamente.  Esa  pa- 
go fué  justo,  fué  legal,  fué  conveniente  al  Fisco.  Y  ese  pago 
trazó  una  pauta,  de  la  cual  no  podría  sapararse  hoy  el  Su- 
premo Gobierno,  en  caso  idéntico,  sin  apartarse  de  la  razón 
y  de  la  ley  y  sin  inferir  agravio  inmerecido  á  aquellas  ad- 
ministraciones. 

Es  cierto  que  la  ley  de  1898  fijó  plazo  para  la  presen- 
tación de  los  créditos,  es  decir,  ordenó  que  los  acreedores 
se  hicieran  presente  al  Gobierno  para  que  éste  conociera  sus 
acreencias,  las  liquidase  y  pagase.  Pero  en  el  caso  de  la  Com- 
pañía Salitrera,  como  el  de  la  Compañía  Consignataria,  el 
Gobierno  tenía  sobrado  conocimiento  de  sus  créditos  y  de  la 
cantidad  de  ellos,  porque  había  sentencias  del  -Tribunal  de 
Cuentas  comunicadas  al  Ministerio  de  Hacienda  que  los  re- 
conocían y  liquidaban  hasta  el  último  penique,  y  porque  las 
gestiones  de  las  Compañías  ante  Chile,  en  Santiago  la  una 
y  en  Berna  la  otra,  no  sólo  eran  ampliamente  conocidas  por 
el  Gobierno  Peruano,  sino  apoyadas  y  patrocinadas  por  él. 
Estas  circunstancias  tienen  importancia  decisiva.  Se  trataba 
de  entidades  que  poseían  créditos  exigibles  de  Chile  y  del 
Perú,  en  razón  de  estar  garantizados  con  el  guano  y  el  sa- 
litre. Por  esta  naturaleza  especial,  así  como  por  la  entidad 
de  los  créditos,  hubo  de  hecho  una  inteligencia  entre  el  Go- 
bierno Peruano  y  las  Compañías,  para  que  cobrasen  prime- 
ramente á  Chile,  procedimiento  que  beneficiaba  al  Perú,  quien 
esperaba  libertarse  así  de  responsabilidad.  Tal  sucedió,  al  me- 
nos en  parte,  respecto  del  crédito  de  la  Com.pañía  Consigna- 
taria, pues  nuestro  Gobierno  le  rebajó  de  su  saldo  total  la 
cantidad  recibida  de  Chile.  Existiendo  este  acuerdo  en  inte- 
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res  común,  para  esperar  el  resultado  de  la  cobranza  á  Chile, 
no  podía  ni  debía  entre  tanto  el  Gobierno  Peruano  pagar  á  la 
Compañía,  ni  la  Compañía  cobrarle,  y  por  consiguiente  la 
falta  de  un  escrito  formal,  pidiendo  el  pago  dentro  de  pla- 
zo perentorio,  como  los  demás  acreedores  ordinarios,  no  fué 
en  este  caso  una  falta  punible,  ni  una  infracción  de  la  ley, 
ni  una  manifestación  de  abandono;  fué  el  resultado  de  una 
situación  especial  y  única,  creada  con  el  consentimiento  del 
Gobierno  en  beneficio  suyo  y  que  hacía  superfino,  incondu- 
cente é  imposible  aquel  cobro,  hasta  que  no  llegasen  á  su  tér- 
mino las  gestiones  pendientes  en  el  extranjero. 

No  puede  decirse,  pues,  que  la  Compañía  Salitrera  omi- 
tió presentarse  al  Gobierno,  pues  el  Gobierno  había  tomado 
en  consideración  su  crédito,  se  había  ocupado  de  él  y  le  es- 
taba prestando  su  apoyo  cuando  se  dio  la  ley  de  deuda  inter- 
na. Ése  apoyo  implicaba  evidentemente  compromiso  de  la 
Compañía  para  no  cobrar  al  Perú  hasta  terminar  sus  gestio- 
nes en  Chile,  y  de  nuestro  Gobierno  para  que  no  corriera  pla- 
zo ni  perjuicio  contra  la  Compañía  hasta  que  aquellas  termi- 
nasen,. 

La  prescripción  basada  en  el  Código  Civil  no  tiene  tampo- 
co aplicación  al  caso  de  la  Compañía. 

La  ejecutoria  del  Tribunal  de  Cuentas  data  de  1885. 
Pero  el  Estado  reconoció  por  las  leyes  de  deuda  interna  de 
1889  y  1898,  todas  las  deudas  fiscales  y  ordenó  consolidarlas 
y  pagarlas,  enumerando  expresamente  entre  ellas,  las  que 
constan  de  sentencias  del  indicado  Tribunal  sin  distinción 
de  fechas  ni  restricciones  de  antigüedad.  La  ley  del  98  hizo 
algo  más.  No  solo  reconoció  las  deudas  y  mandó  pagarlas 
sino  las  alteró  en  cuanta  á  su  entidad,  intereses  y  plazos. 
Dispuso  pagar  en  papel  que  tiene  enorme  despreciación,  obli- 
gaciones pagaderas  en  metálico;  privó  de  intereses  deudas 
que  los  devengaban ;  señaló  un  larguísimo  plazo  de  amorti- 
zación á  créditos  de  plazo  vencido. 

Ahora  bien,  reconocer  las  deudas,  pedir  (ó  imponer  en 
este  caso)  plazo  para  el  pago,  renovar  la  obligación,  practi- 
car actos  relativos  al  cumplimiento  de  las  obligaciones,  son 
hechos  que,  conforme  al  Código  Civil,  producen  la  interrup- 
ción ó  la  renuncia  de  la  prescripción  (artículo  528,  563  y 
2214  del  código  civil.)  Por  consiguiente,  si  se  quiera  aplicar 
el  período  de  veinte  años  de  la  prescripción  de  ejecutorias, 
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no  podría,  en  todo  caso,  contarse  la  prescripción  desde  1885, 
fecha  originaria  del  crédito,  sino  desde  1898,  fecha  del  re- 
conocimiento y  renovación  de  él  por  el  Poder  Legislativo.  Y 
siendo  así,  no  ha  corrido  tiempo  bastante  para  la  extinción  del 
crédito  por  prescripción  desde  1896  hasta  el  día  de  hoy. 

No  sólo  el  Congreso,  sino  también  el  Gobierno,  ha  reco- 
nocido el  crédito  de  la  Compañía  Salitrera  durante  el  pe- 
ríodo de  la  prescripción  como  se  demuestra  en  los  documen- 
tos que  corren  en  este  expediente,  recomendando  y  apoyan- 
do la  reclamación  del  crédito  ante  Chile.  Estos  actos  son  nue- 
vas causas  de  interrupción  de  la  prescripción,  que  impiden 
que  ésta  haya  quedado  consumada. 

He  manifestado  á  V.  E.  en  otro  recurso,  que  la  pres- 
cripción de  veinte  años  á  que  se  refiere  el  Código,  es  aplicable 
á  la  acción  que  "nace  de  una  ejecutoria"  (art.  560  Cód. 
Civ.)  ;  que  esa  acción  es  la  llamada  coactiva  ó  de  apremio  y 
pago,  y  que  esta  acción  no  puede  ejercitarse  contra  el  Erario 
Nacional.  Y  si  la  Compañía  no  podía  iniciar  acción  judicial 
para  obligar  al  Fisco  al  cumplimiento  de  lo  ejecutoriado,  no 
le  quedaba  más  actitud  que  esperar  que  el  Estado,  espontá- 
neamente, proveyese  los  medios  de  pagarle  á  ella  y  los  de- 
más acreedores  que  estaban  en  igual  situación.  O  lo  que  es 
lo  mismo,  hasta  que  la  ley  de  1898  dio  al  Ejecutivo  los  me- 
dios de  pagar,  siquiera  en  forma  deficiente  las  deudas  fisca- 
les, no  puede  imputarse  omisión  á  los  acreedores  del  Estado, 
que  permanecieron  inactivos,  ni  podían  perder  por  prescrip- 
ción una  acción  que  no  podían  ejercitar 

Se  nos  ha  contestado  que  esos  acreedores  podían  usar 
de  la  acción  administrativa,  ya  que  no  procedía  la  vía  judi- 
cial. A  lo  cual  cabe  observar  que,  dentro  de  los  Códigos  Ci- 
vil y  de  Procedimientos,  en  que  se  coloca  la  discusión,  no  hay 
acciones  administrativas;  y  que  si  por  tal  se  quiere  entender 
la  simple  presentación  de  memoriales  suplicatorios  en  las 
oficinas  del  Gobierno,  tampoco  los  Códigos  reconocen  que  las 
súplicas  al  deudor  sean  manera  legal  de  interrumpir  la  pres- 
cripción. No  tienen  esa  carácter  sino  las  demandas  en  forma, 
seguidas  de  citación  y  emplazamiento  en  juicio  (art.  553  Cód. 
Civ.).  y  ya  se  ha  visto  que  la  Compañía  Salitrera  no  po- 
día legalmente  emplear  ese  procedimiento. 

La  regla  de  la  prescripción  de  ejecutorias  no  ha  podido, 
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pues,  tener  aplicación  antes  de  1898  para  la  sentencia  que  de- 
claró el  crédito  de  la  Compañía  Salitrera. 

Por  último,  la  prescripción  no  ha  podido  correr  mientras 
que  la  Compañía  cobraba  á  Chile  con  la  voluntad  expresa 
de  nuestro  Gobierno.  Y  no  se  hace  este  argumento  porque  la 
acción  real  ó  hipotecaria,  que  se  ejercitaba  en  Chile,  interrum- 
pa en  general,  según  el  derecho,  la  prescripción  de  la  acción 
personal  contra  el  deudor  directo,  que  era  el  Perú.  Lo  que 
se  quiere  manifestar  es  únicamente  que  la  expresa  aceptación, 
el  apoyo  de  nuestro  Gobierno  á  la  demanda  en  Chile,  signi- 
ficaba el  consentimiento  de  su  parte  á  la  situación  creada  con 
esa  demanda,  ó  sea  el  allanamiento  á  esperar  en  sus  relacio- 
nes con  la  Compañía  el  resultado  favorable  ó  adverso  del 
proceso  chileno.  De  allí  que  invocar  la  prescripción  aprove- 
chando el  tiempo  dedicado  por  la  Compañía  á  seguir  ese 
proceso,  en  que  fué  alentada  por  nuestro  Gobierno,  resulta- 
ría ser  una  deslealtad  y  una  injusticia  monstruosas,  tanto 
que  si  por  desgracia  la  prescripción  hubiera  corrido — lo  que 
no  sucede — no  podría  haber  ley  que  obligase  al  Gobierno  á 
invocarla  en  un  caso  como  éste. 

Lima,  febrero  22  de  191 1. 

por  la  Compañía  Salitrera  del  Perú 

Pablo  La  Rosa 
Presidente 


INFORME    DEL    SR.    DIRECTOR    DE    ADMINISTRACIÓN    DEL 
MINISTERIO  DE   HACIENDA 

Señor  Ministro: 

Estimando  el  Presidente  del  Tribunal  Mayor  de  Cuen- 
tas, en  virtud  del  articulo  68  del  anterior  Reglamento  orgá- 
nico de  esa  institución  consentida  y  ejecutoriada  la  sentencia 
recaída  en  27  de  junio  de  1885  sobre  las  cuentas  de  la  Com- 
pañía Salitrera  del  Perú,  por  el  tiempo  corrido  del  i.°  de  di- 
ciembre de  1880  al  31  del  mismo  mes  de  1883,  la  pasó  en 
copia  al  Ministerio  de  Hacienda,  en  6  de  junio  del  mismo  año 
de  1885;  en  31  de  setiembre  inmediato  se  dictó  resolución 
suprema  mandando  cumplir  y  publicar  ese  fallo. 

Formulado  el  pliego  de  alcances  reglamentario,  que  arro- 
jó á  cargo  del  Fisco  y  en  favor  de  la  Compañía  rindente  el 
saldo  de  £  817,157,  la  citada  presidencia  del  Tribunal  de 
Cuentas,  puso  auto  en  21  de  setiembre  de  1887,  en  estos  tér- 
minos: "Recibido  en  la  fecha  del  contador  don  José  María 
Andía  y  estando  ejecutoriada  la  sentencia,  archívese  este  ex- 
pediente. Ángulo/' 

En  posesión  la  Compañía  de  una  ejecutoria  sobre  sus 
cuentas  con  el  Fisco,  el  hecho  sobreviniente.  durante  la  eje- 
cución de  su  contrato  de  explotación  de  salitre,  de  haber  per- 
dido el  Perú  su  soberanía  en  el  Departamento  de  Tarapacá, 
abría  dos  caminos:  ó  acudir  al  Gobierno  de  Chile,  adqui- 
riente de  los  yacimientos,  haciendo  valer  en  cualquier  forma 
las  acciones  que  tenía  la  Compañía  Salitrera  por  su  contrato 
y  por  la  cosa  juzgada  en  sus  cuentas ;  ó  reclamar  inmediata  y 
directamente  del  Gobierno  del  Perú  el  pago  del  saldo  ejecu- 
toriado. 

De  estas  dos  espectativas  que  no  se  excluían,  la  Compa- 
ñía prosiguió  natural  y  necesariamente  la  primera,  la  que 
mejores  provechos  le  ofrecía  en  caso  de  éxito;  y  al  preferir- 
la, consultó  con  su  propia  conveniencia,  la  conveniencia  del 
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Perú.  Esto  es  obvio  y  así  lo  entendió  nuestra  Cancillería, 
prestándose  en  febrero  de  1890  á  recomendar,  en  términos 
discretos,  á  la  Legación  en  Santiago,  diera  protección  con- 
fidencial y  oficiosa  á  las  gestiones  que  la  Compañía  entabla- 
ría ante  el  Gobierno  chileno ;  recomendación  que  fué  reiterada 
en  las  intrucciones  especiales  en  marzo  de  1892  á  la  misma 
Legación. 

Fracasada  la  reclamación  sustentada  en  Chile  por  la 
Compañía  Salitrera,  bajo  el  amparo  prudencial  del  Gobierno, 
ocurre  ahora  ante  él  en  demanda  de  que  le  pague  el  crédito 
resultante  de  sus  cuentas  que  fué  uno  de  los  puntos  ó  ele- 
mentos de  aquella  reclamación. 

Por  los  hechos  relacionados  en  resumen  se  ve  que  hay 
una  ejecutoria  como  título  del  acreedor  reclamante,  de  un 
lado,  y  de  otro  lado  conocimiento  de  ese  título  y  cooperación 
del  Gobierno  para  hacerlo  valer  de  alguna  suerte  ante  un 
Gobierno  extranjero. 

De  lo  primero  se  deduce  como  lo  ha  admitido  la  Direc- 
ción del  Crédito  Público,  que  esta  deuda  de  la  Compañía  Sa- 
litrera del  Perú  está  comprendida  en  la  ley  de  7  de  diciem- 
bre de  1898  y  de  la  segunda  se  infiere  lógicamente  que  no 
concurren  en  el  caso  de  la  Compañía  todas  las  circunstancias 
requeridas  para  oponerle  la  prescripción  ó  sea  reputar  su  re- 
clamación extemporánea,  por  promoverla  después  de  los  seis 
meses  fijados  en  esa  ley. 

No  hay  negligencia,  no  hay  omisión  de  parte  de  la  Com- 
pañía para  cobrar  su  acreencia  al  Perú;  ha  tenido  acción  y 
diligencia  con  el  apoyo  de  la  Cancillería,  para  procurar  ob- 
tener de  Chile  el  pago  y  librar  así  al  Fisco  peruano;  y  no  le 
cabía  hacer  la  menor  gestión  en  las  oficinas  de  la  administra- 
ción patria,  para  evitarse  el  vencimiento  de  los  términos  se- 
ñalados en  las  leyes  de  consolidación  de  1889  y  1898,  por  que 
tal  gestión  por  indirecta  que  fuese  habría  echado  á  perder 
por  completo  la  (jue  intentó  v  sostuvo  ante  el  Gobierno  de 
Chile. 

Esta  situación  de  la  Compañía  para  con  el  Perú  respecto  de 
la  cual  nada  debía  avanzar  la  ley  de  1898,  aunque  incluye 
claramente  en  su  enumeración,  créditos  como  el  reclamado, 
tiene  que  ser  solucionada  con  arreglo  á  la  máxima  jurídica  de 
que  quien  se  aprovecha  de  un  hecho  tiene  que  someterse  á  sus 
consecuencias,  pues  en  la  vía  contencioso-administrativa,  no 
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es lícito  retardar  ó  denegar  la  petición  debida  á  un  particular 
alegando  la  insuficiencia  de  las  leyes  y  es  de  aplicación  rigu- 
rosa la  regla  IX  del  titulo  preliminar  del  Código  Civil.  El 
Perú  que  quiso  y  debió  auxiliar  á  la  Compañía  en  sus  recla- 
maciones contra  Chile  para  aprovechar  lo  que  ella  ganara, 
tiene  que  pasar  por  las  resultas  desgraciadas  de  aquellas,  aco- 
giendo lo  que  hoy  se  le  interpone. 

A  propósito  de  este  punto  convienen  algunas  considera- 
ciones. 

La  ley  de  diciembre  de  1889  es  la  única  de  nuestra  leyes 
de  consolidación  que  menciona  expresamente  los  créditos 
provenientes  de  sentencias  ejecutoriadas  del  Tribunal  Mayor 
de  Cuentas.  Eso  es  revelador.  Precisamente  valiosas  deudas 
contra  nosotros  derivadas  de  nuestros  grandes  negociados 
financieros  anteriores  á  la  guerra  del  Pacífico,  eran  á  la  fecha 
de  la  ley  sustentadas  con  fallos  del  Tribunal  privativo  de 
cuentas  y  objeto  de  gestiones  de  carácter  in'ternacional.  Se 
comprende,  pues,  el  propósito  del  legislador  al  hacer  breve- 
mente la  inclusión  de  esos  créditos ;  fué  subordinarlos  para  su 
cancelación  á  la  norma  común  dada  para  toda  la  deuda  inte- 
rior; tener  una  respuesta  que  dar  á  los  Gobiernos  que  insta- 
ran por  el  arreglo  de  las  reclamaciones  de  deuda  de  sus  nacio- 
nales mostrándoles  el  plan  único  que  podía  trazarse  resigna- 
damente  el  Perú  para  liquidar  su  pasado  fiscal,  las  únicas 
condiciones  de  pago  que  se  podía  imponer  con  la  seguridad  de 
cumplirlas. 

Cualquiera  prevención,  toda  salvedad  ó  reserva  que  la 
ley  de  1896  hubiese  agregado  para  forzar  el  ingreso  á  la 
nueva  consolidación  que  se  abría  de  los  acreedores  colocados 
en  el  trance  en  que  estaba  la  Compañía  Salitrera  y  otros  que 
sostenían  sus  derechos  en  el  extranjero  habría  sido  contra- 
producente, habría  frustado  esperanzas  no  desconocidas  por 
el  legislador  é  irrogado  además  en  el  acto  al  tesoro  peruano, 
un  daño  que  era  posible  disminuirle  ó  evitarle. 

Ante  estas  reflexiones  incontrovertibles,  no  cabe  oponer 
el  artículo  3.''  de  la  ley  de  1898,  para  obstruir  ó  rehusar  vo- 
luntariamente la  aplicación  del  artículo  i."*  inciso  2.°,  en  el 
momento  en  que  se  presenta  la  oportunidad  de  aplicarlo.  De 
otra  manera  semejante  inciso  de  la  ley  habría  sido  letra  muer- 
ta, desde  que  los  acreedores  á  quienes  se  refería  no  habrían 
de  abandonar  las  posibilidades  de  un  mejor  pago,  que  enton- 
n 
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ees  abrigaban,  así  era  natural  esperar  que  las  cuestiones  di- 
plomáticas ventiladas  por  causa  de  algunos  de  esos  acreedores 
se  solucionasen  dentro  del  angustioso  plazo  concedido  por  la 
ley  para  reclamar,  y  en  el  sentido  de  someterse  a  ella. 

Esa  clase  ó  grupo  de  reclamaciones,  hay  según  esto,  que 
reputarlas  en  curso  y  dentro  de  la  ley  de  1898,  cuyo  alcance 
es,  dado  su  tenor  vasto  y  radical,  el  de  liquidar  el  pasado  fis- 
cal, anterior  al  20  de  marzo  de  1895. 

A  esto  le  toca  propender  al  Ejecutivo,  porque  tiene  la 
función  constitucional  de  encaminar  al  mejor  cumplimiento 
de  las  leyes,  atribución  importante  Cjue  debe  ejercer  no  so- 
lamente en  la  vía  meramente  activa  ó  administrativa,  sino 
aún  en  la  vía  mixta  contencioso-administrativa,  dentro  del 
margen  que  las  leyes  dejan  siempre,  y  para  definir  así,  si- 
tuaciones inciertas  y  perjudiciales  para  el  Estado  y  para  la 
sociedad,  como  lo  es  la  de  un  mantenimiento  indefinido  de  la 
liquidación  y  división  de  la  deuda  nacional. 

No  parece  preciso  desarrollar  mas  consideraciones  y  me- 
nos estando  el  asunto  extensa  y  profusamente  controvertido 
en  todo  sus  detalles ;  por  lo  que  concluye  esta  Dirección  opi- 
nando que  está  expedita  la  consolidación  del  crédito  de  la 
Compañía  Salitrera  del  Peni,  con  sus  intereses  capitalizados 
anualmente  hasta  el  17  de  diciembre  de  1898,  tal  como  lo  es- 
tablecen la  ejecutoria  en  que  se  sustenta,  que  no  admite  de- 
sigual ejecución  y  la  ley  de  deuda  interna  de  esa  fecha. 

Lima,  I.**  de  abril  de  191 1. 

S.  M. 

Herádidcs  Pcrcz. 


Lima,  4  de  abril  de  191 1. 

Vista  al  Sr.  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema. 

O 


DICTAMEN     DEL    SEÑOR     FISCAL    DE    LA     CORTE    SUPREMA 
DR.   J.   A.  DE  LAVALLE 

Excmo.   señor: 
'En  16  de  julio  de  1878,  el  Gobierno  del  Perú  celebró  un 
contrato  con  el   Banco  ''La   Providencia"   para  la  venta  del 
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salitre  en  Europa  por  consignación,  ó  sea  por  cuenta  de  aquel, 
estipulándose  en  él  los  adelantos  en  dinero  que  el  segundo 
debía  hacer  al  primero  á  cuenta  de  los  productos  de  las  ven- 
tas y  el  pago  que  el  mismo  había  de  hacer  á  los  otros  Bancos 
de  las  cuantiosas  sumas  que  el  Gobierno  les  debía.  La  cuen- 
ta de  la  negociación  se  llevaría  en  libras  esterlinas,  determi- 
nándose la  aplicación  que  se  daría  á  los  productos  de  los  car- 
gamentos. La  cuenta  corriente  se  cerraría  cada  seis  meses. 
El  Banco  se  obligó  también  á  hacer,  por  cuenta  del  Gobierno 
el  servicio  de  intereses  y  amortización  de  los  certificados  sa- 
litreros que  el  Gobierno  podía  emitir,  en  uso  de  la  autoriza- 
ción á  él  conferida  por  ley  de  28  de  mayo  de  1857  para  pa- 
gar las  salitreras  compradas  y  cubrir  los  gastos  de  las  obras 
públicas.  Finalmente,  el  mismo  Banco  tomó  á  su  cargo,  siem- 
pre por  cuenta  del  Gobierno,  la  custodia,  administración  y 
conservación  de  las  oficinas  y  propiedades  salitreras  ya  com- 
pradas ó  que  se  compraran  en  Tarapacá  y  la  vigilancia  de  la 
elaboración  del  salitre.  EJ  Banco  cobraría  al  Gobierno  el  in- 
terés fijo  de  6  %  al  año  sobre  todos  sus  adelantos.  Si  las  ven- 
tas del  salitre  no  cubrieran  los  adelantos  hechos,  el  Gobierno 
debía  reembolsarlos  con  otras  entradas  fiscales.  El  contrato 
debía  durar  5  años  y  el  Banco  podía  constituir  una  Sociedad 
por  acciones  para  llevarlo  á  cabo. 

Dicha  sociedad  se  formó  en  seguida,  con  el  nombre  de 
''Compañía  Salitrera  del  Perú." 

Esa  Compañía,  como  los  otros  consignatarios  del  guano, 
tenía  la  obligación  de  someter  sus  cuentas  al  Tribunal  Mayor 
para  su  examen  y  juicio. 

Sometida  á  él  la  correspondiente  al  período  corriente  de 
r.°  de  diciembre  de  1880  á  31  de  igual  mes  de  1883,  se  pro- 
nunció sentencia  de  i.*  instancia  el  27  de  junio  de  1885,  la 
que  quedó  ejecutoriada,  conforme  al  art.  68  del  Reglamento 
del  Tribunal  de  24  de  enero  de  1876,  vigente  entonces,  por 
no  haber  apelado  de  ella  ni  la  Compañía  ni  el  Fiscal,  á  quie- 
nes se  notificó  en  persona.  En  consecuencia  el  Presidente  de 
aquel  remitió  en  6  de  julio  la  copia  respectiva  al  Gobier- 
no, quien,  en  31  de  agosto,  la  mandó  cumplir  y  publicar  en 
el  periódico  oficial. 

Pidió  entonces  el  Gerente  de  la  Compañía,  Don  Luis  B. 
Cisneros,  que  el  Tribunal  formulara  el  pliego  de  alcances  res- 
pectivo en  conformidad  con  la  sentencia.  La  formuló  el  juez 
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fiscal  Don  José  Maria  Andía  en  5  de  enero  de  1886,  con  un 
saldo  liquido  de  £  8 17. 160. 17- 10  á  favor  de  la  Compañia. 

Los  documentos  adjuntos  revelan  el  empeño  constante  y 
tenaz  de  ésta  desde  1887  para  obtener  que  el  Gobierno  de 
Chile  le  pagara  esa  deuda,  como  poseedor  de  las  oficinas  y  te- 
rrenos salitreros  especialmente  hipotecados  á  ella.  De  sus  ges- 
tiones tuvo  siempre  conocimiento  el  Gobierno,  quien  en  1887, 
1890  y  1892  impartió  instrucciones  á  sus  representantes  diplo- 
máticos para  que  las  apoyaran  confidencial,  oficiosa  y  aun  ofi- 
cialmente. El  Dr.  Cesáreo  Chalcatana,  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  recomienda  dicho  crédito  como  de  toda  justicia 
y  legalidad.  El  Dr.  Alanuel  Irigoyen  Ministro  del  mismo  des- 
pacho decia :  que  siendo  peruana  la  Compañía  y  teniendo  par- 
ticipación en  ella  peruanos  y  extranjeros,  el  Gobierno  no  de- 
bía negarle  su  protección. 

Después  de  agotadas  las  largas,  fatigantes  y  costosas  ges- 
tiones seguidas  ante  el  Gobierno  de  la  Moneda  desde  1890 
por  los  comisionados  de  la  Compañía  señores  Vicente  Hol- 
guin  y  Waldo  Grana,  se  decidió  ella  á  demandar  á^dicho  Go- 
bierno ante  la  Corte  Suprema  de  Chile  en  noviembre  de  1893. 
Estaba  el  juicio  en  curso,  cuando  se  suspendió  el  procedimien- 
to de  común  acuerdo,  con  el  objeto  de  intentar  nuevamente 
un  arreglo  directo.  Pero  fracasadas  también  esas  gestiones, 
continuó  la  causa,  pronunciándose  sentencia  adversa  á  la  Com- 
pañía, en  noviembre  de  1907,  la  que  fué  confirmada  en  agos- 
to de  1910. 

La  Compañía,  ante  resultado  tan  desastroso,  se  presentó 
á  V.  E.  en  noviembre  del  mismo  año,  pidiendo  el  pago  de  su 
crédito  que  hace  ascender  á  £  3.717. 177  en  razón  de  los  inte- 
reses al  6  %  que  capitaliza  anualmente  hasta  el  31  de  di- 
ciembre de  1909. 

Después  de  haber  V.  E.  oído  á  la  Dirección  del  Crédito 
Público,  al  Tribunal  de  Cuentas  y  al  Director  de  Administra- 
ción, se  ha  servido  pedir  dictamen  al  Fiscal,  quien  con  tal 
motivo,  pasa  á  examinar,  con  la  independencia  y  sinceridad 
que  le  sirven  de  norma  en  el  desempeño  de  su  tan  delicado 
como  elevado  cargo,  los  diversos  puntos,  que  con  criterio  en- 
contrado, se  han  debatido  en  los  informes  que  preceden. 

La  sentencia  pronunciada  en  27  de  junio  de  1885  por  la 
primera  sala  del  Tribunal  de  Cuentas,  constituye  ejecutoria,  y 
como  tal  es  intangible  é  inconmovible. 
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El  art.  68  del  Reglamento  que  entonces  regía  disponía 
que  si  el  rindente  de  la  cuenta  no  apelase  de  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  primera  sala  en  el  término  de  30  días,  se  no- 
tificaría aquella  al  Fiscal  del  Tribunal,  y  si  esta  tampoco  ape- 
lase, quedaría  la  sentencia  consentida  y  ejecutoriada. 

El  Reglamento,  expedido  por  el  Ejecutivo  en  uso  de  la 
autorización  legislativa  de  5  de  febrero  de  1875  tenía  fuerza 
de  ley. 

El  art.  458  del  Reglamento  de  Tribunales,  invocado  por 
el  Fiscal  del  de  Cuentas,  no  era  aplicable:  i.°  porque  el  Re- 
glamento especial  de  esa  institución,  muy  posterior  á  aquel, 
no  establecía  el  requisito  de  pasar  los  autos  al  adjunto  del 
Fiscal;  y  2!'  porque  esa  disposición  no  era  pertinente. 

Efectivamente,  el  artículo  citado,  dice  así :  ^'Siempre  que 
el  Ministerio  Fiscal  hubiese  opinado  contra  el  Fisco  en  causas 
graves,  en  que  haya  lugar  á  recurso  de  nulidad,  si  se  pronun- 
ciase sentencia  conforme  al  dictamen  fiscal,  no  podrá  ésta  eje- 
cutarse sin  que  previamente  pasen  los  autos  al  adjunto  del 
Fiscal,  para  que  interponga  los  recursos  que  fueren  legales." 
En  el  juicio  de  cuentas  bajo  estudio,  el  Ministerio  Fiscal  no  ha- 
bía emitido  opinión,  y  en  ese  Tribunal  no  existía  entonces 
adjunto  al  Fiscal  sino  para  los  casos  de  impedimento  ó  au- 
sencia de  éste,  cuando  le  reemplazaba  uno  de  los  empleados 
ó  de  los  contadores  mayores^  del  Tribunal,  conforme  á  la 
Resolución  Suprema  de  7  de  junio  de  1876. 

Es  por  cierto  de  la  mayor  conveniencia,  que  toda  senten- 
cia adversa  al  Fisco  sea  siempre  revisada  en  á^  instancia  ó 
por  la  Corte  Suprema,  ya  sea  por  apelación  ó  en  consulta; 
pero  el  antiguo  Reglamento  de  1876  no  lo  preceptuaba,  como 
tampoco  lo  establece  el  nucAO  expedido  en  1908. 

Es  indiscutible,  por  tanto,  que  la  sentencia  aludida  es 
una  ejecutoria.  Por  serlo  y  estimarlo  así,  el  Gobierno  de  esa 
época  la  mandó  cumplir.  Por  lo  mismo,  no  es  cuestionable  la 
efectividad  legal  del  saldo  de  £  817.T60  ó  cargo  del  Fisco. 

Ahora  ¿está  vigente  esa  deuda  ó  se  ha  extinguido  por 
prescripción  en  virtud  de  los  25  años  trascurridos  desde  que 
se  pronunció  la  sentencia  hasta  cjue  se  pidió  á  V.  E.  el  pago 
de  ese  saldo?  La  deuda  está  vigente;  no  ha  prescrito. 

El  Gobierno  ha  reconocido  desde  1887  su  justicia  y  su 
legalidad;  en  1890  y  92  la  ha  cobijado  bajo  su  protección  en 
el  intento  de  procurar  su  pago  por  el  de  Chile,  y  en  todo  mo- 
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mentó  ha  estado  informado  de  las  gestiones  de  la  Compañía. 
Esos  actos  sucesivos  han  mantenido  vivo  el  crédito,  y  ¿po- 
dríase ahora  repudiar  la  misma  deuda  que  se  estimó  justa  y 
legal  cuando  del  poseedor  de  la  cosa  hipotecada  se  cobra1)a, 
])or  quien  se  iba  á  aprovechar  indirectamente  en  caso  de  éxito, 
librándose  de  la  obligación  que  sobre  él  pesaba?  Eso,  que 
aun  en  un  particular  sería  censurable,  no  es  concebible  en  una 
nación  celosa  de  su  crédito.  Las  naciones  y  sus  gobiernos  no 
deben  nunca,  por  ningún  motivo,  practicar  actos  que  no  sean 
perfectamente  honrados. 

Pero  lo  que  desvanece  toda  duda,  si  pudiera  haberla  es 
la  ley  de  17  de  diciembre  de  1898,  que,  al  mandar  pagar  en 
papel  de  deuda  pública  todos  los  créditos  que  hubiesen  sido 
materia  de  resolución  legislativa  especial  ó  de  sentencia  eje- 
cutoriada de  los  tribunales  ordinarios  ó  del  de  Cuentas, 
reconoció  los  pendientes  y  se  allanó  á  pagarlos,  interrumpien- 
do así  la  prescripción  según  el  art.   563  C.C. 

El  Gobierno  del  Perú  debe,  pues,  £  817,160  emanadas 
de  la  sentencia  de  1885.  ' 

¿En  qué  forma  debe  pagarlas?  La  Compañía  misma  «e 
ha  convencido  de  que  la  única  posible  y  legal  es  la  estable- 
cida en  la  ya  referida  ley  de  17  de  diciembre  de  1898,  ó  sea 
en  papel  de  deuda  pública  de  amortización  sin  interés. 

,  Se  ha  puesto  en  duda  si  estando  ya  vencido  el  plazo  de 
seis  meses  que  señaló  dicha  ley  para  establecer  las  correspon- 
dientes reclamaciones  por  los  créditos  mandados  pagar  en 
ella,  podríase  aún  atender  á  la  de  la  Compañía  Salitrera.  El 
Fiscal  cree  que,  en  justicia,  puede  tomársele  en  consideración. 
En  1899,  cuando  terminó  ese  plazo,  estaban  en  actividad  las 
gestiones  que  se  perseguían  en  Chile  para  obtener  el  pago  de 
ese  Gobierno,  ya  por  la  vía  administrativa  ó  la  judicial.  Xo 
era  exigible  que,  en  tales  momentos,  se  abandonaran  las  pers- 
pectivas que  ellas  ofrecían  en  beneficio  directo  de  la  Compa- 
ñía é  indirecto  del  Fisco  peruano,  y  se  ocuriera  á  V.  E. 
lX)r  el  pago  del  crédito  en  papel.  La  mera  presentación  de  la 
Compañía  ante  V.  E.  implicaba  el  abandono  de  toda  acción  en 
Chile,  y  V.  E.  y  ella  tenían  todo  interés  en  que  tal  cosa  no 
sucediera.  Puede  decirse  que  medió  acuerdo  tácito  para  apla- 
zar toda  exigencia  contra  el  Fisco  del  Perú  mientras  existie- 
ra posibilidad  alguna  de  alcanzar  el  pago  por  el  de  Chile 
de  un  crédito  que  siempre  se  mantuvo  vivo.  A  esa  conside-, 
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ración,  de  estricta  justicia  y  moralidad,  debe  agregarse  la  del 
ningún  perjuicio  que  al  Fisco  resulta  de  la  demora  en  la  re- 
clamación, pues  es  evidente,  que  si  en  1S99  se  hubiera  pre- 
sentado, se  habría  pagado  á  la  Compañía  la  misma  suma  y 
en  el  mismo  papel  que  hoy.  De  suerte  que  la  circunstancia  del 
plazo,  de  ninguna  significación  positiva,  no  tiene  fuerza  bas- 
tante para  rechazar  un  crédito  legalmente  aparejado,  constan- 
temente protegido  por  el  Gobierno  y  comprendido  en  la  ley 
de  consolidación  de  1898. 

Queda  únicamente  por  examinar  el  punto  relati- 
vo á  los  intereses  del  crédito,  devengados  después  de  1885. 
En  él  discrepa  el  Fiscal  de  las  opiniones  emitidas  por  los  Di- 
rectores del  Crédito  Público  y  de  Admnistración. 

El  art.  2  de  la  ley  de  17  de  diciembre  de  1898,  dispuso 
que  los  créditos  á  que  ella  se  refiere,  entre  los  que  están  com- 
prendidos los  emanados  del  Tribunal  de  Cuentas,  serían  li- 
quidados sin  intereses. 

Ante  disposición  tan  precisa  y  terminante  no  ve  el  Fis- 
cal como  se  podría,  sin  apartarse  de  la  ley,  liquidar  con  inte- 
reses el  crédito  de  la  Compañía  Salitrera.  Debe,  pues,  pagar- 
se tal  como  lo  liquidó  el  Tribunal  de  Cuentas  en  1886  ó  sea 
por  £  817.160. 

La  Compañía  alega  la  cláusula  30  de  su  contrato.  Es 
cierto,  que  en  ella  se  estipuló  que  el  Banco,  ó  la  Compañía, 
cobraría  al  Gobierno  el  interés  fijo  de  6  %  al  año  sobre  todos 
sus  adelantos.  Por  eso  el  Tribunal  liquidó  la  cuenta  con 
ese  interés  hasta  31  de  diciembre  de  1883.  Pero  allí  se  cerró 
la  cuenta;  no  ha  tenido  ya  movimiento;  entonces  se  fijó  el 
saldo  definitivo  á  cargo  del  Gobierno.  Pues  bien,  la  Nación 
ha  declarado  en  la  ley  de  1898  que  está  dispuesta  á  pagar  ese 
saldo,  pero  sin  intereses  posteriores.  El  acreedor  que  se  allanare 
al  pago  en  esa  forma  podía  ocurrir  al  Gobierno.  Por  consi- 
guientes si  la  Compañía  se  aviene  á  ser  pagada  con  arreglo  á 
dicha  ley,  tiene  que  someterse  á  esa  condición. 

Se  aducen,  además,  otras  razones  para  el  abono  de  inte- 
reses del  6  %  hasta  la  fecha  de  la  ley  referida,  como  son :  la 
naturaleza  del  crédito,  proveniente  de  suministros  en  efecti- 
vo hechos  al  Gobierno ;  los  ingentes  gastos  y  compromisos 
contraidos  por  la  Compañía  durante  los  23  años  que  ha  gestio- 
nado el  cobro  ante  los  poderes  públicos  de  Chile ;  la  privación 
sufrida  por  los  accionistas  y  tenedores  de  bonos  de  la  misma, 
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durante  mas  de  30  años  de  las  gruesas  sumas  entregadas  al 
Imsco;  la  circunstancia  capital  de  pagarse  en  papel  cjue  ape- 
nas vale  b.oy  el  8  %  de  su  importe  nominal  una  deuda  con- 
traída en  moneda  esterlina ;  y  diversos  antecedentes  de  deu- 
das semejantes  liquidadas  y  pagadas  con  intereses. 

Esas  consideraciones  son,  indudablemente,  de  mucho  pe- 
so, y  si  no  mediara  la  disposición  precisa  del  art.  2.°  de  la 
ley,  el  Fiscal  no  vacilaría  en  recomendar  á  V.  E.  que  las  aten- 
diera. Pero  ¿pueden  ellas  tener  cabida  ante  quien,  como  V.  E. 
no  es  sino  el  ejecutor  de  esa  ley? 

En  todo  caso,  ese  interés  no  podría  ser  sino  el  simple,  y 
solo  hasta  diciembre  de  1898,  fecha  de  la  ley  de  consolidación, 
como  lo  ha  li([uidado  el  Crédito  Público ;  y  de  ninguna  manera 
el  capitalizado  anualmente  que  pretende  la  Compañía  y  ad- 
mite el  Director  de  Administración. 

Fúndanse  ambos  en  el  contrato  y  en  la  ejecutoria  del 
Tribunal.  Pero  ni  el  uno  ni  la  otra  disponen  semejante  cosa. 

En  el  primero  se  estipuló,  como  queda  dicho,  que  la  cuenta 
corriente  entre  la  Compañía  y  el  Gobierno  se  cerraría  cada  6 
meses.  Tal  estipulación  implica  ciertamente,  en  el  lenguaje  co- 
mercial, la  capitalización  de  intereses.  Pero  ella  no  podría  re- 
gir, es  evidente,  sino  mientras  hubiera  cuenta  corriente.  Ya  no 
la  hay;  se  cerró  definitivamente  en  1883,  ya  no  cjueda  sino  el 
saldo  final,  pendiente  de  pago.  No  hay  lugar,  por  tanto,  á  la 
capitalización  antes  pactada. 

En  la  sentencia  del  Tribunal  se  dijo:  "teniéndose  presen- 
te, cuando  se  forme  el  pliego  de  alcances  que  los  intereses  que 
resulten  á  cargo  del  Gobierno  en  esta  cuenta  solo  se  capita- 
lizarán al  fin  de  cada  año,  conforme  á  las  exigencias  del  juez 
fiscal  y  al  consentimiento  de  la  Compañía."  Como  se  ve,  el 
Tribunal  solo  admitió  la  capitalización  en  el  momento  y  para 
el  efecto  de  formular  la  liquidación  final.  Ya  esttá  cumplida  la 
sentencia  en  esa  parte :  el  juez  fiscal  Andía  liquidó  la  cuenta 
con  intereses  capitalizados  hasta  diciembre  de  1883,  tanto 
en  el  Debe  como  en  el  Haber  ¿Y  ha  de  deducirse  de  allí  que 
deban  ca])italizarse  indefinidamente  los  intereses  del  saldo 
final?  El  Fiscal  declara  que  tal  deducción  importaría  una  for- 
zada interpretación  de  la  sentencia  y  que  el  abono  de  intere- 
ses capitalizados,  después  de  1883,  constituiría  acto  comple- 
tamente injustificado. 

En  resumen  y  conclusión,  el  infrascrito  es  de  sentir  que 
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el  crédito  de  la  Compañía  Salitrera,  derivado  de  la  sentencia 
del  Tribunal  de  Cuentas,  está  vigente,  cjue  se  halla  compren- 
dido en  la  ley  de  1898;  y  que  con  sujeción  á  'ésta,  pueicle  pa- 
garse en  bonos  de  deuda  pública;  pero  no  las  £  i. 550.561  li- 
quidadas por  el  Crédito  Público,  ni  los  1.954.368  liquidados 
por  la  Dirección  de  Administración,  sino  sin  intereses  ó  sea 
únicamente  el  saldo  de  £  817.160  liquidado  en  1886  por  el  re- 
ferido Tribunal,  saldo  mejor  parecer  de  V.  E,,  debiendo  cui- 
darse llegado  el  caso,  de  extender  escritura  pública  de  can- 
celación, en  que  se  declare  total,  absoluta  y  definitivamente  pa- 
gado y  extinguido  todo  derecho,  obligación,  responsabilidad 
ó  reclamación  de  la  antigua  Compañía  Salitrera,  contra  el 
Gobierno  del  Perú. 

Otro  si  dice  el  Fiscal  que. debe  reintegrarse  previamente 
las  35  fojas  de  papel  sellado  que  faltan  en  el  expediente,  y 
ponerse  cuidado  en  no  remitirle  los  expedientes  sin  estar  de- 
bidamente foliados. — 16  de  mayo  de  191 1. 

Lo-z'aUc. 


Excelentísimo  señor: 

Pablo  La  Rosa.  Presidente  del  Directorio  de  la  Com- 
pañía Salitrera  del  Perú,  en  el  expediente  sobre  pago  de  su 
crédito,  á  V.  E.  digo :  que  el  señor  Director  de  Administración 
y  el  Sr.  Fiscal  Dr.  don  J.  A.  de  Lavalle,  han  emitido  sucesiva- 
mente dictamen  sobre  la  reclamación  de  la  Compañía,  soste- 
niendo el  primero  la  legitimidad  de  ella  en  todos  sus  extremos 
y  opinando,  en  consecuencia,  favorablemente  al  pago  en  deu- 
da interna,  del  capital  adeudado  y  sus  intereses  capitalizados 
anualmente,  y  abundando  el  S.  Fiscal  en  la  misma  opinión 
acerca  de  la  legalidad,  justicia  y  vigencia  del  crédito,  pero 
creyendo  que  solo  procede  el  pago  del  capital  mas  no  el  de 
los  intereses. 

Como  el  concepto  de  la  Compañía  Salitrera,  expresado 
en  sus  diversos  recursos,  es  que  precede  á  todas  luces  el  pago 
de  intereses,  me  permitirá  V.  E.  exponer  algunas  considera- 
ciones en  apoyo  de  ese  derecho. 

La  cláusula  30  del  contrato  con  el  Gobierno  dice  así; 
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"El  Banco  (á  quien  sustituyó  la  Compañía)  cobrará  al 
Gobierno  el  interés  fijo  de  6  %  al  año  sobre  todos  sus  adelan- 
tos, tanto  por  los  hechos  para  el  pago  del  salitre,  como  por 
todos  los  demás."  l 

La  sentencia  del  Tribunal  de  Cuentas  mandó  que  el  plie- 
go de  alcances  se  hiciera  computando  intereses  que  se  capi- 
talizarán anualmente.  Así  pues,  el  Estado  no  podría  dividir 
el  crédito  que  consta  de  capital,  y  de  intereses,  pagando  aquel 
y  rehusando  el  pago  de  estos,  sin  violar  el  contrato  y  la  sen- 
tencia y  desconocer,  por  consiguiente  derechos  adquiridos. 

Las  razones  que  el  Sr.  Fiscal  aduce  contra  el  cómputo 
de  intereses  son,  en  resumen,  las  siguientes : 

Que  el  art.  2.°  de  la  ley  de  deuda  interna  de  17  de  di- 
ciembre de  1898  dispone  que  los  créditos  á  que  ella  se  refiere, 
entre  los  que  están  comprendidos  los  emanados  de  sentencia 
del  Tribunal  de  Cuentas,  serán  liquidados  sin  intereses. 

Que  el  Tribunal  liquidó  la  cuenta  con  intereses  hasta  31 
de  diciembre  de  1883;  P^^o  allí  se  cerró  la  cuenta;  no  ha  te- 
nido después  movimiento;  entonces  se  fijó  el  saldo  definitivo 
á  cargo  del  Gobierno. 

Que  la  ley  de  1898  ha  declarado  que  la  Nación  está  dis- 
puesta á  pagar  ese  saldo,  pero  sin  intereses  posteriores.  Por 
consiguiente  si  la  Compañía  se  aviene  á  ser  pagada  con  arre- 
glo á  esa  ley,  tiene  que  someterse  á  dicha  condición. 

Ante  todo  haré  presente  á  V.  E.  que  la  autorizada  opinión 
del  señor  Fiscal  sobre  el  sentido  del  art.  2.°  de  la  ley  de 
1898  discrepa  de  la  interpretación  que  invariablemente  ha 
dado  el  Supremo  Gobierno  á  dicho  artículo,  y  como  prueba 
citaré  dos  casos  que  por  su  importancia  son  los  mas  dignos 
de  mencionarse:  el  de  los  certificados  Watson  y  el  de  la 
Compañía  Consignataria  del  Guano  en  EE.  UU.  En  ambos 
se  ha  aplicado  la  ley  de  deuda  interna  de  1898  y  se  ha  pa- 
gado con  el  papel  creado  por  aquella  ley,  y  en  ambos  el  Go- 
bierno ha  reconocido  que  procede  al  pago  de  los  intereses  es- 
tipulados, y  los  ha  abonado  computándolos  hasta  el  año  1898, 
fecha  de  la  ley  en  referencia.  Puede  verse  en  la  memoria  del 
Ministro  de  Hacienda  de  1905,  anexo  N.°  169.  la  resolución 
suprema  de  22  de  marzo  de  1905,  que  manda  pagar  á  los  te- 
nedores de  certificados  Watson  la  suma  de  £  323.253,  importe 
con  intereses,  según  liquidación,  de  esos  certificados,  y  en  la 
memoria  del   Director  del  Crédito  Público,  de   1907  página 
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02,  corre  la  resolución  suprema  de  17  de  abril  de  1907  que 
mandó  pagar,  también  con  intereses,  el  crédito  de  la  Com- 
pañía Consignataria  del  Guano  en  los  EE.  UU.  El  contrato 
de  esta  Compañía  estipulaba  el  interés  de  7  7¿  Ese  crédito  con 
sus  intereses  se  hallaba  sustentado  en  sentencia  del  Tribunal 
de  Cuentas  como  lo  está  el  de  la  Compañía  que  represento, 
y  el  Gobierno,  en  los  considerandos  de  la  resolución  dice:  ''que 
sin  desconocer  los  efectos  de  la  cosa  juzgada  y  de  los  contra- 
tos no  se  podría  negar  á  la  Compañía  los  intereses  del  saldo 
de  cuentas,  cuyo  pago  reclama,  corridos  hasta  el  ij  de  diciem- 
bre de  i8p8,  fecha  de  la  ley  de  deuda  interna/' 

Los  datos  que  he  tratado  de  obtener  en  documentos  ofi- 
ciales y  que  sería  inoficioso  citar  en  detalle,  comprueban  que 
los  precedentes  en  este  asunto  son  conformes  y  constituyen 
una  jurisprudencia  firmemente  establecida  por  la  Administra- 
ción, en  el  sentido  de  que  los  créditos  que  segim  su  título  ori- 
ginario respectivo,  devengan  intereses,  se  liquidan  con  ellos 
al  pagarse  su  importe  en  deuda  interna  de  amortización. 

No  hay  motivo  para  creer  posible  que  la  Administración 
cambie  ahora  de  principios  y  que  en  un  caso  idéntico  á  los 
anteriores  adopte  una  interpretación  nueva  de  la  ley,  apar- 
tándose de  todos  los  precedentes. 

Por  lo  demás,  esa  interpretación  es  legítima.  La  ley  de 
1898  mandó  pagar  una  serie  de  créditos,  como  los  provenien- 
tes de  suministros  á  las  fuerzas  de  la  coalición  y  del  ejercicio 
de  presupuestos  generales  de  la  República,  que  no  devengaban 
intereses  por  su  título  y  origen,  y  como  los  acreedores  alega- 
ban siempre  que  debía  abonárseles  intereses  legales  en  com- 
pensación de  la  demora  en  el  pago,  la  ley  cuidó  de  declarar 
expresamente  que  se  liquidaran  los  créditos  mencionados  sin 
intereses,  cortando  así  toda  reclamación.  Ese  es  el  sentido 
del  art.  2.°  de  la  ley  del  98 :  la  ley  no  le  atribuye  ó 
concede  intereses  á  ningún  crédito,  pero  no  significa  'que 
mande  privar  de  ellos  á  los  créditos  que  los  devengan  por  su 
naturaleza. 

En  el  orden  privado,  cuando  un  deudor  quiebra,  aunque 
no  hay  intereses  para  nadie,  desde  la  quiebra  en  adelante,  los 
hay  hasta  ese  día  para  todos  los  acreedores  que  según  sus  do- 
cumentos tienen  derecho  á  intereses.  La  ley  de  deuda  inter- 
na es  comparable  en  cierto  modo,  á  una  manifestación  de  fa- 
lencia, y  por  eso  se  explica  jurídicamente  que  ella  mande  cor- 
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tar  los  intereses  en  la  fecha  de  la  ley,  cesando  su  abono  en  lo  fu- 
turo, pero  no  puede  pensarse  que  se  mandara  suprimir  por  lo 
pasado  aquellos  intereses  ya  devengados  y  legítimamente  ad- 
quiridos. Tan  inusitado  y  atentatorio  proceder  no  cabe  den- 
tro de  una  interpretación  razonable  de  ley. 

Pasando  al  segundo  argumento  del  Sr.  Fiscal,  no  puede 
aceptarse  que  por  haber  el  Tribunal  liquidado  la  cuenta  con 
sus  intereses  solo  hasta  el  31  de  diciembre  de  1883,  el  saldo 
en  ese  día  sea  el  saldo  definitivo  á  cargo  del  Gobierno.  Dice 
el  Sr.  Fiscal  que  allí  se  cerró  la  cuenta  y  no  tuvo  después  mo- 
vimiento. Pero  el  cierre  ó  corte  de  una. cuenta  en  una  fecha 
determinada  no  es  mas  que  una  operación  numérica ;  cortar 
una  cuenta  no  es  pagarla,  y  si  esa  cuenta  es  productiva  de  in- 
tereses, estos  continúan  indefinidamente  sobre  el  saldo  in- 
soluto. Es  \'erdad  que  la  cuenta  no  tu\-o  en  adelante  movi- 
miento, no  hubo  en  la  cuenta  nuevas  entregas  ó  abonos  de 
una  ni  otra  parte;  pero  la  falta  de  movimiento  de  una  cuenta 
no  causa  la  cesación  de  los  intereses.  No  puede  ser  ese,  evi- 
dentemente, el  concepto  encerrado  en  las  palabras  del  señor 
Fiscal  porque  sería  un  error  en  que  no  puede  caer  tan  ilus- 
trado funcionario. 

El  concepto  del  señor  Fiscal  parece  ser,  que  la  ley  de  1898 
al  mandar  pagar  los  créditos  reconocidos  por  el  Tribunal  de 
Cuentas,  se  refiere  solo  á  los  saldos  fijados  y  liquidados  por 
las  sentencias  respectivas.  Pero  la  ley  ha  mandado  pagar 
los  créditos  que  hayan  sido  materia  de  sentencias,  y  hay  di- 
ferencia entre  los  créditos  materia  de  las  sentencias  y  los  saldos 
de  esos  créditos  en  las  fechas  de  las  sentencias.  Los  saldos 
cambian  de  año  en  año,  de  día  en  día,  por  los  intereses  que 
se  van  devengando.  Cuando  un  fallo  reconoce  un  crédito  y 
lo  manda  pagar  con  sus  intereses,  estos  intereses  siguen  co- 
rriendo después  del  fallo,  como  antes  de  él,  siendo  indiferente 
la  fecha  enteramente  accidental  en  que  el  fallo  se  pronuncia. 

La  fecha  31  de  diciembre  de  1883  hasta  la  cual  alcanza 
la  liquidación  hecha  en  el  Tribunal  de  Cuentas,  no  tiene  pues 
ninguna  importancia  ni  significación  jurídica,  se  explica  tan 
solo,  por  la  época  en  que  empezó  el  juicio  de  la  cuenta  de  la 
Compañía,  que  fué  en  1884.  La  cuenta  formulada  entonces 
y  sometida  al  examen  del  Tribunal  comprendía  pues  el  pe- 
ríodo de  i.°  de  diciembre  de  1880  á  31  de  igual  mes  de  1883 
y  no  podía  arrastrarse  mas  allá.  La  sentencia  se  dictó,  en  1885 
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y  mandó  que  al  hacer  el  pliego  de  alcances,  se  agregasen  los 
intereses  capitalizados  anualmente.  Ese  pliego  de  alcances 
comprendió  también  hasta  el  31  de  diciembre  de  1883  y  no 
mas  allá,  porque  la  cuenta  se  referia  á  ese  periodo.  El  vocal  li- 
quidador tomó  como  primera  partida  el  alcance  al  31  de  di- 
ciembre de  1880,  que  la  sentencia  había  fijado,  luego  agregó 
intereses  por  el  año  1881,  el  año  1882  y  el  1883.  Durante  esos 
tres  años  la  cuenta  no  había  tenido  movimiento,  sin  embargo, 
los  intereses  habían  seguido  devengándose;  así  mismo  se 
han  devengado  posteriormente.  El  cálculo  de  ellos,  no  ha 
necesitado  ser  materia  de  nuevos  actos  del  Tribunal,  pues  por 
lo  mismo  que  la  cuenta  no  ha  tenido  movimiento  desde  1880, 
no  hay  partidas  que  examinar  ni  juzgar;  solo  hay  intereses 
que  seguir  computando  según  la  base  de  cálculo  señalado  en 
la  sentencia,  lo  que  constituye  una  labor  puramente  aritmética 
propia  de  la  Dirección  del  Crédito  Público. 

En  resumen,  la  fecha  de  la  sentencia  y  la  de  la  liquida- 
ción de  ese  Tribunal  carecen  de  toda  significación  legal,  res- 
pecto del  punto  discutido  sobre  los  intereses  y  no  hay  nada 
que  justifique  la  suspensión  del  curso  de  los  intereses  en  esa 
fecha,  tanto  más,  que  la  ley  de  deuda  interna  no  se  ha  refe- 
rido á  los  saldos  en  las  fechas  de  las  sentencias,  sino  á  los  cré- 
ditos, materia  de  ellas. 

No  debo  terminar,  sin  hacer  presente  á  V.  E.  que  el 
señor  Fiscal  mismo,  á  pesar  de  las  objeciones  C[ue  formula  al 
pago  de  los  intereses,  declara  con  pausible  elevación  de  crite- 
rio que  son  de  mucho  peso  las  consideraciones  que  alega  la 
Compañía  para  solicitarlos,  y  agrega  textualmente:  ''En  todo 
caso  ese  interés  no  podría  ser  sino  el  simple  y  solo  hasta  di- 
ciembre de  1898,  fecha  de  la  ley  de  consolidación  como  lo  ha 
liquidado  el  Crédito  Público." 

La  opinión  del  señor  Fiscal,  no  parece  ser,  pues,  en  defini- 
tiva, un  concepto  inflexible.  Por  su  parte,  la  Compañía,  está 
llana  á  que  los  intereses  se  computen  solamente  hasta  1898. 

El  señor  Fiscal  dice  cjue  la  estipulación  del  contrato  implica 
ciertamente  en  lenguaje  comercial  la  capitalización  de  intere- 
ses. Esta  declaración  es  fundamental.  Las  razones' que  á  conti- 
nuación expone  el  señor  Fiscal  para  sostener  que  ese  pacto  no 
debe  tener  efecto  son :  i  °  que  la  cuenta  corriente  se  cerró  de- 
finitivamente en  1883  y  no  podía  haber  capitalización  en  ade- 
lante,  porque  no   había   cuenta;   2.''  porque  la   sentencia   del 
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Tribunal  solo  admitió  la  capitalización  en  el  momento  y  para 
el  efecto  de  formular  la  liquidación  final. 

Respecto  de  lo  primero,  he  manifestado  que  el  corte  de 
una  cuenta  no  es  su  pago  y  que  mientras  el  saldo  no  se  ha 
pagado  los  intereses  corren. 

Respecto  de  lo  segundo,  el  tenor  de  la  sentencia  no  contiene 
ni  podía  contener  la  declaración  de  que  la  capitalización  debía 
hacerse  únicamente  hasta  determinada  fecha.  El  curso  de  toda 
capitalización,  como  el  curso  de  los  intereses  mismos,  no  cesa 
mientras  no  se  paga  la  deuda.  La  redacción  del  fallo  diciendo 
''que  cuando  se  forme  el  pliego  de  alcances"  se  abonen  intere- 
ses capitalizados  anualmente,  al  determinar  la  pauta  para  for- 
mar la  liquidación  del  período  del  8o  al  83,  la  señalaba  tam- 
bién para  las  liquidaciones  de  años  sucesivos.  Si  la  capitaliza- 
ción procedía  en  los  años  81,  82  y  83  es  porque  había  un  con- 
trato en  ese  sentido  y  ¿podía  el  Tribunal  dar  efecto  al  contra- 
to hasta  cierta  fecha  y  rehusárseles  en  adelante?  ¿Podía  parali- 
zar en  un  momento  cualquiera  el  curso  de  la  capitalización, 
que  es  indefinido  por  su  naturaleza?  Luego,  pues,  la  redacción 
del  fallo  no  significa  taf  cosa,  ni  puede  hallarse  en  ella  un 
argumento  para  aceptar  como  buena  la  capitalización  hasta  el 
^3  y  negarla  en  adelante. 

Ruego  á  V.  E.  se  sirva  tener  presente  esta  exposición  al 
tiempo  de  resolver. 


Lima,  mayo  25  de  191 1 


p.  la  C*  Salitrera  del  Perú 


P.  La  Rosa. 
Presideute 
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